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Mediante el procedimiento legislativo, el Congreso de la Repúbli-
ca (Artículo 114 C.P.) se encarga de producir las normas legales 
que representan la voluntad del pueblo colombiano y que consti-
tuyen, en razón de su origen y procedimiento de elaboración, las 
normas “primordiales” del ordenamiento jurídico sometidas a la 
Constitución.

La regulación del proceso de formación de las leyes, que es una de 
las funciones esenciales del Estado y en particular del Congreso 
como ya lo dijimos, pretende precisamente potenciar el principio 
democrático y preservar el contenido esencial del régimen insti-
tucional diseñado por el constituyente.
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Prólogo

Bajo el lema “Al servicio de la democracia, la paz y el desarrollo” 
Hanns Seidel Stiftung (HSS) define su trabajo y objetivos en los más 
de 70 países donde hace presencia, gracias al apoyo del Ministerio 
Federal de Cooperación Económica y Desarrollo de Alemania (BMZ). 
Desde hace más de cincuenta años trabajamos en el ámbito de la 
cooperación internacional para el desarrollo, abonando al fortale-
cimiento de la democracia y transformado realidades políticas, so-
ciales y ciudadanas. Este año 2022, HSS orgullosamente cumple 30 
años de hacer presencia en el territorio colombiano y contribuir a la 
construcción de una democracia más solida.

Promovemos la idea de un Estado imparcial, moderno y eficiente, 
comprometido con el bienestar y basado en el pluralismo democrá-
tico y el Estado de Derecho. Son parte de nuestros objetivos princi-
pales brindar herramientas para formar ciudadanos con voz propia 
y promover las sinergias de grupos de activismo social defensoras 
de intereses comunes; facilitar los conocimientos necesarios para 
gobernar democráticamente y desarrollar las capacidades técnicas 
de las autoridades; e incentivar a los ciudadanos, especialmente a 
mujeres y jóvenes, a que sean protagonistas de procesos que gene-
ren acción política, a través de la capacitación, el fortalecimiento de 
sus liderazgos y la incidencia en los procesos democráticos de las 
naciones.

Para desempeñar nuestra misión exitosamente, trabajamos de la 
mano con actores locales tales como instituciones de educación su-
perior, think tanks, organizaciones no gubernamentales, entidades 
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del Estado, parlamentos nacionales y regionales, sociedad civil, par-
tidos políticos, entre otros. 

En Colombia, desde 2002, existe una fuerte línea de cooperación 
con el Congreso de la República, posibilitando que tan importante 
órgano de gobierno . Gracias a nuestros lazos de cooperación,con  
aspiraciones .

En continuidad con esta línea de trabajo, hemos otorgado especial 
interés al desarrollo de publicaciones que contribuyen a mejorar la 
calidad de  la labor legislativa. En esta ocasión, es un gran placer 
para HSS presentar la sexta edición de la publicación Procedimiento 
Legislativo de Colombia, una herramienta de consulta útil dirigida a 
congresistas, asesores y funcionarios del Congreso de la República. 
Su autor, Jaime Sepúlveda, cuenta con una experiencia de más de 15 
años al interior del Congreso y con base en su conocimiento y amplia 
experiencia ha realizado una actualización profunda del documen-
to para que congresistas colombianos, tanto experimentados como 
aquellos que llegan por primera vez a legislar, puedan ejercer y de-
sarrollar su trabajo técnico con la propiedad requerida. 

Desde Hanns Seidel Stiftung entregamos a ustedes este material de 
consulta y seguiremos comprometidos con el desarrollo de estos y 
otros instrumentos que beneficien a los colombianos que se desem-
peñan en el poder legislativo y, por ende, a toda la ciudadanía. Esta-
mos seguros de que esta nueva edición será un material permanente 
de consulta para todo el Congreso de la República colombiano.

Demian David Regehr
Representante Regional 
Colombia & Venezuela
Hanns Seidel Stiftung 
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Introducción

Se considera, como procedimiento legislativo, las diferentes etapas 
formales cuyo resultado o producto final es la LEY.

Mediante el procedimiento legislativo, el Congreso de la República 
(artículo 114 C.P.) se encarga de producir las normas legales que 
representan la voluntad del pueblo colombiano y que constituyen, 
en razón de su origen y procedimiento de elaboración, las normas 
“primordiales” del ordenamiento jurídico sometidas a la Constitución.

La regulación del proceso de formación de la ley, que es una de las 
funciones esenciales del Estado y en particular del Congreso como ya 
lo dijimos, pretende precisamente potenciar el principio democrático, 
y preservar el contenido esencial del régimen institucional diseñado 
por el constituyente

La Constitución Política de 1991 se ocupa de regular el procedimiento 
para la formación de la ley en el Título VI, Capítulo 3º que versa sobre 
“Las leyes”, artículos 150-170. El mencionado título consagra normas 
atinentes a: quiénes pueden ejercer la iniciativa legislativa (arts. 154- 
155-156); requisitos para que un proyecto de ley se pueda convertir 
en ley (art. 157); principio de unidad de materia (art. 158); términos 
entre los debates de un proyecto de ley o de acto legislativo (art. 159); 
designación de comisiones de conciliación (art. 161); término legislativo 
que tiene un proyecto de ley para culminar su trámite o archivarse (art. 
162); mensaje de urgencia (art. 163); sanción presidencial (arts. 164- 
165); objeción presidencial (arts. 166-167); título de las leyes (art. 169).
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Así mismo las posteriores reformas constitucionales que modifica-
ron algunos preceptos establecidos en la Constitución de 1991.

Al lado de estas normas básicas existen otras que no fueron estable- 
cidas por el Constituyente y que en ciertos aspectos complementan o 
desarrollan aquellas de índole constitucional, como son las contenidas 
en la Ley 3ª de 1992, Ley Orgánica de la Comisiones del Congreso, la 
Ley 5ª de 1992, Orgánica del Reglamento del Congreso –LORC–, Ley 
974 de 2005, Ley de Bancadas, y Ley 1434 de 2011, que reglamentó la 
excepción a la votación nominal.

En el Capítulo Sexto de la Ley 5ª/92, que comprende del artículo 139 al 
217, se establecen las reglas que rigen el “proceso legislativo ordinario” 
(trámite de un proyecto de ley –ordinario, orgánico u estatutario); en el 
Capítulo Séptimo (arts. 218 a 228) el proceso legislativo constituyente 
(trámite de proyectos de acto legislativo – reforma constitucional).

En el derecho constitucional colombiano se distinguen tres fases en 
la elaboración de la ley: fase de iniciativa, fase de discusión y aproba- 
ción por las Cámaras y fase integradora de la eficacia, las cuales se 
desarrollan en el presente texto.
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Abreviaturas

 ART: Artículo

 C.C.: Corte Constitucional

 C.P.: Constitución Política

 LORC: Ley Orgánica del Reglamento del Congreso, 5ª 
de 1992 “Por la cual se expide el Reglamento del 
Congreso, el Senado y la Cámara de Representantes”.

 P.L.: Proyecto de ley

 P.A.L.: Proyecto de acto legislativo

 S.G.: Secretaría General

 LEMP: Ley Estatutaria de Mecanismos de Participación
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Capítulo primero / 
Funcionamiento del 

congreso

MARCO JURÍDICO QUE RIGE 
FUNCIONAMIENTO DEL CONGRESO 
Comencemos la introducción al texto de proceso legislativo colom-
biano, diciendo que el marco jurídico de este se encuentra prime-
ro que todo establecido en el Título VI de la Constitución Política de 
1991, el cual habla de la Rama Legislativa, la composición y funcio-
nes del Congreso colombiano, del marco general de sus reuniones y 
funcionamiento; de cómo están conformadas el Senado y la Cámara 
de Representantes y las funciones individuales de cada una de ellas.

Seguidamente y por orden cronológico encontramos la Ley 3ª/1992 
“Comisiones Constitucionales del Congreso”, que es la establece la 
composición y temática de cada una de las comisiones constituciona-
les de ambas cámaras.

Posteriormente, está la LEY 5ª/1992 “Ley Orgánica del Reglamento 
del Congreso” (LORC), la cual “Tiene por objeto regular el ejercicio de 
toda la actividad legislativa”. 
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Además, esta Ley tiene jerarquía constitucional en el trámite de los 
proyectos de y proyectos de acto legislativo.

Luego, tenemos Ley 974/2005 conocida como “Ley de Bancadas”, la 
cual introdujo elementos importantes en la organización de los par-
tidos y su actuación al interior del Congreso y su toma de decisiones, 
buscando esta ley crear una organización más adecuada para las se-
siones de control político y el desarrollo de la actividad legislativa.   

No menos importante es la Jurisprudencia de la Corte Constitucio-
nal, la cual aclara, y orienta la forma exacta en que debe aplicarse 
la normatividad establecida en todas las leyes sobre procedimiento 
legislativo y formación de las leyes, y la correcta aplicación de estas, 
y así evitar los vicios en la aprobación de las leyes y que estas estén 
acordes con la Constitución Política y no la contraríen.  

I. PERÍODO DE SESIONES

El Congreso de la República es elegido para un cuatrienio (4 años) 
constitucional, comprendido, entre el 20 de julio de 2022 y el 20 de 
junio de 2026; este periodo constitucional está compuesto por cua-
tro legislaturas, cada una de las cuales comienza el 20 de julio de 
cada año (2022), y terminará el 20 de junio del siguiente año (2023) y 
así sucesivamente. A su vez, cada legislatura está compuesta de dos 
periodos ordinarios: el primero va del 20 de julio al 16 de diciembre 
–de 2022, a partir de ese día, da inicio el receso legislativo durante el 
cual, no se realizaran sesiones con la excepción de que sea convoca-
do el Congreso a sesiones extraordinarias por parte del Presidente 
de la República durante los días  y para debatir y aprobar los temas 
que exclusivamente él considere (artículo 138 de la C.P.) ; durante el 
periodo de receso se pueden seguir presentando proyectos  de ley y 
ponencias para primer o segundo debate. El segundo periodo ordina-
rio de la legislatura 2022 - 2023 comienza del 16 de marzo de  2023 y 
va hasta el 20 de junio del mismo año.
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El Congreso tiene su sede en la capital de la República (art. 140 C.P.). 
Las sesiones plenarias y de las comisiones durarán cuatros horas 
respectivamente; se prohíbe las sesiones simultaneas (artículo 83 
de la Ley 5/92- Sentencia de la Corte Constitucional C- 740/13), las   
sesiones, tanto en plenarias como en las comisiones legalmente, 
comienzan después de que el Secretario respectivo llama a lista y 
certifica que  existe cuórum deliberatorio como lo establece el artí-
culo 91 de la Ley  5ª de 1992 (LORC). La Corte Constitucional en la 
Sentencia C-784/2014, aclaró el momento en que comienza la sesión 
oficialmente, que no es la apertura del registro de asistencia como lo 
dijo en anterior Sentencia C-740/13, al respecto estableció la Corte:

“56.10 En esta ocasión, además, la Corte resuelve modificar su 
entendimiento anterior, sobre el momento en que inicia la sesión 
parlamentaria. En la sentencia C-740 de 2013 la Corporación señaló 
que “las sesiones de cada una de tales corporaciones comienzan 
desde el momento en que se abre el registro que busca verificar 
el número de congresistas asistentes”. La Sala revisa ahora esa 
posición. Según la Ley 5 de 1992, el inicio de una sesión coincide con 
el momento en que, después de verificarse el cuórum, el presidente 
de la respectiva Cámara declara la sesión abierta a debate (art 91). 
La apertura del registro de asistencia se verifica en un momento 
anterior a la iniciación de la sesión, según el artículo 91 de la Ley 5 
de 1992, que establece:

“Iniciación de la sesión. Verificado el quórum, el presidente de cada 
corporación declarará abierta la sesión, y empleará la fórmula:

‘Ábrase la sesión y proceda el secretario a dar lectura al orden del día 
para la presente reunión’”.1

1  •	Proyecto de ley que NO se apruebe en PRIMER DEBATE en la legislatu-
ra se archiva (Art. 190 Ley 5/92).

 •	 Proyecto de ley archivado en primer debate puede ser apelado ante la 
plenaria respectiva – artículo 159 C.P.- 166 Ley 5ª/92- Sentencia C-385/97 
C-370/06. Los p.a.l. archivados no pueden ser apelados. 

  •	 Ningún Proyecto de ley. será considerado en más de dos legislaturas 
(Art. 190 Ley 5/92).

Capítulo primero / Funcionamiento del congreso
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En este punto es necesario hacer un llamado para que el Congreso 
de la República modifique la Ley Orgánica del Reglamento del Con-
greso (Ley 5 /92) introduciendo mediante ley la reglamentación de 
las sesiones semipresenciales o virtuales y poder estar preparados 
para cualquier tipo de contingencia que se pueda presentar y acatar 
el llamado hecho por la Corte Constitucional en la Sentencia C- 241-
de 2020.

II. TÉRMINOS LEGISLATIVOS ENTRE 
LOS DEBATES (COMISIÓN-
PLENARIA;   ENTRE CÁMARAS)

De conformidad con los artículos 160 de la Constitución Política y 
168 de la Ley 5ª/92 (LORC), el término que debe transcurrir entre el 
primer y segundo debate debe ser mínimo de ocho (8) días sin contar 
los días de aprobación (en total diez días).

Y entre la aprobación de un proyecto en una cámara (plenaria) y la 
iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir mínimo quince

(15) días calendario (art. 183 de la referida ley).

 •	Puede solicitarse sesión permanente media hora antes de la cuarta hora. 
 Sesión del día hasta las 12:00 p.m.
 •	De conformidad con la sentencia de la Corte constitucional C- 242-2020, las 

sesiones semipresenciales deben ser la excepción y no la regla, y aclara 
que: “tratándose de leyes estatutarias y proyecto de actos legislativos estos 
deben debatirse y votarse priorizando la presencialidad, debido a la entidad 
de las materias que regulan. De esta manera se garantiza el debate demo-
crático.” Y con base en este argumento y la sentencia citada, la Corte Cons-
titucional teniendo en cuenta que los debates y las votaciones del proyecto 
de ley estatutaria 234 de 2020 Senado – 409 de 2020 Cámara “por la cual 
se expide el Código Electoral Colombiano y se dictan otras disposiciones” 
fueron con carácter semipresencial, determinó esta como  una de las cau-
sales para declarar la  inexequibilidad total del proyecto de ley (Sentencia 
C-133-2022).
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Los días que deben transcurrir entre el primer y segundo debate y en-
tre la aprobación del proyecto en una cámara y la iniciación del debate 
en la otra son calendario, la consideración de los textos que habrán 
de ser votados puede tener lugar los días sábado, domingo o festivos2.

Los términos legislativos entre los debates han sido consagrados 
con el propósito de asegurar que los miembros del Congreso, antes 
de votar los proyectos sometidos a su consideración, tengan el sufi-
ciente tiempo para estudiar su contenido y evaluar su conveniencia 
con el objeto de que la decisión que cada uno adopte, obedezca a la 
persuasión racional en torno a los alcances de la iniciativa; esto le da  
importancia y seriedad a la votación que se produce en las sucesivas  
instancias legislativas.

Con los términos legislativos se pretende, además, que la opinión públi-
ca (personas naturales o jurídicas), gracias a la divulgación de los tex-
tos ya aprobados durante los debates transcurridos, y de conformidad 
con los artículos 230 y 231 de la Ley 5ª/92 –LORC3– pueda participar y 
manifestar sus observaciones sobre cualquier proyecto de ley o de acto 
legislativo, inscribiéndose oportunamente en el libro de registro que 
abrirá la Secretaría de la Comisión; esta participación popular contri-
buye a una mejor ilustración de las iniciativas por parte del Congreso4.

Dentro de esa misma perspectiva, la exigencia de la C.P. y la Ley 5ª/92
–LORC– resulta ser perentoria en el sentido de que los términos aludi- 
dos deben transcurrir íntegramente, es decir sin restar ninguno de los 
días requeridos. No en vano está previsto el tiempo que deberá mediar, 
en el primer caso un lapso “no inferior a ocho (8) días calendario” y, en 
el segundo, “deberán transcurrir por lo menos quince (15) días calen-

2 Corte Constitucional, Sentencia C-607/92: “Los días de que trata el artículo 
160 de la Carta son días calendario, se advierte por ejemplo el hecho de que 
el día de inicio de las sesiones del primer periodo que siempre es un día de- 
nominado festivo –el 20 de julio (artículo 138 de la Constitución)–. Además 
los congresistas podrían válidamente sesionar un día domingo, dentro del 
periodo de sus sesiones, si así lo tienen a bien”.

3 Corte Constitucional, sentencia C-784/14
4 Corte Constitucional, Sentencia C-543/98.

Capítulo primero / Funcionamiento del congreso
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dario”. Se trata de espacios mínimos de tiempo, de tal manera que si 
las votaciones se producen sin haberlos tenido en cuenta en su totali-
dad, los actos correspondientes carecen de validez y efectos.

Pero los vicios en que se pueda incurrir por la aprobación de un pro- 
yecto sin que medien los días legales, son vicios de forma que pueden 
ser subsanables, claro está, si se encuentra dentro de los términos 
que establece la ley para la tramitación de un proyecto de ley (no más 
de dos legislaturas). Sí es posible subsanar el vicio, debe repetirse el 
debate que quedó viciado.

El lapso de quince (15) días que debe transcurrir entre la aprobación 
del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la 
otra está previsto para aquellos proyectos que siguen el trámite ordi-
nario, es decir los que, discutidos y aprobados en una de las cámaras, 
deben pasar a la otra cámara para culminar el trámite legislativo.

Cuando medie solicitud de mensaje de urgencia del Gobierno Nacio- 
nal, el proyecto de ley es debatido conjuntamente por las Comisiones 
Permanentes de las dos Cámaras Constitucionales; en estos casos, 
la deliberación conjunta elimina el tránsito del proyecto de una Cá-
mara a la otra en los términos del artículo 160 constitucional. Ello 
busca así cumplir con el objetivo perseguido por la solicitud de trá-
mite de urgencia contemplada en el artículo 163 de la C.P., cual es el 
de acortar el término ordinario que transcurre para que un proyecto 
se convierta en ley de la República.

“…Entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la ini- 
ciación del debate en la otra deberán transcurrir, por lo menos, 
quince (15) días, salvo que el proyecto haya sido debatido en sesión 
conjunta de las Comisiones Constitucionales, en cuyo caso podrá 
presentarse la simultaneidad del segundo debate en cada una de 
las Cámaras”5.

5 Corte Constitucional, Sentencia C-203/95. En el mismo sentido pueden con- 
sultarse las siguientes sentencias: C-708/96, C-562/97, C-566/97, C-140/98.
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Después de sancionada la Ley 5ª de 1992, fue demandado ante la Corte 
Constitucional, entre otros, el artículo 183 de la Ley 5ª/92, el cual fue 
declarado posteriormente constitucional mediante Sentencia C-025/93 
de dicha corporación, y es importante citar un aparte de dicha senten- 
cia, ya que permite dar claridad sobre la interpretación y aplicación de 
dichos términos y qué sucede cuando media mensaje de urgencia:

“…Si bien entre la aprobación del proyecto ley en una de las cáma- 
ras y la iniciación del debate en la otra deberán transcurrir por lo 
menos quince días (C.P. art. 160), la deliberación conjunta de las 
respectivas comisiones permanentes de las dos cámaras para dar- 
le primer debate, de producirse como consecuencia del mensa- 
je de urgencia del Presidente de la República (C.P. art. 163), hace 
innecesario el cumplimiento de dicho término”6.

Con base en este pronunciamiento y el artículo 183 de la Ley 5ª de 
1992

–LORC–, las deliberaciones en sesión conjunta de un proyecto de ley, 
no sólo hacen inoperante el término mínimo de quince (15) días que 
debe transcurrir entre la aprobación del proyecto en una de las cáma-
ras y la iniciación del debate en la otra sino que, además, permiten que 
el segundo debate en cada una de las cámaras pueda darse simultá- 
neamente debiendo respetarse, únicamente, el lapso de ocho (8) días 
que debe mediar entre el primero y el segundo debate (art. 160 C.P.).

6 Corte Constitucional, Sentencia C-025/93.
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III. CUÓRUM Y MAYORÍAS

A. Cuórum deliberatorio y decisorio
Según el Diccionario de la Lengua Española, se entiende por cuórum:

“El número de individuos necesario para que un cuerpo delibe- 
rante tome ciertos acuerdos. Proporción de votos favorable que 
requieren un acuerdo”7.

Luego de esta corta, pero práctica definición de cuórum, digamos 
que en el ordenamiento colombiano existen dos tipos de cuórum:

• Deliberatorio: Que es el número mínimo de miembros de la res-
pectiva comisión o cámara que deben hallarse presentes en el 
recinto para que la comisión constitucional o legal o la plenaria 
puedan entrar válidamente a discutir sobre los temas objeto de 
su atención; y

7 Diccionario de la Lengua Española. Real Academia Española, vigésima edi- 
ción, 1984, p. 1135.

Términos Legislativos

15 días calendario

8 díasC P8 díasC P

CÁMARA DE 
REPRESENTANTES

Días calendario

SENADO DE 
LA REPÚBLICA
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• Decisorio: Que corresponde al número mínimo de miembros de 
la comisión o cámara que deben estar presentes durante todo el 
proceso de votación para que aquélla pueda resolver válidamente 
cualquiera de los asuntos sometidos a su estudio.

La importancia del cuórum radica en que para la aprobación de cual- 
quier proyecto de ley (orgánico, estatutario, ordinario o acto legisla-
tivo), se requiere el exacto cumplimiento del cuórum y las mayorías 
exigidas por la Constitución Política y la ley, y así con ese cuórum, 
refrendar la aprobación de ese acto solemne.

En materia legislativa, la aprobación alude al asentimiento válido de 
la correspondiente comisión o cámara a un determinado proyecto o 
enmienda, el cual no se entiende otorgado si falta alguno de los re-
quisitos exigidos en abstracto por la normatividad constitucional que 
rige la materia. Entre tales requisitos cabe resaltar, para los fines del 
proceso, el cuórum –en sus modalidades de deliberación y decisión– 
y la mayoría –ordinaria o calificada–, cuya determinación depende 
de las previsiones que para el asunto específico haya establecido la 
Carta Política, o de la Ley 5ª de 1992 (Reglamento del Congreso).

El artículo 116 de la Ley 5ª/92 –LORC–, establece los tipos de cuórum 
que existen (deliberatorio y decisorio), determinando unas reglas 
claras para aplicar uno u otro así:

1. Cuórum deliberatorio: Se exige para comenzar la discusión 
sobre cualquier asunto, se requiere la presencia de por lo menos 
la cuarta parte de los miembros de la respectiva corporación o 
comisión permanente.

2. Cuórum decisorio, que puede ser:

• Ordinario: Las decisiones sólo podrán tomarse con la asistencia 
de la mayoría de los integrantes de la respectiva corporación.

• Calificado: Las decisiones pueden adoptarse con la asistencia al 
menos de las dos terceras partes de los miembros de la corpo-
ración legislativa.
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• Especial: Las decisiones podrán tomarse con la asistencia de las 
tres cuartas partes de los integrantes.

El parágrafo del artículo 116 de la Ley 5ª/92 (LORC), tratándose de 
sesiones conjuntas de las Comisiones Constitucionales permanen-
tes, establece que el cuórum decisorio será el que se requiera para 
cada una de las comisiones individualmente consideradas8.

La existencia del cuórum deliberatorio no permite per se que los pre- 
sentes adopten decisión alguna. Por tanto, no puede haber votación, 
aunque se tenga este tipo de cuórum, si no ha sido establecido con 
certidumbre el cuórum decisorio que corresponde al número mínimo
de miembros de la comisión o cámara que deben estar presentes 
durante todo el proceso de votación para que aquélla pueda resolver 
válidamente cualquiera de los asuntos sometidos a su estudio.

De acuerdo con lo anterior, se podrá preguntar: ¿el cuórum es ele-
mento indispensable para la validez de los actos del Congreso? La 
respuesta a este interrogante la encontramos en el artículo 149 de la 
Carta Política, el cual manifiesta que toda reunión de los miembros 
del Congreso que, con el propósito de ejercer funciones de la Rama 
Legislativa del poder público, si se efectúa fuera de las condiciones 
constitucionales, carecerá de validez; a los actos que realice no po-
drá dárseles efecto alguno y quienes participen en las deliberaciones 
serán sancionados conforme a la ley.

Finalmente, debe manifestarse que mediante el Acto Legislativo 02 
de 2015, que entre otros reformó el artículo 134 de la Constitución 
Policía, creo la figura de la “silla vacía”, la cual consiste en la im-
posibilidad de reemplazar: ”a quienes sean condenados por delitos 
comunes relacionados con pertenencia, promoción o financiación 
a grupos armados ilegales o actividades de narcotráfico; dolosos 
contra la administración pública; contra los mecanismos de parti-
cipación democrática, ni por Delitos de Lesa Humanidad. Tampoco 
quienes renuncien habiendo sido vinculados formalmente en Colom-
bia a procesos penales por la comisión de tales delitos, ni las faltas 

8 Reglamento del Congreso, Ley 5ª/92 art. 116.
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temporales de aquellos contra quienes se profiera orden de captura 
dentro de los respectivos procesos.

Para efectos de conformación de quórum se tendrá como número 
de miembros la totalidad de los integrantes de la Corporación con 
excepción de aquellas curules que no puedan ser reemplazadas. La 
misma regla se aplicará en los eventos de impedimentos o recusa-
ciones aceptadas.”

Como podemos apreciar, la silla vacía y los impedimentos aprobados 
ya sea en comisión o en plenaria afecta el quórum necesario para 
deliberar y decidir, por tal motivo se deberá tener mucho cuidado 
con esta situación, porque además variaría las mayorías necesarias 
para aprobar un determinado proyecto de ley, ya que si se disminuye 
el quórum también disminuyen las mayorías requeridas para decidir.

B. Mayorías
En relación con las mayorías, la Constitución artículo 146 en con-
cordancia con los artículos 117, 118, 119, 120 y 121 de la Ley 5ª de 
1992 (LORC) determinan que las decisiones en Congreso pleno, en 
las cámaras, en sus comisiones permanentes y en las comisiones 
conjuntas  se tomarán por la mayoría de los votos de los asistentes 
salvo que la constitución exija expresamente una mayoría especial 
como, por ejemplo, la que establece el artículo 153 de la C.P. para 
el trámite y aprobación de las leyes estatutarias, se exigirá mayoría 
absoluta de los miembros de cada Comisión y de las plenarias de 
ambas cámaras. (Corte Constitucional, Sentencia C-784/14).

Teniendo en cuenta la importancia de que, en las comisiones cons-
titucionales se determinen exactamente las mayorías con que se 
aprueban los p.l. en primer debate o en comisiones conjuntas, se 
debe especificar en la certificación la votación (mayoría) con que se 
aprobó o negó una iniciativa, ya que por lo general solamente se re-
gistran las palabras “aprobó” o “negó” el proyecto por unanimidad 
de los presentes.
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Esta situación fue materia de pronunciamiento jurisprudencial por 
parte de la Corte Constitucional que, en ejercicio de sus funciones 
de control posterior de constituciónalidad a un tratado internacional 
ratificado por Colombia y aprobado como ley por el Congreso de la 
República en la Sentencia C-203/95, manifestó:

“…al darse segundo debate al proyecto en la Cámara de Represen-
tantes, el primero de junio de 1994, se violó la normativa constitucio- 
nal pues, efectuado el llamado a lista, de los 161 representantes que 
componían la Cámara en ese entonces, apenas contestaron 53, motivo 
por el cual el proceso de toma de decisiones que se inició de inmedia-
to tuvo lugar sin que hubiera el cuórum decisorio, en abierta violación 
a lo dispuesto por el artículo 145 de la Carta Política”9.

La Corte Constitucional consideró, en este caso, que el vicio en men-
ción era subsanable por cuanto era factible repetir el segundo debate 
en la Cámara, teniendo en cuenta que, para los proyectos de ley de 
trámite ordinario y, en concreto, para los referentes a la aprobación 
de tratados internacionales, no se exige que su aprobación se pro-
duzca durante una sola legislatura.

Tenemos tres tipos de mayorías:

1. Mayoría simple: Las decisiones se toman por la mayoría de los 
votos de los asistentes (artículo 117 Ley 5ª de 1992).

2. Mayoría absoluta: La decisión es adoptada por la mayoría de los 
votos de los integrantes.

La Corte Constitucional en Sentencia C-784/2014, manifestó y acla-
ró con respecto a la mayoría absoluta, que siempre se debe enten-
der esta como la mayoría de los integrantes del cuerpo colegiado, 
veamos:

“La definición de mayoría absoluta que prevé la Ley 5 de 1992 
está a la base de las conclusiones precedentes. El artículo 117 de 

9 Corte Constitucional, Sentencia C-203/95.
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la Ley 5 no define la decisión por mayoría absoluta como aquella 
que toma “la mitad más uno” de los miembros de la Corporación 
o célula, sino como la de “la mayoría de los votos de los integran- 
tes”. Según esto, no importa si los “integrantes” constituyen un 
número par o impar, pues la mayoría absoluta se conforma por la 
concurrencia de la mayoría de votos de integrantes exactamente, 
sin aproximaciones por exceso o por defecto. Cuando el número 
de integrantes es de 19, la mayoría de ellos es cualquier número 
igual o superior a 10. Cuando 10 de los integrantes de la Comisión 
votan en un sentido, y los miembros restantes en otro, es eviden- 
te que estos últimos –que serían 9 a lo sumo- están en minoría. 
Después de que 10 miembros de una Comisión con 19 integrantes 
votan en un sentido, en esa comisión no existe ninguna otra agru- 
pación humana que pueda obtener igual o mayor votación, y es a 
esto a lo que llamamos mayoría absoluta.

La práctica parlamentaria, evidenciada en este proceso y en los otros 
que ha examinado la Corte en las sentencias citadas, indica también 
que la mayoría absoluta es cualquier número entero superior a la 
mitad de los integrantes.”10 11

10 Corte Constitucional, sentencia C-784/14
11 Ver también Corte Constitucional, sentencia SU-221/15: “Siguiendo el caso 

de la citada sentencia, en un total de 161 miembros (número impar), en 
estricto sentido, la mitad es 80,5 (número con decimal). Para determinar 
cómo se calcula el porcentaje de la mayoría, esta Corporación ha precisa- 
do que basta con aproximar la mitad aritmética al siguiente número entero. 
En este caso, basta con aproximar 80,5 a 81. De acuerdo con la sentencia 
C-784 de 2014, lo relevante para constatar el porcentaje de la mayoría es 
que ésta agrupe más de la mitad de los votos. En consecuencia, cuando la 
mitad aritmética es un número con decimal, la mayoría la constituye el nú- 
mero entero superior. Así, si la mitad es 80,5, la mayoría absoluta respecto 
de 161 integrantes de la corporación, se obtiene con 81 votos, que son más 
de la mitad de los votos.”

 “Entonces, aunque la definición genérica del porcentaje de mayoría se ex- 
pone como la mitad más uno de los votos, en el caso de las asambleas im- 
pares, sólo será necesario aproximar la mitad del número con decimal, al 
número entero siguiente para determinar cuál es el porcentaje de mayoría. 
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Con la posición de la Corte Constitucional queda zanjada la discu-
sión y errónea interpretación en otro sentido, con respecto a cuál es 
la mayoría requerida para aprobar las leyes orgánicas, estatutarias, 
actos legislativos en segunda vuelta y mociones de censura, que es 
la votación afirmativa de la mayoría de los votos de los integrantes.

De conformidad con el artículo 119 de la Ley 5ª de 1992, se requiere 
mayoría absoluta para aprobar:

• Reformas constitucionales en la “segunda vuelta”, que corresponde 
al segundo periodo ordinario y consecutivo de su trámite en el 
Congreso (artículo 375, inciso 2 constitucional).

• Leyes que otorguen facultades extraordinarias al Presidente de 
la República (artículo 150, ordinal 10 constitucional).

• Leyes orgánicas que establezcan:

Los Reglamentos del Congreso y de cada una de las cámaras (artícu-
lo 151 constitucional)

 » Las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
presupuesto de rentas y ley de apropiaciones (artículos 349, 
inciso 1, y 350 inciso 1 constitucional).

 » Las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
plan general de desarrollo (artículo 342, inciso 1).

 » Las normas relativas a la asignación de competencias nor-
mativas a las entidades territoriales y entre éstas y la Nación 
(artículo 288 constitucional).

 » La regulación correspondiente a la programación, aprobación, 
modificación, ejecución de los presupuestos de las entidades 
territoriales y de los entes descentralizados de cualquier 
nivel administrativo, y su coordinación con el Plan Nacional 
de Desarrollo (artículo 352 constitucional).

Esto, sin perjuicio de lo que disponga el Legislador en una norma concreta, 
respecto a la forma de contabilizar la mayoría absoluta.”
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 » Las atribuciones, los órganos de administración, los recursos 
de las regiones y su participación en el manejo de los ingresos 
provenientes del Fondo Nacional de Regalías (artículo 307, 
inciso 2 constitucional).

 » La definición de los principios para la adopción del estatuto 
especial de cada región (artículo 301, inciso 2 constitucional).

 » El establecimiento de las condiciones, previo concepto de la 
Comisión de Ordenamiento Territorial, para solicitar la con- 
versión de la región en entidad territorial y posterior referendo 
de los ciudadanos de los departamentos interesados (artículo 
307, inciso 1 constitucional).

 » El establecimiento de los requisitos para que el Congreso 
Nacional pueda decretar la formación de nuevos departa-
mentos (artículo 297 constitucional).

 » La regulación sobre la capacidad de los organismos y enti-
dades estatales para contratar (artículo 352 constitucional).

 » El ordenamiento territorial (artículo 297 constitucional).

• Leyes estatutarias Su modificación se adelanta con la misma 
votación (art. 153 C.P.).

• Leyes que dispongan que el pueblo en votación popular decida si 
convoca una Asamblea Constituyente con la competencia, el periodo 
y la composición que las mismas leyes determinen (artículo 376, 
inciso 1 constitucional).

• Leyes que sometan a referendo un proyecto de reforma constitu- 
cional que el mismo Congreso incorpore a las leyes (artículo 378, 
inciso 1 constitucional).

• Leyes que decreten la expropiación y, por razones de equidad, 
determinen los casos en que no hay lugar al pago de indemnización 
(artículo 58 constitucional).

• Leyes que reservan al Estado determinadas actividades estraté- 
gicas o servicios públicos por razones de soberanía o de interés 
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social. En tal evento se deberá indemnizar previa y plenamente a 
las personas que, en virtud de dichas leyes, queden privadas del 
ejercicio de una actividad lícita (artículo 365, inciso 2).

• Leyes que limiten el ejercicio de los derechos de circulación y 
residencia, establezcan controles a la densidad de la población, 
regulen el uso del suelo y sometan a condiciones especiales la 
enajenación de bienes inmuebles con el fin de proteger la identidad 
cultural de las comunidades nativas y preservar el ambiente y los 
recursos naturales del Archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina (artículo 310, inciso 2 constitucional).

• La reconsideración por las cámaras, en segundo debate, de un 
proyecto de ley objetado total o parcialmente por el Gobierno por 
razones de inconveniencia (artículo 167, inciso 2 constitucional).

• La moción de censura respecto de los ministros, directores de 
departamento administrativo y superintendentes por asuntos 
relacionados con funciones propias del cargo (artículo 135, ordinal 
9 constitucional).

3. Mayoría calificada: (Se requieren dos tercios de los votos de los 
asistentes o de los miembros). De conformidad con el artículo 120 
de la Ley 5ª de 1992 (LORC), se requiere para aprobar

• Con dos tercios de los miembros:

 » Leyes que reformen o deroguen los decretos legislativos dic-
tados por el Gobierno durante el Estado de Guerra (artículo 
212, inciso 4 constitucional).

 » Leyes que conceden amnistías o indultos generales por delitos 
políticos (artículo 150, ordinal 17 constitucional).

• Con dos tercios de los asistentes: Se requiere en la sentencia 
definitiva pronunciada en sesión pública por el Senado al acometer 
la instrucción de los procesos en las acusaciones que formule la 
Cámara de Representantes contra el Presidente de la República 
o quien haga sus veces, los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, 
los miembros del Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal 
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General de la Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio de 
sus cargos (artículo 175, constitucional).

IV. VOTACIONES

El artículo 123 de la Ley 5ª de 1992 establece las reglas que se deben 
tener en cuenta al momento de realizar el proceso de votación de un 
proyecto de ley; estas son:

Reglas:

• Se emite solo un voto.

• En las comisiones o plenarias solo pueden votar sus integrantes.

• El voto es personal, intransferible e indelegable.

• El número de votos en toda votación, debe ser igual al número de 
congresistas presentes en la respectiva corporación al momento 
de votar.

• No existen las abstenciones (SI o No).

• Cuando se abren las votaciones se cierra el debate.

• El número de votos debe ser igual al número de congresistas 
presentes, si no coincide se anula y repite. En caso de empate en 
una votación se repite, si persiste el empate se entenderá negada 
la propuesta.

• Los casos de empate en votación de elección se decidirán por la 
suerte.

Modos de Votar: (art. 128 Ley 5ª/1992). Hay tres modos de votar: vo-
tación ordinaria, nominal y secreta.
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1. Votación ordinaria: (art. 129 Ley 5ª/92). Se efectúa dando los 
congresistas con la mano un golpe sobre el pupitre (curul). El 
Secretario informará sobre el resultado de la votación y si no se 
pidiere en el acto de verificación, se tendrá por exacto el informe.

2. Votación nominal: (art. 133 C.P., modificado por el artículo 5 del 
Acto Legislativo 1 de 2009). Se estableció que el voto de los miem- 
bros de los cuerpos colegiados de elección directa será nominal 
y público (se votará por orden alfabético, contestando cada con- 
gresista “sí” o “no”) excepto en los casos que determine la ley12.

Con esta reforma constitucional introducida en el año 2009 se pre- 
tendía contribuir a darle una mayor transparencia a las votaciones y 
elevar el nivel de credibilidad del Congreso colombiano y la forma de 
hacer las leyes13.

Con la Ley 1431 de 2011 “Por la cual se establecen las excepciones a 
que se refiere el artículo 133 de la Constitución Política”, se estable-
ció cuáles temas requerían votación nominal y pública y cuáles no. 
Veamos:   Consideración y aprobación del orden del día y propuestas 
de cambios, modificaciones o alteración del mismo.

1. Consideración y aprobación de actas de las sesiones.

2. Consideración y aprobación de corrección de vicios de procedi- 
miento subsanables en el trámite de proyectos de ley.

12 Acto Legislativo 01 de 2009, artículo 5.
13 Corte Constitucional, Sentencia C-328/2012: “Antes de la expedición del 

Acto Legislativo No. 01 de 2009, el artículo 133 Superior no contemplaba 
una característica o condición especial que debía tener el voto emitido por 
cada congresista y por ello la votación se hacía de manera ordinaria. Sin 
embargo, al imponerse constitucionalmente que los votos de los miembros 
de cuerpos colegiados designados directamente por el pueblo sean públi-
cos y nominales, lo que se buscó fue imprimir transparencia a la función 
legislativa, permitiendo con ello que los electores hagan un mejor segui-
miento a las actuaciones que cumplen sus designados, ya que este tipo de 
votación hace más relevante la exigencia que contempla el segundo inciso 
del mismo artículo 133 Superior, en cuanto a la responsabilidad política que 
le atañe a los elegidos respecto a sus electores y la sociedad”.
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3. Suspensión o prórroga de la sesión, declaratoria de la sesión 
permanente o levantamiento de la sesión por moción de duelo o 
circunstancia de fuerza mayor.

4. Declaratoria de sesión reservada.

5. Declaratoria de sesión informal.

6. Declaración de suficiente ilustración

7. Mociones o expresiones de duelo, de reconocimiento o de rechazo o 
repudio, así como saludos y demás asuntos de orden protocolario.

8. Proposiciones de cambio o traslado de comisiones que acuerden 
o soliciten sus respectivos integrantes.

9. Resolución de las apelaciones sobre las decisiones del Presidente 
o la Mesa Directiva de la corporación o de las comisiones.

10. Proposiciones para citaciones de control político, información 
general o de control público o para la realización de foros o audien- 
cias públicas.

11. Adopción o aprobación de textos rehechos o integrados por decla- 
ratoria parcial de inconstitucionalidad.

12. Decisiones sobre apelación de un proyecto negado o archivado en 
comisión.

13. Decisión sobre excusas presentadas por servidores públicos citados 
por las comisiones o por las cámaras legislativas.

14. Adopción de los informes de las comisiones de ética sobre sus- 
pensión de la condición congresional.

15. Tampoco se requerirá votación nominal y pública cuando en el 
trámite de un proyecto de ley exista unanimidad por parte de la 
respectiva comisión o plenaria para aprobar o negar todo o parte 
del articulado de un proyecto, a menos que esa forma de votación 
sea solicitada por alguno de sus miembros. Si la unanimidad no 
abarca la totalidad del articulado se someterán a votación nominal 
y pública las diferentes proposiciones sobre los artículos respecto 
de los cuales existan discrepancias.

Capítulo primero / Funcionamiento del congreso
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16. El título de los proyectos siempre que no tenga propuesta de 
modificación.

17. La pregunta sobre si la cámara respectiva quiere que un proyecto 
sea ley de la República o reforme la Constitución.

18. La pregunta sobre si declara válida una elección hecha por el 
Congreso, alguna de sus cámaras o sus comisiones.

19. Los asuntos de mero trámite, entendidos como aquellos que, 
haciendo o no parte de la función constituyente y legislativa, no 
corresponden al debate y votación de los textos de los proyectos 
de ley y de acto legislativo y los no prescritos que puedan consi- 
derarse de similar naturaleza”.

La Corte Constitucional en Sentencia C-328/13 estableció, con res-
pecto a la votación sobre el informe de las objeciones presidenciales, 
que esta votación tiene que ser nominal y pública, ya que no se en-
cuentra dentro de la excepción establecida en el artículo 1º de la Ley 
1431 de 2011. 

1. Votación secreta: El artículo 131 de la C.P. establece la votación 
secreta. No permite identificar la forma como vota el congresista. 
Esta votación solo se presentará en los siguientes eventos:

a. Cuando se deba hacer elección;

b. Para decidir sobre proposiciones de amnistías o indultos. Apro-
bada la votación secreta, el Presidente dispondrá repartir pape-
letas que tengan impresas, en una de sus caras, la leyenda “Sí” 
o “No”, y espacios para marcar. El Secretario llamará a cada 
congresista, según el orden alfabético de su apellido, para que 
deposite la papeleta en la urna dispuesta para el efecto. Pre-
viamente el Presidente designará una comisión escrutadora.
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En el sistema legislativo colombiano, según el artículo 145 de la Ley 
5ª de 1992, en la presentación de todo proyecto de acto legislativo 
(p.a.l.) o de ley (p.l.) debe incluirse: título, encabezamiento, parte 
dispositiva (articulado) y exposición de motivos. Sin el total de es-
tos requisitos no se tramitará la propuesta legislativa y será devuelta 
por el Presidente de la corporación para su respectiva corrección. 
Al momento de presentarse se debe entregar en original y dos co-
pias, además se debe consignar en una copia magnética. Lamenta-
blemente, la mayoría de iniciativas legislativas no está acompañada 
de estudios previos sobre su factibilidad técnica, económica, jurídica 
y de conveniencia, lo que dificulta su posterior debate y aprobación, y 
terminan entonces por ser proyectos de ley objetados por el Gobierno 
Nacional, o leyes innecesarias y sin eficacia.

Veamos en detalle las partes que integran un proyecto de ley o de 
acto legislativo al momento de radicarse:

I. TÍTULO
Debe tener plena coherencia con el articulado ya que muchas veces 
el título de una ley no tiene nada que ver con el texto o la materia que 
se pretende regular; por lo general el título no es preciso ni completo 
y en ocasiones demasiado extenso, lo que dificulta su manejo; por 
este motivo, el proyecto de ley o acto legislativo y la misma ley termi-
nan por recibir un “sobrenombre” por ejemplo: “proyecto de ley de la 
niñez”, “Ley de cuotas”, “Ley de chatarrización de buses”, etc.

Capítulo segundo / 
Características de un 

proyecto de ley y de los 
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Según la Corte Constitucional, el artículo 169 C.P. dispone una regla 
definida según la cual:

“El título de las leyes deberá corresponder precisamente con su 
contenido. Esta disposición constitucional ha permitido a la juris- 
prudencia constitucional fijar tres premisas acerca del contenido 
y alcance del precepto, relativas a: (i) la posibilidad de someter el 
título de las leyes al control de constitucionalidad, a pesar de care- 
cer de un contenido deóntico autónomo; (ii) la función que tiene el 
título de las leyes en términos de seguridad jurídica y coherencia 
del trabajo legislativo; y (iii) la vinculación entre la concordancia del 
título con el texto de la ley y el principio de unidad de materia”1.14

En su libro Instrucciones legislativas y administrativas, Diego Vivas 
Tafur recomienda que el título reúna algunas de las siguientes 
características:

• “Debe ser único para que así se identifique inmediatamente el 
tema de que trata el proyecto de ley o la ley, por ejemplo: ‘Por la 
cual se modifica la ley de regalías’; ‘Por la cual se reglamenta la 
realización de las encuestas de opinión’

• Ser concreto y conciso, porque es usual que estos sean demasiado 
largos y confusos.

• Expresivo y fácil de recordar, ya que los títulos irrelevantes se olvidan.

• Políticamente neutro, es decir, por ningún motivo debe hacer 
alusión a un movimiento, partido o fracción política.

• Que no denote típicas muestras de racismo o discriminación 
étnica o social.

• Completo en cuanto al nombre, el número y la fecha y cuando se 
trate de la modificación de otra ley o de un decreto, se debe escribir 
el nombre de la ley o del decreto que se pretende modificar, pues 

1   Corte Constitucional, Sentencia C-817 de 2011.
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incluir solo el número de la norma implicada no ofrece una referencia 
clara de esta o de lo que se quiere cambiar, adicionar o suprimir”2.15

El proyecto debe encabezarse de la siguiente manera:

PROYECTO DE LEY No. ………. de 2022

(Centrado, Mayúscula).

“POR LA CUAL SE CREA EL FONDO NACIONAL PARA LA 
REHABILITACIÓN DE LOS INDIGENTES Y TRABAJADORES DE LA 

CALLE” (Nombre del proyecto de ley entre comillas)

“El Congreso de Colombia, Decreta

II. ARTICULADO
El articulado está compuesto por artículos que son la unidad básica 
en que se divide una ley o acto legislativo. No existe límite en cuanto 
al número de artículos que pueden insertarse en un proyecto de ley, 
pero mínimo deberá tener dos: el primero, la parte dispositiva de la 
ley; y el segundo, de la sanción, la entrada en vigencia de la ley y de-
rogatorias, si las hay.

El articulado se divide en dos grandes partes:

a. Parte dispositiva la cual, a su vez, puede dividirse en libros, 
títulos, capítulos, según el tamaño del proyecto de ley.

b. Parte final, no es unitaria ya que puede constar desde un solo 
bloque de disposiciones hasta cuatro: disposiciones adicio-
nales, disposiciones transitorias, disposiciones derogatorias 
y disposiciones finales o, simplemente, no existen.

2 ViVas Tafur, Diego, Instrucciones legislativas y administrativas. Bogotá Im-
prenta Nacional, p.14.
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A. Agrupación de los artículos
Dependiendo de la naturaleza de la materia y de lo extenso, en oca-
siones es necesario afectar otras divisiones del texto legal agrupan-
do el texto en secciones, estas en capítulos y estos en libros. Si la 
ordenación de la ley requiere uso de una unidad de división superior 
al artículo se utilizará el capítulo; si este es insuficiente, se recurrirá 
a los títulos y luego a los libros, pero sin pasar de una unidad de di-
visión a otra omitiendo una intermedia. La excepción la constituyen 
las secciones, las cuales son divisiones del capítulo que carecen de 
autonomía, es decir, un capítulo puede dividirse en secciones y estas 
en artículos, pero una ley no puede estar dividida en secciones y artí-
culos, en cambio sí puede dividirse en capítulos y artículos.

Usualmente las divisiones se identifican con números romanos, ex-
cepto las secciones, para las que se utilizan los arábigos ordinales.

Solo tienen que dividirse en libros las leyes de extraordinaria exten-
sión y que, además, pretendan recoger toda la legislación vigente so-
bre una materia, como es el caso de los códigos.

La división en títulos debe reservarse para aquellas leyes que tengan 
partes perfectamente diferenciadas, por ejemplo, parte sustantiva y 
parte procesal; parte general y parte especial, etc.

Los capítulos se usan de dos maneras distintas:

1. Como primera unidad de división, además del artículo.

2. Como subdivisión del título. En este caso los capítulos no se enu- 
meran del principio al final, sino que en cada título la numeración 
de los capítulos empieza de nuevo.

Los capítulos se usarán para indicar las distintas partes de una ley. 
Cada capítulo debe tener un contenido unitario. La existencia de mu-
chos capítulos con solo uno o dos artículos es síntoma claro de que 
la ley está mal dividida, es decir, que probablemente no era necesaria 
la división en capítulos.
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Las secciones son divisiones del capítulo. No se usan nunca como 
unidad de división independiente. Los capítulos solo se dividirán en 
secciones en aquellos casos en que sea absolutamente imprescindi-
ble partir en dos el capítulo.

B. Contenido y dimensión del articulado
Para el aspecto del contenido, es deseable no enunciar más que una 
regla por artículo.

Según el doctor Pagano R. en cuanto a dimensión:

“La recomendación es evitar que los artículos sean demasiado ex- 
tensos, lo cual está relacionado con la sugerencia hecha arriba en 
cuanto a la conveniencia de las oraciones cortas. Esta manera de 
redactar puede ayudar a plantear artículos cortos. No es aconse- 
jable poner más de tres párrafos en un artículo, si se tiene cinco, 
es casi seguro que la organización de la ley se puede mejorar”3.

La localización del tema concreto es mucho más fácil si los artículos 
tienen un título que indique su contenido, esto aligera la división de 
la ley. Al estar titulados los artículos, algunas divisiones (sobre todo 
secciones, pero también capítulos) son innecesarias. El título del ar-
tículo es suficiente para indicar el orden y el lugar de los temas den-
tro de la ley. Obliga a mayor precisión en la redacción de los artículos, 
no se pueden mezclar temas distintos.

Puede suceder que el título del artículo no coincida con el contenido, 
entonces el remedio es peor que la enfermedad, y puede también 
producirse una reiteración de divisiones.

“En cualquier caso, hay que titular los artículos en aras de fijar 
ciertas pautas tendientes a mejorar la calidad de la ley. En los tí- 
tulos se recomienda emplear sustantivos sin nexos antepuestos; por 

3 PAGANO, R. Técnica legislativa y sistemas de información. Buenos Aires, De 
Palma, 1998.
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ejemplo: autorizaciones, derogaciones, exenciones, supresiones, 
modificaciones, vigencia, etc.”4.17

C. División del artículo

“Por lo general, el artículo puede dividirse en párrafos y hay dife- 
rentes formas para identificar esa división: cardinales en números 
arábigos (1, 2, 3, etc.) cardinales en letras (uno, dos, tres, etc.), nú- 
meros romanos (I, II, III,) y orden alfabético (a, b, c). Lo importante 
es que se use un solo criterio para esa indicación de manera que 
toda la legislación sea uniforme en ese sentido”5.18

Se divide en párrafos numerados en cifras, porque es la forma más 
fácil de ver.

Los párrafos pueden subdividirse en unidades menores; para indicar 
las divisiones del párrafo hay tres opciones:

1. En caso de que el artículo esté compuesto por un solo párrafo, 
este no se numera.

2. Se debe recurrir a las reglas de tabulación, entonces el párrafo 
se dividirá de la forma siguiente:

“Artículo 4º. Composición. El Consejo Nacional de Paz estará con-
formado de la siguiente manera:

a. Por la Rama Ejecutiva del Poder Público:

- El Presidente de la República, quien lo presidirá.

- El Alto Comisionado para la Paz, los ministros del Interior, 
de Defensa Nacional, de Justicia y del Derecho, de Hacienda 
y Crédito Público y el Director Nacional de Planeación.

4 VIVAS TAFUR, Diego, Instrucciones legislativas y administrativas. Bogotá 
Imprenta Nacional, p.18.

5 VIVAS TAFUR, Diego, Instrucciones legislativas y administrativas. Bogotá 
Imprenta Nacional, p.19.
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- Igualmente, para el tratamiento de los asuntos de índole 
militar y policial el Presidente podrá invitar a miembros 
de la Fuerza Pública.

- Un gobernador por cada CORPES.

b. Por la Rama Legislativa del Poder Público:

- Tres representantes del Senado de la República. Teniendo 
en cuenta que uno de ellos sea de las minorías políticas.

- Tres parlamentarios de la Cámara de Representantes. Teniendo 
en cuenta que uno de ellos sea de las minorías políticas”6.19

3. También cabe usar letras minúsculas ordenadas alfabéticamente.

“Artículo 14º. El Consejo Nacional de Tecnólogos en Electricidad, 
Electromecánica y afines, tendrá las siguientes funciones:

a. Velar por el cumplimiento de la presente Ley y de las normas 
reglamentarias posteriores.

b. Llevar el Registro Nacional de los Tecnólogos con matrícula 
profesional.

c. Expedir permisos provisionales para el ejercicio de la profesión 
a la que se refiere esta Ley, a personal extranjero que por 
algún motivo requiera desarrollar labores en nuestro país”7.20

Se sugiere utilizar los dos últimos sistemas combinados.

D. Numeración y tipografía
En relación con la numeración de los artículos, se hace la siguiente 
observación: los artículos van numerados progresivamente con nú-
meros arábigos según la costumbre. El número sirve, obviamente, 

6 Artículo 4 Ley 434 del 3 de febrero de 1998 “Por la cual se crea el Consejo Na-
cional de Paz, se otorgan funciones y se dictan otras disposiciones”. 

7 Ibídem. Artículo 14 Ley 434 de 1998.
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para individualizar el artículo y obra como criterio normal para dis-
tinguir un artículo del otro. No siempre el legislador se ha atenido a 
estos criterios. En otros casos, el artículo no está señalado por un 
número sino por diversos giros, tales como artículo único, disposi-
ción final, etc.

La tipografía utilizada y el sistema de numeración varían a veces in-
cluso en una misma ley. Se producen todas las combinaciones posi-
bles: un caso curioso, comienza el proyecto de ley con la siguiente 
numeración: artículo primero, y continúa así hasta el noveno, pero 
viene luego el artículo diez, once… y a partir de ese momento se sigue 
con ese sistema de numeración hasta el final de la ley, cuando lo 
correcto sería seguir con la numeración de los artículos así: artículo 
décimo, artículo décimo primero, etc.

La jurista española María Teresa Castiñeira recomienda mantener el 
siguiente orden en la numeración de los artículos:

• “Cursiva y ordinales en letra. Artículo primero, Artículo segundo 
y así sucesivamente.

• Cursiva y cardinales en letra. Artículo uno, etc.

• Cursiva y cardinales en cifras. Artículo 1, etc.

• Letra normal y cardinales en letra. Artículo primero…”8.

Es conveniente que todas las leyes utilicen el mismo sistema. Aquí 
se propone la cursiva porque es lo que se usa en la mayoría de las 
leyes. En cambio en la elección de la forma de números hay diversas 
razones para optar por los cardinales en cifras.

La utilización de cifras permite separar más claramente la designa-
ción del texto del artículo. Por ejemplo:

8 CASTIÑEIRA, María Teresa. Sistemática y división de las leyes. Ed. Gretel. 
Centro de Estudios Constitucionales 1989, p. 12.Cita del libro Instrucciones 
legislativas y administrativas.
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• Artículo trigésimo cuarto. Reactivación de la sociedad. La sociedad 
en liquidación podrá ser reactivada siempre y cuando…

• Artículo 34. Reactivación de la sociedad. La sociedad en liquidación 
podrá ser reactivada siempre y cuando…

El uso de cardinales y no de ordinales facilita la lectura a partir de los 
diez primeros artículos. Es más sencillo decir “artículo 34” que decir 
artículo trigésimo cuarto.

E. Estructura lógica del articulado
Dentro de la estructura lógica del articulado es oportuno considerar 
varios aspectos que ayudan a ordenar adecuadamente los artículos 
para que el texto del proyecto de acto legislativo o de ley tenga la 
debida claridad. El doctor Diego Vivas Tafur propone la estructura 
lógica:

“En la redacción de la disposición se irá:

a. de lo general a lo particular;

b. de lo abstracto a lo concreto;

c. de lo más importante a lo menos;

d. de lo normal a lo excepcional; y

e. de lo sustantivo a lo procesal.

Dentro de la ley, los temas deben desarrollarse de una manera jerár- 
quica y ordenada y hay que evitar que la regulación deje lagunas o 
huecos indeseados.

Como criterio general y orientador, el orden dentro de una ley es el 
siguiente:

a. Finalidad y objetivos

b. Definiciones

Capítulo segundo / Características de un proyecto de ley y de los actos legislativos
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c. Ámbito de aplicación

d. Parte sustantiva

e. Infracciones y sanciones

f. Procedimiento

g. Disposiciones finales”9.

Lo citado puede servir de guía para la presentación de iniciativas le-
gislativas, es lo más aconsejable.

F. Artículos transitorios
En cuanto a los artículos transitorios, se sugiere que estos se sitúen 
después del artículo de vigencia y derogatorias, en razón de que su 
efecto se pierde poco tiempo después de la vigencia de la ley, excepto 
cuando se trata de una disposición particular, indicada en un artículo 
determinado de la ley; el artículo transitorio debe ubicarse inmedia- 
tamente después de este; tal situación es poco frecuente pero debe 
tenerse en cuenta.

G. Disposiciones derogatorias
En relación con las disposiciones derogatorias se debe anotar que 
existen derogatorias expresas y determinantes así:

1. Disposiciones derogatorias expresas. Serán expresas solo cuando 
en el articulado se establezca una regulación manifiestamente 
incompatible con la vigente, ahí podrá prescindirse de una dis- 
posición derogatoria.

2. Disposiciones derogatorias claras y determinantes. Sin contener 
otro mandato que el de pérdida de validez de la norma que derogan. 
No debe prescribir conductas sino eliminar normas.

9 VIVAS TAFUR, Diego, . Bogotá Imprenta Nacional, pp. 22-23. 
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No deben incluirse disposiciones derogatorias genéricas, ni dejar 
indeterminado el objeto de la derogación; deben ser concretas, indi-
cando con la mayor precisión posible el objeto de la derogación.

• Vigencia de las disposiciones derogatorias.

Pueden limitar personal, especial, temporal o materialmente sus 
efectos, pero, salvo disposiciones contrarias, tienen el mismo ámbito 
de validez que el de la ley.

H. Disposiciones finales
En lo que respecta a las disposiciones finales, estas establecerán:

• Las reglas de aplicación del derecho supletorio

• Las habilitaciones, delegaciones y mandatos legislativos

• Las reglas sobre comienzo y término de la vigencia de la norma

Lo recomendable es que las disposiciones adicionales transito-
rias y derogatorias se incluyan en la parte final de las leyes y actos 
legislativos:

III. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Solo es exigida para el trámite y justificación de la iniciativa legislati-
va, porque no hace parte de la ley después de sancionada.

En esta se plasma la necesidad y conveniencia de la ley.

Puede decirse que las ponencias que se presentan para cada uno de 
los debates son la exposición de motivos del articulado que se aprue-
ba en cada uno de los debates.

La exposición de motivos debe contener mínimo los siguientes 
elementos:
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a. Cuáles son las normas constitucionales o legales que soportan 
el proyecto de ley

b. Exposición de la conveniencia social, económica, política y 
jurídica del proyecto de ley

c. Análisis de Derecho Comparado (leyes, decretos, jurispru-
dencia de otros países)

d. Estudios o documentos de instituciones nacionales o extran-
jeras sobre el tema (universidades, gremios, etc.)

e. Normas que se modifican, si las hubiere.

Finalmente se puede determinar  la necesidad y obligatoriedad de que 
en cumplimiento de la Ley 2003 de 2019, en la exposición de motivos 
y en las ponencias de los proyectos de ley y de los p.a.l, se incluya una 
declaración de impedimentos por parte del autor o ponente como lo 
establece el  artículo 1° de dicha ley, que modificó el artículo 286 de 
la Ley 5 de 1992 así:

“ARTÍCULO 286. Régimen de conflicto de interés de los congre-
sistas. Todos los congresistas deberán declarar los conflictos de 
intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones…”. 

Y la mecánica de cómo debe hacerse dicha declaración, quedó 
establecida en el artículo 3 de la citada Ley 2003 que a su vez  modificó 
el artículo 291 de la Ley 5 del 92, el cual determina:

“Artículo 291. Declaración de Impedimentos. El autor del proyecto 
y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos 
un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían 
generar un conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán criterios guías 
para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si 
se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras 
causales que el Congresista pueda encontrar.”
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Capítulo tercero / 
Iniciativa legislativa

Iniciativa Popular
5% censo electoral, Sentencia C-643/00
20% concejales o diputados

Iniciativa Legislativa

PROYECTO DE LEY PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO

Gobierno Nacional
(Ministros)

Gobierno Nacional
(Ministros)

Órganos Constitucionales
Corte Constitucional, 
Corte Suprema de Justicia, 
Consejo Superior de la Judicatura, 
Consejo de Estado, 
Consejo Nacional Electoral, 
Registrador Nacional del Estado Civil, 
Procurador General de la Nación, 
Contralor General de la República, 
Fiscal General de la Nación, 
Defensor del Pueblo.
Sentencia C-443/97

Órganos Constitucionales
Consejo de Estado
Consejo Nacional Electoral

Congresistas: 1 o varios 

representantes y/o senadores

VOCEROS DE LAS BANCADAS

Congresistas: mínimo 10

Iniciativa Popular
5% censo electoral, Sentencia C-266/95
30% concejales o diputados

La iniciativa legislativa se encuentra regulada en los artículos 154, 155, 
156, 200-1, 237-4 y 375 de la Constitución Política (C.P.) y 140 a 143 de la 
Ley 5ª/92 –LORC–. “El numeral 1 del artículo 140 de la Ley 5ª de 1992 fue 
adicionado por la Ley 974 de 2005, (Ley de Bancadas) incluyendo la pre-
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sentación de proyecto de ley, no solamente en cabeza de los congresistas, 
sino también en cabeza de las Bancadas, estableciéndose en dicha ley el 
trámite que deben tener las iniciativas presentadas de esta manera, que-
dando el numeral así: ‘1. Los Senadores o Representantes a la Cámara in-
dividualmente y a través de las Bancadas’”. En estas normas se establece 
de manera clara quiénes son los titulares en exclusiva de esta potestad.

Dentro del procedimiento legislativo, la iniciativa legislativa tiene una 
trascendental importancia al constituirse en el principal acto de im-
pulso del proceso de formación de la ley pues, además de que con 
ella se inicia el proceso legislativo, es una forma eficaz de participa-
ción de diferentes sujetos en la actuación del poder político.

“La iniciativa legislativa constituye el conjunto de actuaciones que 
ponen en marcha el procedimiento legislativo. La formulación de 
la iniciativa legislativa provoca además como efecto la obligación 
de proceder a los actos procedimentales subsiguientes como la 
publicación de la misma y su posterior examen, aunque solamente 
sea para decidir acerca de su toma en consideración”1.

Sin la iniciativa legislativa, no podríamos hablar de procedimiento le-
gislativo ya que esta es la primera etapa de este, por lo tanto es vital 
en la futura ley; sin esta etapa nunca existiría ley.

En diversas sentencias, La Corte Constitucional ha afirmado: “La iniciati-
va legislativa es la facultad de proponer proyectos de ley ante el Congre-
so de la República, que la Constitución atribuye a múltiples actores (C.P. 
arts. 154, 155 y 156). A su vez, la iniciativa legislativa es la etapa primige-
nia del proceso legislativo, consistente en el comienzo de este por medio 
de la presentación de un proyecto de ley en una de las cámaras”2.

Los sujetos que poseen iniciativa legislativa son:

1  CAMPOS, P. Biglino. Enciclopedia jurídica básica Civitas, pp. 3596-3597.
2  Corte Constitucional, Sentencia C-084/95. Ver también sentencias C-089/94, 

C-266/95, C-407/95, C443/96, C-385/97, C-648/97, C-498/98
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I. CONGRESISTAS – SENADORES DE 
LA REPÚBLICA Y REPRESENTANTES 
A LA CÁMARA

Según los artículos 154 Constitucional y 140-1 de la Ley 5ª/92, los 
proyectos de ley o de acto legislativo pueden tener origen en cual-
quiera de las cámaras con las excepciones que veremos más adelan-
te a iniciativa de sus respectivos miembros, senadores de la Repúbli-
ca o representantes a la Cámara.

La iniciativa legislativa de los congresistas en la mayoría de los casos 
versa, sobre temas de menos relevantes en la vida económica, social, 
jurídica y política del país. Si bien los congresistas gozan de una amplia 
configuración legislativa (cláusula general de competencias - pueden 
presentar proyectos de ley sobre cualquier tema y modificar las leyes y 
decretos que estimen pertinentes) es una iniciativa general (el Gobier-
no Nacional posee la iniciativa exclusiva en la gran mayoría de temas), 
la facultad que tienen los congresistas de presentar proyectos de ley 
o de acto legislativo, la ejercen en la mayoría de los casos, de manera  
formal, deben sus equipos de trabajo ser más rigurosos y exigentes 
técnicamente con las iniciativas legislativas que presentan. 

Deben articularse esfuerzos por un estudio exhaustivo de la legis-
lación vigente, y así no presentar proyectos que sean innecesarios o 
técnicamente inviables.

La experiencia y el desarrollo de esta institución ha evidenciado cómo 
es necesario regular con mayor seriedad, la forma como los congre- 
sistas ejercen la iniciativa legislativa, ya que en cada legislatura se 
presentan por los mismos autores, los mismo proyectos de ley, a los 
cuales no se les cambia ni el nombre. Debe exigirse un estudio de 
conveniencia previo tanto de factibilidad económica, como jurídica; 
papel que podrían cumplir las Unidades de Trabajo Legislativo, pues 
esa fue la filosofía cuando se crearon. Debería dotarse la Biblioteca 
del Congreso de los mejores y más adelantados estudios técnicos en 
las diferentes áreas económicas, sociales, jurídicas, pero además, 
las oficinas de los congresistas deberían tener acceso a la informa-
ción más avanzada en todos los temas vía Internet, así estarían co-
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nectados con las principales bibliotecas nacionales e internacionales 
para que puedan presentar ponencias serias. Esto crearía una inde-
pendencia más real y eficaz del legislativo con respecto al ejecutivo.

II. EL GOBIERNO NACIONAL
La iniciativa legislativa que ejerce el Gobierno Nacional se encuentra re-
gulada en los artículos 154 constitucional y 140-2 de la Ley 5ª/92 –LORC–.

Es importante comenzar esta sección definiendo a la luz de las nor-
mas vigentes (artículo 115 de la C.P.) qué es Gobierno Nacional para 
así poder tener más claridad de quién es el jefe del Estado y en cabe-
za de quién recae la representación gubernamental al momento de 
presentar ante el Congreso los proyectos de ley o de acto legislativo. 
Según el artículo 115:

“El Presidente de la República es Jefe del Estado, Jefe del Gobier-
no y suprema autoridad administrativa. El Gobierno Nacional está 
formado por el Presidente de la República, los ministros del des-
pacho y los directores de departamentos administrativos. El Pre-
sidente y el ministro o director de departamento correspondientes, 
en cada negocio particular, constituyen el Gobierno…”.

Ya definido por el artículo 115 de la C.P. quién es el Gobierno, diga-
mos entonces que para efectos de quién ejerce la iniciativa legislativa 
dentro del Gobierno, corresponde al Gobierno en relación con el Con-
greso (art. 200 C.P.),

“3. Concurrir a la formación de las leyes, presentando proyectos por 
intermedio de los ministros, ejerciendo el derecho de objetarlos y 
cumpliendo el deber de sancionarlos con arreglo a la Constitución…”.

Vemos cómo los ministros o viceministros encargados del despacho 
en ausencia del titular son quienes representan al Gobierno al mo-
mento de la presentación de los proyectos de ley, de acto legislativo o 
de su objeción presidencial.
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Queda claro que corresponde a los ministros desarrollar la función de 
representar al Gobierno concurriendo a la formación de las leyes me-
diante la presentación ante el Congreso de la República de proyectos 
de ley y de acto legislativo en asuntos que correspondan a su respec-
tiva competencia. Se trata, por lo tanto, de una responsabilidad típica-
mente ministerial que compromete la política general del Gobierno.

Cabe señalar, igualmente, que ni la Constitución, ni la Ley 5ª/92 –
LORC– establecen, y mucho menos exigen, que el Presidente de la Re-
pública, como suprema autoridad administrativa y Jefe del Gobierno, 
suscriba y presente directamente al Congreso los proyectos de ley, así 
estos sean de iniciativa exclusiva del Gobierno, pues como lo disponen 
en forma expresa los artículos 200 y 208 de la Carta Política, el Gobier-
no, encabezado por el Presidente de la República, en relación con el 
Congreso, concurre a la formación de las leyes presentando proyectos 
por intermedio de los ministros, quienes son sus voceros.

La Corte Constitucional en diversas sentencias, sobre la iniciativa le-
gislativa gubernamental, ha reiterado y reafirmado,

“…el Gobierno Nacional está formado por el Presidente de la Repú- 
blica, los ministros del despacho y los directores de departamentos 
administrativos. El Presidente y el ministro o director de departa- 
mento correspondientes, en cada negocio particular constituyen 
el Gobierno. Sólo cuando los ministros actúan en relación con el 
Congreso, se entiende que son voceros del Gobierno Nacional. En 
las otras actuaciones, los ministros obran como jefes de la admi- 
nistración en su respectiva dependencia”3.

Además, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en que:

“…dentro de las atribuciones conferidas por el artículo 189 de la 
C.P. al Presidente de la República, no se encuentra la de presentar 

3 Corte Constitucional, Sentencia No. C-577 de 1995; C-106 de 2013 (Exequi- 
ble Acto Legislativo 05 de 2011).

Capítulo tercero / Iniciativa legislativa



60

Procedimiento Legislativo Colombiano

proyectos de ley al Congreso, pues ello lo hace como Jefe del Go-
bierno, a través de sus voceros y agentes, que son los ministros”4.

Los ministros deben presentar los proyectos de ley según su especiali-
dad, así por ejemplo, el ministro del Interior debe presentar iniciativas 
legislativas en temas como ordenamiento territorial, reforma constitu-
cional, sistema nacional de bomberos, en fin, todo lo que reúne la cartera 
a su cargo. “Corresponde a los ministros exclusivamente desarrollar la 
función de gobierno consistente en concurrir a la formación de las leyes 
mediante la presentación de proyectos de ley, obviamente en asuntos que 
correspondan a sus respectivas competencias”5 (cursiva fuera del texto).

Es de resaltar que en materia de iniciativa legislativa el ministro de 
Hacienda y Crédito Público con respecto a otros ministerios tiene una 
gran preeminencia, quizás es el más importante pues, en cabeza de 
este, están las grandes iniciativas económicas del Gobierno como la 
presentación del Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto Ge-
neral de la Nación para cada anualidad y de las reformas tributarias, 
que en los últimos tiempos han sido varias.

No podemos olvidar que en muchas ocasiones han sido presentados 
proyectos de ley y de acto legislativo por viceministros encargados 
de las funciones ministeriales, y no con ello se está violando la ley, 
o estamos ante un vicio de procedimiento; claro está, el viceministro 
debe estar legalmente encargado del despacho.

Dentro del contexto de la iniciativa legislativa que tiene el Gobierno 
Nacional, este tiene iniciativa legislativa general consistente en que 
puede presentar proyectos de ley o de acto legislativo que regulen o 
reformen cualquier tema; e iniciativa legislativa exclusiva establecida en 
el artículo 154 de la C.P. y desarrollada ampliamente en el artículo 150 
numerales 3, 7, 9, 11 y 12 de la C.P. y los literales a), b) y e) del numeral 
19 artículo 142 de la Ley 5ª./92 –LORC–, los cuales establecen excep-
ciones en cuanto a la presentación de proyectos de ley, que solo pue-
den ser dictados o reformados a iniciativa del Gobierno Nacional, como 

4 Corte Constitucional, Sentencia C-498 de 1998.
5 Corte Constitucional, Sentencia C-582 de 1997.
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son los que aprueben el Plan Nacional de Desarrollo e inversiones pú-
blicas (artículo 150-3 CP.); los que determinen la estructura de la ad-
ministración nacional, la creación, supresión o fusión de ministerios, 
departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos 
públicos y otras entidades del orden nacional; los que reglamenten la 
creación y funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regiona-
les; los que creen o autoricen la constitución de empresas industria-
les y comerciales del Estado y sociedades de economía mixta (artículo 
150-7 CP.); los que concedan autorizaciones al gobierno para celebrar 
contratos, negociar empréstitos y enajenar bienes nacionales (artículo 
150-9 C.P.); los que establezcan retas nacionales y fijen los gastos de 
la administración (artículo 150-11 C.P.); los que organicen el crédito 
público (artículo 150-19, literal a) CP.); los que regulen el comercio ex-
terior y el régimen de cambios internacionales (artículo 150-19 literal 
b) CP.); los que fijen el régimen salarial y prestacional de los emplea-
dos públicos, miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Públi-
ca (artículo 150-19 literal e). CP.); los relacionados con el Banco de la 
República y con las funciones que compete desempeñar a su Junta 
Directiva (artículo 150-22 CP.); los que ordenen participaciones en las 
rentas nacionales o transferencias de las mismas; los que autoricen 
aportes o suscripciones del Estado a empresas industriales y comer- 
ciales; y los que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o 
tasas nacionales (art. 154 inciso 2o. CP.)

Como apreciamos, existe una amplia gama de temas de trascenden-
tal importancia para el país que tienen reserva, esto quiere decir que 
en muchos casos la iniciativa legislativa que tienen los congresistas, 
los ciudadanos, los concejales y diputados a través de la iniciativa 
popular, las diferentes instituciones estatales (Corte Constitucional, 
Consejo Nacional Electoral, Corte Suprema, Consejo de Estado, Con-
sejo Superior de la Judicatura, Registrador Nacional, Defensoría del 
Pueblo, Procurador General, Fiscal General), es demasiado restrin-
gida, puesto que el Gobierno tiene la iniciativa en los temas de mayor 
importancia para la vida política, económica y social.

Vemos, pues, cómo el poder ejecutivo ejerce la supremacía legisla-
tiva en detrimento de las otras ramas del poder público y de la ciu-
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dadanía en general, especialmente del Congreso de la República. El 
famoso equilibrio entre las tres ramas del poder público de que nos 
hablaba Rousseau queda en entredicho y se puede decir que no se 
aplica o mejor que sólo existe en el papel. Finalmente digamos que 
el soporte de la iniciativa privativa del Gobierno Nacional es servir de 
instrumento para evitar que los congresistas puedan introducir mo-
dificaciones a los proyectos de ley de su iniciativa sin su conocimiento 
y consentimiento.

Es muy importante mencionar la existencia de una figura muy 
importante y que permite a los congresistas poder tener injerencia e 
intervenir en los proyectos de ley de iniciativa exclusiva del gobierno 
nacional, esta figura conocida como el AVAL o COADYUVANCIA 
establecida en el parágrafo único del artículo 142 de la  Ley 5ª/92 
(LORC) el cual reza:

El Gobierno Nacional podrá coadyuvar cualquier proyecto de su ini- 
ciativa que curse en el Congreso cuando la circunstancia lo justifi- 
que. La coadyuvancia podrá efectuarse antes de la aprobación en las 
plenarias.

Vemos claramente que para introducir una modificación por parte 
del legislativo a un proyecto de ley de iniciativa exclusiva del Gobierno 
es obligatorio el aval o coadyuvancia por parte del Gobierno en cual-
quier momento del trámite, tal y como lo dijo la Corte Constitucional 
al manifestar:

“La intervención y coadyuvancia del Gobierno Nacional durante 
la discusión, trámite y aprobación de un proyecto de ley subsana 
el requisito constitucional de la iniciativa legislativa, pero en el  
artículo constitucional tal exigencia no existe, simplemente se 
otorga la facultad al Congreso”6.

6 Corte Constitucional, Sentencia C-226 de 1995.
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Existen otras normas constitucionales como el inciso tercero del art. 
341 y el inciso primero del art. 351 que se refieren específicamente al 
trámite del Plan Nacional de Inversión y Desarrollo y al Presupuesto 
General de la Nación, respectivamente, en los cuales se establece 
la exigencia del aval ministerial a cualquier posible modificación en 
el Congreso de la República durante su discusión y aprobación. Las 
normas citadas son excepcionales puesto que solo se refieren al trá- 
mite del Plan de Desarrollo y del Presupuesto General de la Nación.

Miremos más detalladamente la diferencia que establece en este 
sentido el artículo 22 de Ley 152 del 15 de julio de 1994 “Por la cual 
se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo”, pues restrin-
ge totalmente la inclusión de modificaciones al articulado, dejando 
cualquier autorización (aval o coadyuvancia) para que estas sean in-
troducidas solo por el ministro de Hacienda y Crédito Público:

Artículo 22: “Modificaciones por parte del Congreso: En cualquier 
momento durante el trámite legislativo, el Congreso podrá intro-
ducir modificaciones al Plan de Inversiones Públicas, siempre y 
cuando se mantenga el equilibrio financiero. Para las modificacio-
nes o la inclusión de nuevos programas o proyectos de inversión, se 
requerirá aprobación por escrito del Gobierno Nacional por conducto 
del ministro de Hacienda y Crédito Público…” (cursiva fuera del texto).

Podemos observar que el Gobierno Nacional hace uso de las faculta-
des que la Constitución y la Ley le otorgan para intervenir de una u otra 
manera en el proceso legislativo con el atenuante de dejar a los demás 
órganos del poder público (Congreso, Altas Cortes, Fiscalía, Procu-
raduría, iniciativa ciudadana) con una iniciativa formal, quedando así 
mismo estas con una mínima participación e influencia, evidencián-
dose claramente la preeminencia del poder ejecutivo sobre los demás 
órganos y ramas del poder público, convirtiéndose el Congreso de la 
República en un legitimador de las políticas gubernamentales.

La iniciativa legislativa que posee el Gobierno Nacional en los temas 
más importantes de la vida colombiana, la figura del aval o coad-
yuvancia de este en las diversas proposiciones legislativas, son una 

Capítulo tercero / Iniciativa legislativa



64

Procedimiento Legislativo Colombiano

clara demostración del férreo presidencialismo que existe en nues-
tro sistema político, en donde de una u otra manera el Gobierno 
Central se reserva para sí la mayor prerrogativa en materia legis-
lativa, negando una participación más amplia y democrática de los 
congresistas. Este férreo presidencialismo, la debilidad e indisciplina 
de los partidos políticos, las pocas garantías para ejercer una oposi-
ción democrática, conllevan a que el Presidente de la República, al 
no poseer las mayorías en el Congreso por una u otra circunstancia, 
tenga la necesidad de intervenir indebidamente en la voluntad de los 
congresistas (presionándolos o cooptándolos políticamente, como ha 
sucedido), para que estos aprueben sin mucha oposición y discusión 
lo que propone el Gobierno.

Se debe volver a una división más equilibrada de las ramas del poder 
público, donde el Congreso efectivamente cumpla con su misión de 
hacer verdaderas leyes y cumpla con un control político real, donde 
no existan presiones indebidas. Tal vez habría que pensar en un sis-
tema parlamentario.

• Solicitud de facultades extraordinarias por parte del Presidente 
de la República:

Un punto importante dentro de la iniciativa legislativa que tiene el 
Gobierno se refiere a los proyectos de ley o artículos que otorgan 
facultades extraordinarias al Presidente de la República, trámite que 
por sus características es especial:

1. “Deben ser solicitadas por el Gobierno expresamente desde la 
radicación del proyecto.

» Debe determinarse expresamente el tema objeto de las 
facultades.

» Se conceden máximo por seis (6) meses.

» Requiere mayoría absoluta en cada uno de los debates.
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» Nunca puede ser para modificar o expedir códigos, leyes 
estatutarias u orgánicas, modificar la estructura del Congreso 
(art. 150. No. 20), o para decretar impuestos”7.

Como vemos, el trámite de un proyecto de ley que concede facultades 
extraordinarias contiene una rigurosidad mayor que un proyecto de 
ley ordinario.

Un momento de gran discusión y equívocos surge por algunas inter-
pretaciones en el momento en el cual el Gobierno Nacional solicita 
que se le concedan facultades extraordinarias. Al respecto se debe 
decir que en ninguna norma constitucional o legal se establece que 
estas debe solicitarlas el Presidente de la República; él lo debe hacer 
a través de sus ministros quienes son, por normas ya citadas, los 
representantes del Gobierno Nacional ante el Congreso.

La Corte Constitucional ha ilustrado y esclarecido el tema a través de 
varias sentencias mediante las cuales ha resuelto algunas deman-
das por supuesto mal trámite en la solicitud de facultades extraordi-
narias por parte del Gobierno Nacional al Congreso.

Tomemos por ejemplo la Sentencia C-498-98, en la cual se resolvió 
la demanda por la supuesta ilegalidad en unas facultades extraordi-
narias otorgadas al Gobierno Nacional en la Ley 34 de diciembre 27 
de 1996: “Por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización 
del gasto público, se conceden unas facultades extraordinarias y se 
expiden otras disposiciones”, supuestamente sin el lleno de los re-
quisitos constitucionales y legales; entre otras cosas, en la demanda 
objeto de la sentencia citada, se señala:

“El Presidente de la República no suscribió la petición de que se 
le otorgaran facultades extraordinarias.
De conformidad con los antecedentes legislativos de la Ley 344 
de 1996, en la exposición de motivos presentada por el Gobierno 
Nacional al proyecto de ley (Gaceta No. 381 de 1996), se solicitó al 

7 Corte Constitucional, Sentencia C-701/1999.
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Congreso, en desarrollo del numeral 10 del artículo 150 constitu-
cional, revestir al Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias para suprimir o fusionar dependencias, órganos y 
entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional”8.

Al respecto digamos que no existe norma alguna en la Carta Políti-
ca que exija petición expresa del Presidente para que se le otorguen 
facultades extraordinarias por parte del Congreso. El numeral 10 
del artículo 150, con respecto a este tema, hace alusión expresa a 
la solicitud que debe hacer el Gobierno de que se le otorguen dichas 
facultades, mas no le corresponde al Presidente; con respecto al pro-
yecto de ley en comento, tal solicitud fue hecha por los ministros del 
despacho expresamente en la exposición de motivos.

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-119/96, manifiesta que no 
es necesario que las facultades extraordinarias sean solicitadas di-
rectamente por el Presidente de la República9.

Es necesario reiterar que, en efecto, como lo ha señalado la jurispru- 
dencia constitucional, si en la exposición de motivos de un proyecto 
de ley el Gobierno, a través de sus voceros que son los ministros, so-
licita facultades extraordinarias, se entiende satisfecho el requisito a 
que alude el numeral 10 del artículo 150 superior, según el cual tales 
facultades deberán ser solicitadas expresamente por el Gobierno, y 
no se requiere, como se ha dejado expuesto, un documento aparte 
que contenga tal petición.

El significado de la exigencia constitucional que apunta a que las fa-
cultades sean “solicitadas expresamente por el Gobierno” es el que 
arroja la interpretación que, en estricto rigor jurídico, debe efectuar a 
la luz del conjunto sistemático de disposiciones constitucionales que 
establecen los presupuestos sustanciales y materiales de formación 
de un proyecto de ley. Es claro que la exigencia en comento no se 
satisface por la sola circunstancia de que el Gobierno haya cumplido 

8 Corte Constitucional, Sentencia C-498/98.
9 Corte Constitucional, Sentencia C-119/96.
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con el requisito de pedirlas en forma expresa, que su formulación 
sea unívoca y que formalmente se haya consignado en el texto del 
proyecto de ley respectivo.

III. ÓRGANOS CONSTITUCIONALES
De conformidad con los artículos 156 C.P. y 140 numerales 3 al 11 de 
la Ley 5ª/92 –LORC–, los órganos constitucionales como Corte Su-
prema de Justicia, Consejo de Estado, Corte Constitucional, Consejo 
Superior de la Judicatura, Consejo Nacional Electoral, Registraduría 
Nacional del Estado Civil, Contraloría General de la República, Pro-
curaduría General de la Nación1032, Fiscalía General de la Nación y la 
Defensoría del Pueblo poseen iniciativa legislativa, la cual es restrin-
gida; estos órganos solo pueden presentar proyectos de ley en forma 
directa ante el Congreso de la República, sin necesidad de recurrir a 
la mediación o autorización de un tercero, en ejercicio de su autono-
mía constitucional, cuando se trate de la determinación de su estruc-
tura y funciones propias, a través de su titular o supremo director.

El Consejo de Estado, de conformidad con el artículo 237-4 de la C.P., 
y el Consejo Nacional Electoral (artículo 265-5 C.P.) son los únicos 
órganos constitucionales que tienen la potestad de presentar a con- 
sideración del Congreso proyectos de acto legislativo (además, claro 
está, de la potestad de presentar proyectos de ley). Esta facultad ha 
sido ejercida por el Consejo de Estado por primera y única vez des-
pués de la Constitución de 1991, en el año 1996, cuando el doctor 
Juan de Dios Montes Hernández, quien ejercía como Presidente del 
Consejo de Estado, presentó ante la Cámara de Representantes el 
p.a.l. No. 259 de 1997 Cámara – No. 34 de 1997 Senado “Por el cual se 
reforma el artículo 86 de la Constitución Política” (reforma a la acción 
de tutela), el cual fue finalmente archivado.

10 Corte Constitucional, Sentencia C-701/1999. 
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Volviendo a la iniciativa que poseen diferentes organismos estatales 
de presentar proyectos de ley, digamos que esta, en la mayoría de 
los casos, es formal, puesto que el Gobierno Nacional no avalará o 
permitirá el trámite de temas que contraríen su posición.

IV. INICIATIVA POPULAR
De conformidad con los artículos 154 y 155 de la Constitución Política 
y 141 de la Ley 5ª/92 –LORC– la iniciativa popular comprende los pro- 
yectos de ley presentados por:

“un número de ciudadanos igual o superior al cinco (5 %) por ciento 
del censo electoral”; “el treinta (30 %) por ciento de los concejales 
y el treinta (30 %) por ciento de los diputados”.

Así mismo, de acuerdo con el artículo 375 de la Constitución Política, 
podrá presentar proyectos de acto legislativo un número de ciudada- 
nos en un número equivalente al menos al cinco (5 %) por ciento del 
censo electoral vigente, el veinte (20 %) por ciento de los concejales 
o de los diputados del país.

Los ciudadanos y los miembros de los órganos de representación 
municipal y departamental tienen la posibilidad de ejercer la iniciati-
va legislativa al poder presentar proyectos de ley y de acto legislativo 
(o de reforma constitucional).

Según la Corte Constitucional, la iniciativa popular comprende:

“…el agotamiento de las siguientes etapas: (i) conformación de un 
Comité de Promotores; (ii) inscripción del Comité ante la Regis- 
traduría Nacional del Estado Civil, previo respaldo del cinco por 
mil de los ciudadanos inscritos en el respectivo censo electoral y 
la solicitud de referendo; (iii) verificación de los anteriores requi- 
sitos e inscripción de la iniciativa ciudadana; (iv) entrega al vocero 
del Comité, por parte de la Registraduría, del formulario de sus- 
cripción de apoyos; (v) recolección de apoyos equivalentes al cinco 



69

por ciento del censo electoral vigente; (vi) entrega de formularios y 
verificación del cumplimiento de los referidos apoyos ciudadanos; 
y (vii) expedición, por parte del Registrador Nacional de las certi-
ficaciones de que tratan los artículos 24 y 27 de la LEMP”11 (Ley 
Estatutaria de los Mecanismos de Participación).

La Ley Estatutaria No. 134 de 1994 “Por la cual se dictan normas so-
bre mecanismos de participación ciudadana”12, que desarrolla el ar-
tículo 152 literal c. de la Constitución, establece los fundamentos por 
los que se regirá la participación democrática de las organizaciones 
civiles y regula la iniciativa popular legislativa y normativa13; determi-
na el respaldo que deben tener las iniciativas populares legislativas 
para que puedan ser presentadas14; establece cuáles son los temas y 
cuáles no pueden ser objeto de la iniciativa popular legislativa15; cuál 
es el mecanismo para la presentación y publicación de las iniciativas 
legislativas populares ante el Congreso16 y finalmente establece las 
reglas para el trámite de las citadas iniciativas ante el Congreso17.

La Ley 134 de 1994 –LEMP– reglamentaria de los mecanismo de par- 
ticipación ciudadana no se restringe únicamente a la formulación de 
proyectos de ley, sino que, además, sirve para presentar proyectos de 
reforma constitucional. En el ordenamiento constitucional los pro-
yectos de ley presentados por este mecanismo pueden hacer pro-
puestas sobre materias propias de ley ordinaria, orgánica u estatuta-

11 Corte Constitucional, Sentencia C-141/2010 (Referendo segunda reelección 
ex presidente Uribe); y Sentencia C-397/2010 (Referendo cadena perpetua 
abusadores sexuales).

12 Corte Constitucional, Sentencia C-141-10. Revisión de constitucionalidad 
de la Ley 1354 de 2009 “Por medio de la cual se convoca a un referendo 
constitucional y se somete a consideración del pueblo un proyecto de refor- 
ma constitucional”.

13 Artículo 2 Ley 134 del 31 de mayo de 1994 “Por la cual se dictan normas so-
bre mecanismo de participación ciudadana”.

14 Ibídem, artículo 27 Ley 134 de 1994.
15 Ibídem, artículo 28 Ley 134 de 1994.
16 Ibídem, artículo 29 Ley 134 de 1994.
17 Ibídem, artículo 30 Ley 134 de 1994. 
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ria (incluyendo la regulación de derechos fundamentales). La Corte 
Constitucional ha precisado cuáles son las normas que son fuente de 
aplicación directa para la presentación y trámite de los proyectos de 
ley de iniciativa popular. En la Sentencia C-141/2010, dijo:

“…la Corte deberá tomar en cuenta no sólo las normas constitu- 
cionales que regulan esta figura sino también, en lo pertinente, 
la Ley 134 de 1994, o LEMP. Estas disposiciones forman entonces 
el parámetro normativo de referencia para enjuiciar la regulari- 
dad del procedimiento de formación de la Ley. En esa medida, el 
parámetro de control en estos casos está conformado por: (i) Los 
enunciados normativos contenidos en el Título XIII de la Consti- 
tución; (ii) otras disposiciones constitucionales relevantes; (iii) el 
Reglamento del Congreso de la República –Ley 5ª de 1992–; (iv) 
la LEMP; (v) otras disposiciones legales que regulan mecanismos 
de participación ciudadana o asuntos electorales, tales como la 
Ley 130 de 1994”18.

La iniciativa popular en los asuntos establecidos como de iniciati-
va privativa del Gobierno puede ejercerse si estas iniciativas reciben 
el respectivo aval del Gobierno, situación que sucedió cuando en el 
año 1993 se recogieron las firmas necesarias (5 por ciento del censo 
electoral) y se presentó a consideración del Congreso el proyecto de 
ley No. 332 de 1993 Cámara - No. 297 de 1993 Senado “Por la cual se 
reestructura el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, se deroga el 
Decreto 2149 de 1992 y se dictan otras disposiciones”. Este proyecto 
de ley, de iniciativa popular, que pretendía legislar sobre temas de 
iniciativa privativa del Gobierno (artículo 150-7 C.P.), recibió el res-
pectivo aval del Gobierno Nacional (ministro de Trabajo) antes de la 
plenaria de la Cámara de Representantes y se convirtió en la Ley No. 
119 de febrero 9 de 1994.

Contra la mencionada Ley 119 de 1994, fue promovida una acción pú-
blica de inconstitucionalidad por la doctora Oliva Hernández Andrade 

18 Corte Constitucional, Sentencia C-141/2010 (Referendo segunda reelección 
ex presidente Uribe). 
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ante la Honorable Corte Constitucional por supuestos vicios de trá- 
mite, afirmándose que este tipo de proyectos de ley (estructura de la 
administración nacional) solo pueden ser dictados o reformados por 
iniciativa del Gobierno Nacional. Según el artículo 150-7 de la Cons- 
titución Política no podía ser de iniciativa popular.

“…la estructura de la administración nacional, la creación, supre- 
sión o fusión de ministerios, departamentos administrativos, su- 
perintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del 
orden nacional; los que reglamenten la creación y funcionamien- 
to de las Corporaciones Autónomas Regionales; los que creen o 
autoricen la constitución de empresas industriales y comerciales 
del Estado y sociedades de economía mixta”.

Atendiendo la demanda interpuesta y después de su estudio, la Cor-
te Constitucional, mediante Sentencia No. C-266/9519, concluyó que 
dicha ley era íntegramente constitucional, manifestando en la parte 
motiva de dicha sentencia que la coadyuvancia del Gobierno Nacio-
nal, que se dio en su trámite, podía haberse dado en cualquier mo-
mento, pero antes de ser aprobada en las plenarias de ambas cáma-
ras, como sucedió. Por lo tanto, queda claro que un proyecto de ley de 
iniciativa exclusiva del Gobierno Nacional y presentado a considera-
ción del Congreso por otro sujeto distinto al Gobierno (en este caso la 
iniciativa popular) puede ser avalado en alguna etapa de su trámite y 
así no violar el artículo 150-7 de la Constitución Política.

Es importante retomar lo expresado en páginas anteriores en torno a 
quienes ejerciendo la iniciativa legislativa popular pueden presentar 
proyectos de acto legislativo, ya que existe una contradicción marcada 
entre los artículos 155 y 375 constitucionales, dado que el artículo 
155 establece que: “…podrán presentar proyectos de ley o de reforma 
constitucional, un número de ciudadanos igual o superior al cinco por 
ciento del censo electoral existente en la fecha respectiva o el treinta por 
ciento de los concejales o diputados del país…”, y el artículo 375 reza:

19 Corte Constitucional, Sentencia C-266/95.

Capítulo tercero / Iniciativa legislativa



72

Procedimiento Legislativo Colombiano

“podrán presentar proyectos de acto legislativo… el veinte por 
ciento de los concejales o de los diputados y los ciudadanos en un 
número equivalente al menos al cinco por ciento del censo elec- 
toral vigente…”.

En la transcripción textual de los artículos citados podemos observar 
cómo entre ellos (155 y 375 C.P.), se establecen diferentes criterios 
sobre el porcentaje de concejales o diputados que pueden ejercer la 
iniciativa legislativa popular para presentar p.l. o de reforma consti-
tucional, ya que el porcentaje establecido en el artículo 155 de la C.P. 
para que los concejales o diputados presenten p.l. o proyectos de re-
forma constitucional es de treinta (30 %) por ciento; y el artículo 375 
C.P. establece el porcentaje de veinte (20 %) por ciento para presen-
tar proyecto de acto legislativo. No sabemos si es un error mecano-
gráfico en la redacción final del texto que aprobó la Asamblea Nacio-
nal Constituyente o fue simplemente un desacierto de los redactores, 
porque no es comprensible tal diferencia en un mismo tema.
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I. LEYES ORGÁNICAS
Las leyes orgánicas son de naturaleza ordenadora, conforman y 
determinan el modo de funcionamiento de un órgano de creación 
constitucional.

De conformidad con el artículo 151 de la C.P. concordante con el art. 
206 de la Ley 5ª/92, se tramitarán como proyectos de ley orgánica los 
siguientes temas:

• Reglamento del Congreso y de cada una de sus cámaras “Ley 5ª 
de 1992”.

• Normas sobre preparación, aprobación y ejecución del Presupuesto 
de Rentas y Ley de Apropiaciones.

• Las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del Plan 
Nacional de Desarrollo – Ley 152 de 1994, Ley 812 de 2003.

• Ley de Ordenamiento Territorial, Ley Orgánica de Presupuesto – 
Ley 225 de 1995.

• Ley de asignación de competencias a las entidades territoriales 
y entre estas y la Nación – Ley 715 de 2001.

• Las atribuciones, los órganos de administración, los recursos 
de las regiones y su participación en el manejo de los ingresos 
provenientes del Fondo Nacional de Regalías. 
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• El establecimiento de las condiciones, previo concepto de la Comi- 
sión de Ordenamiento Territorial, para solicitar la conversión de la 
región en entidad territorial y posterior referendo de los ciudadanos 
de los departamentos interesados.

• El establecimiento de los requisitos para que el Congreso Nacional 
pueda decretar la formación de nuevos departamentos.

• La regulación sobre la capacidad de los organismos y entidades 
estatales para contratar.

• La aprobación de las leyes orgánicas requiere en todos sus debates 
de mayoría absoluta (mayoría de votos de los integrantes en cada 
debate); podrá aprobarse hasta en dos legislaturas1.

II. LEYES ESTATUTARIAS
La ley estatutaria no es una ley ordinaria. Tiene un rango superior so-
bre las demás leyes y su estudio es de carácter prioritario. Ese rango 
de superioridad se lo da el hecho de que la naturaleza de los temas 
que trata es la espina dorsal de la Constitución Política.

La jurisprudencia constitucional ha dicho que el fundamento de la 
cualificación especial y rigurosa de estas leyes recae en tres argu-
mentos: “(i) la naturaleza superior de este tipo de normas requiere 
superior grado de permanencia en el ordenamiento y seguridad ju-
rídica para su aplicación; (ii) por la importancia que para el Estado 
tienen los temas regulados mediante leyes estatutarias, es necesario 
garantizar mayor consenso ideológico con la intervención de mino-
rías, de tal manera que las reformas legales más importantes sean 
ajenas a las mayorías ocasionales y, (iii) es necesario que los temas 
claves para la democracia tengan mayor debate y consciencia de su 
aprobación, por lo que deben corresponder a una mayor participa-
ción política”2.

1    Corte Constitucional, sentencias C-25/93, C194/93.
2 Sentencia C-756 de 2008 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra reiterada en 

sentencias C-818 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub y C-902 de 
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De conformidad con el artículo 152 de la Constitución Política y 207 
de la Ley 5ª/92 –LORC–, se pueden tramitar como proyectos de ley 
estatutaria los siguientes temas:

1. Derechos y deberes fundamentales de las personas y los proce- 
dimientos y recursos para su protección.

2. Administración de justicia.

3. Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos.

4. Estatuto de la oposición y funciones electorales, reglamentando 
la participación de las minorías (art. 112 inc. 3 constitucional).

5. Instituciones y mecanismos de participación ciudadana.

6. Estados de excepción, regulando las facultades que de ellos se 
originan (art. 214, ordinal 2 de la C.P.).

El proyecto de ley estatutaria, debe tramitarse en una sola legislatu-
ra; los debates (4) y el respectivo informe de la comisión conciliadora, 
si lo hay (20 de julio de 2022 antes del 20 de junio de 2023 por ejem-
plo); no puede discutirse en sesiones extraordinarias (Corte Cons-
titucional Sentencia C- 133/2022); puede aprobarse en comisiones 
conjuntas de ambas cámaras; dentro  de este tiempo el proyecto que 
complete su trámite reglamentario será remitido por el Presidente 
del Senado a la Corte Constitucional para su respectivo control pre-
vio de constitucionalidad. El control de constitucionalidad de una ley 
estatutaria, es un control jurisdiccional,  automático, previo, integral, 
definitivo y participativo. La sentencia de la Corte constitucional me-
diante la cual se revisa su trámite de forma y el contenido material, 
hace tránsito a cosa juzgada constitucional, esto significa, que lo re-
visado y declarado inconstitucional por la Corte, solo se podrá volver 
a presentar cuando la situación constitucional se modifique. 

La Corte Constitucional en una sentencia motivada expresará, si el 
proyecto es constitucional o no por su trámite, y su contenido mate-

2011 Jorge Iván Palacio Palacio; Sentencia C-425 de 1994 M.P. José Grego- 
rio Hernández Galindo 
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rial, y así mismo cuales artículos lo son; luego, la Corte remitirá el 
expediente con la sentencia respectiva, para que la Cámara de origen 
rehaga el texto y elimine los artículos declarados inexequibles y re-
mita el p.l. posteriormente para su sanción presidencial.

Los proyectos de ley estatutaria se caracterizan por los siguientes 
lineamientos:

• Tiene trámite especial, pues deben ser aprobados por mayoría 
absoluta en todos los debates (mayoría de votos de los integrantes 
en cada debate).

• El control de una ley estatutaria es jurisdiccional, artículo 113 de 
la Constitución (lo realiza la Corte Constitucional que hace parte 
de la Rama Judicial).

• El control de una ley estatutaria es automático, no se requiere 
de demanda ciudadana para que la Constitucional aboque su 
conocimiento.

• El control de una ley estatutaria es integral. El control de cons- 
titucionalidad de un proyecto de ley estatutaria se realiza: “tanto 
por su contenido material como por vicios de procedimiento en 
su formación”.

• Solo podrán ser aprobadas por el Congreso durante una misma 
legislatura, es decir, su tránsito en las cámaras no puede ser 
diferido en el tiempo.

• Tienen control previo de constitucionalidad, según lo disponen los 
artículos 153 y 241.8 de la Constitución.

• No pueden ser objeto de regulación mediante decreto-ley, es decir, 
sobre este asunto existe competencia exclusiva e indelegable del 
Congreso y mediante ley de facultades no podrá transferirse la 
competencia legislativa al Gobierno. Al efecto establece el artí- 
culo 150.10 de la Carta que no pueden transferirse al Gobierno 
facultades legislativas para “expedir códigos, leyes estatutarias, 
orgánicas, ni las previstas en el numeral 20 de este artículo, ni 
para decretar impuestos” (art. 208 de Ley 5ª de 1992 –LORC–).
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• Una ley estatutaria, no solo goza de constitucionalidad integral 
desde el inicio de su vigencia, sino que la sentencia que así lo 
constató, goza de la fuerza de la cosa juzgada constitucional.

• No puede ser aprobado en sesiones extraordinarias (Sentencia  
C- 133/22) Corte Constitucional.

El trámite posterior a la declaratoria de inexequibilidad de un pro-
yecto de ley estatutaria plantea algunos problemas de interpretación, 
puesto que la Constitución no reguló en forma clara la materia.

La inexequibilidad de un proyecto de ley estatutaria puede ser total o 
parcial; Si es total, el proyecto se archivaría. El problema se plantea 
cuando la inexequibilidad es parcial. Considera la Corte Constitucio-
nal que la legislatura no hubiere terminado, se sigue el trámite pre-
visto en el artículo 33 del Decreto 2067 de 1991, esto es, se remite a 
la Cámara de origen (arts. 166 y 167 C.P. y 33 Decreto 2067/91). Pero 
si ya ha terminado la legislatura (arts. 153 C.P., 208 de la Ley 5ª/92 
y 41 Decreto 2067/91), se remite el proyecto de ley, encontrado par-
cialmente exequible al Presidente de la República para su sanción u 
objeción por inconveniencia.

Este procedimiento suscita dos interrogantes: ¿Por qué solo puede 
haber objeción por inconveniencia? ¿Quién fija el texto definitivo del 
proyecto cuando la legislatura ya ha terminado?

En Derecho las objeciones presidenciales son por inconstitucionali-
dad o inconveniencia (arts. 166 y 167 C.P.). En el caso de los proyectos 
de leyes estatutarias son objeciones por inconveniencia, como quiera 
que la Corte Constitucional ya dictó sentencia con efectos de cosa 
juzgada constitucional (art. 243 C.P.), en la que encontró conforme 
con la Constitución el texto que remitió al Presidente de la Repúbli-
ca. Solo puede haber por lo tanto objeciones por inconveniencia, las 
cuales pueden ser superadas por el Congreso por mayoría absoluta 
de sus integrantes.

Corresponde al Congreso rehacer e integrar el texto del proyecto que 
ha sido parcialmente declarado inexequible.
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Pero esto no es posible cuando ya ha terminado la legislatura, ya que 
la Constitución prevé que la fase legislativa de la ley estatutaria se 
debe surtir en una sola legislatura y esta ya se encuentra terminada.

Tampoco puede la Corte en la parte resolutiva de la sentencia reha-
cer e integrar las disposiciones del texto del proyecto por cuanto esto 
la convertiría en legisladora.

“En estos casos particulares, la única opción razonable es que la 
Corte establezca en la parte motiva de la sentencia el texto que será 
enviado al Presidente de la República para su sanción u objeción por 
inconveniencia. Esta fijación del texto en la parte motiva no convierte 
a la Corte en colegisladora, por cuanto la Corte se limita a suprimir 
las partes declaradas inconstitucionales, que es el efecto general de 
toda sentencia de inexequibilidad”3.

III. LEYES ORDINARIAS
Son leyes de trámite ordinario, aquellas que regulan derechos econó-
micos, sociales, culturales, colectivos, del ambiente e instrumentos 
para garantizar su efectividad, ratificación de tratados internaciona-
les, banca central, modelo de economía, códigos. Es decir, cualquier 
tema diferente a las leyes orgánicas y estatutarias ya comentadas.

Requieren para su aprobación de una mayoría simple (mitad más uno 
de los asistentes a las sesiones).

 

3   Corte Constitucional, Sentencia C-011/94.
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I. FORMALIDADES EN LA PRESENTACIÓN 
DE PROYECTOS DE LEY Y DE 
ACTOS LEGISLATIVOS

Las iniciativas legislativas podrán presentarse en la Secretaría Ge-
neral del Senado de la República, de la Cámara de Representantes o 
públicamente en las plenarias (art. 139 Ley 5ª/92). El proyecto de ley 
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se entregará en original, dos (2) copias y en CD. La Secretaría Gene-
ral, a través de las Oficinas de Leyes, procede a radicarlo, le asigna 
un número1 y lo clasifican por materia, autor, clase de proyecto y co-
misión constitucional que deba tramitarlo (artículo 144 Ley 5ª. /92).

Los proyectos de ley o de acto legislativo deben estar suscritos al final 
del articulado y de la exposición de motivos por su autor o autores.

Se propone el siguiente esquema para la correcta presentación de un 
proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY No._______ DE 2012 CÁMARA

“Por medio de la cual se protege a las generaciones presentes 
y futuras contra las graves consecuencias sanitarias, sociales, 

ambientales y económicas del consumo de tabaco y de la exposición 
al humo del mismo.”

“El Congreso de Colombia, 

Decreta”

TÍTULO I 

Capítulo 1

Objeto

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto……….

 a.

 b.

1  La numeración inicia con el número 001 y continúa de manera ascendente 
en la medida en que se presentan proyectos de ley desde el 20 de julio de 
cada legislatura y terminando el 20 de junio del año siguiente (termina la 
legislatura). Cada Cámara lleva una numeración separada.
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Artículo 2. Definiciones

 Inciso 1

 Inciso 2

 Parágrafo

Capítulo 2

Artículo 3

Artículo 10. La presente ley entrará a regir a partir de su 
sanción, promulgación y publicación en el Diario Oficial y deroga 
expresamente el artículo xxxx de la Ley (Decreto) xx

Del (De los) Honorable(s) Congresista(s),

Nombres y firmas

El articulado se dividirá, según el tamaño del proyecto de ley, 
en TÍTULOS, CAPÍTULOS, ARTÍCULOS, INCISOS, LITERALES, 

NUMERALES, PARÁGRAFOS.

(EN LA SIGUIENTE PÁGINA)

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO…

Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes, pongo en 
consideración del H. Congreso de la República este proyecto de 
ley que consulta con las más profundas necesidades del pueblo 
colombiano.

Del (De los) Honorable(s) Congresista(s),

Nombres y firmas
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II. CÁMARA LEGISLATIVA DONDE 
DEBE COMENZAR EL TRÁMITE 
LOS PROYECTOS DE LEY

Los proyectos de ley o de acto legislativo podrán tener origen en cual- 
quiera de las cámaras (art. 154 C.P.) con la excepción que consagra 
el inciso cuarto de éste artículo, que establece: “los proyectos de ley 
relativos a los tributos iniciarán su trámite en la Cámara de Repre- 
sentantes y los que se refieren a relaciones internacionales en el Se-
nado” (aprobar o improbar los tratados internacionales, convenios, 
acuerdos, protocolos).

A este respecto, el artículo 143 de la Ley 5a/92 precisó los temas 
que deben tener su origen exclusivo en la Cámara de Representan-
tes. Nos referimos específicamente a los proyectos de ley relativos 
a tributos (creación de tasas parafiscales, exenciones tributarias, 
creación de tasas o fondos parafiscales), de presupuesto de rentas y 
gasto para cada vigencia fiscal, Plan Nacional de Desarrollo.

En relación con la obligación de presentar proyectos de ley relativos 
a temas tributarios en la Cámara de Representantes, la Corte Cons- 
titucional se ha manifestado entre otras en la Sentencia C-065/982, 
reafirmando que la Constitución ordena que las normas tributarias 
se inicien en la Cámara de Representantes, pero en manera alguna 
establece que solo los miembros de esta corporación tengan iniciati-
va exclusiva en estas materias. También la tienen los senadores, pero 
iniciando su trámite en la Cámara de Representantes. 

2 Corte Constitucional, Sentencia C-065/98: “A través del trámite de la Ley 
366/97 se desconoció lo que en materia de iniciativa y de unidad de conteni- 
do material de las leyes prevén el artículo 154 y el artículo 158 de la Carta; 
ello porque, a juicio de la Corte, la Ley 366 de 1997, cuando fue presenta-
da, no era una iniciativa sobre contribución fiscal o sobre impuestos, sino 
una ley mediante la cual se pretendía regular la liquidación, retención, re-
caudo, distribución y transferencia de las rentas originadas en la explota-
ción de metales preciosos extraídos de yacimientos de propiedad nacional, 
con lo que, en últimas, se pretendía organizar un sistema de manejo y ad-
ministración de rentas y de impuestos ya creados, originados en leyes ante-
riores. Sin embargo, durante el transcurso de los debates constitucionales 
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III. REVISIÓN DEL ANTEPROYECTO 
DE LEY Y ACTO LEGISLATIVO 
ANTES DE SU RADICACIÓN

Este punto no se encuentra regulado en ninguna norma constitucio- 
nal, ni legal; tampoco se han referido a él ni la jurisprudencia ni la 
doctrina. Es importante y necesario que en el Senado de la República 
y en la Cámara de Representantes exista una oficina encargada de la 
revisión previa de todas las iniciativas legislativas, revisión que debe 
ser no solo formal, sino constitucional, económica y jurídica, que de-
tecte si los proyectos van acompañados de los suficientes soportes 
técnicos y anexos correspondientes. Esta oficina debe estar revestida 
de la facultad para presentar conclusiones sobre los anteproyectos 
de ley y, si estos no reúnen alguno de los requisitos mencionados, 
los podrían devolver a su(s) autor(es) para el ajuste respectivo y así 
garantizar que el proyecto reúna unos mínimos necesarios para co-
menzar su trámite. Sin embargo, actualmente, los proyectos de ley o 
de acto legislativo se radican sin un estudio serio de legalidad, con-
veniencia y oportunidad, lo que conlleva a un desgaste del aparato 
legislativo, no solo en la parte administrativa sino política.

Esta sería una buena solución al bajo nivel de preparación que pre-
sentan las iniciativas legislativas en la actualidad, pues así obedece-
rían en verdad a auténticos requerimientos sociales, económicos y 
políticos de la Nación y su ordenamiento jurídico.

respectivos se introdujo en el proyecto 129/94 Senado, un impuesto, alte-
rándose, en sentir de la Corporación, su esencia y materialidad, pues de un 
proyecto de ley sobre manejo de rentas municipales se pasó a la creación, 
entre. otros aspectos, de un tributo, al aprobarse en segundo debate en el 
Senado de la República el artículo 9º de la Ley 366 de 1997.

 Estima la Corte que el proyecto de ley por tener en su contenido normativo 
de materia tributaria, ha debido comenzar su trámite en la Cámara de Re-
presentantes, tal como lo señala el inciso 4 del artículo 154 C.P., y no en la 
Comisión Tercera del Senado donde inició su trámite. En consecuencia exis-
te un vicio de procedimiento que no puede pasar inadvertido para la Corpo-
ración”. Ver también sentencias C-955/00 y C-058/02.
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IV. PRESENTACIÓN DE LA INICIATIVA 
LEGISLATIVA EN LA SECRETARÍA 
GENERAL DE UNA U OTRA CÁMARA

Después de presentado el proyecto de ley o de acto legislativo, el se-
cretario general debe elaborar el auto de sustanciación o de reparto 
a la comisión constitucional pertinente de la iniciativa, el cual acom-
paña el original del proyecto de ley. Dicho auto contiene:

• la designación de la Comisión Constitucional que por la especia- 
lidad estudiará en primer debate el respectivo proyecto de ley;

• la orden de publicación en la Gaceta del Congreso del proyecto 
de ley.

El auto de sustanciación es remitido al presidente de la corporación 
para que este lo suscriba de conformidad con el (artículo 144 de la 
Ley 5ª/92) y reparta el proyecto de ley a la Comisión Constitucional 
respectiva. Simultáneamente, una copia del proyecto de ley presenta-
do se envía con una copia magnética a la Imprenta Nacional para que 
se publique en la Gaceta del Congreso; el tercer ejemplar se conserva 
en la Secretaría General, Oficina de Leyes, para archivo y consulta.

Cuando el proyecto es publicado en la Gaceta del Congreso se anexa 
un ejemplar al expediente legislativo, simultáneamente el secretario 
general remite el expediente a la Comisión Constitucional competen-
te. En la Comisión, la Mesa Directiva procede a designar los ponentes
para primer debate. Es importante anotar que el expediente legislati-
vo que se remite a las comisiones constitucionales debe contener en 
ese momento del trámite el proyecto de ley original con su exposición 
de motivos, el auto de sustanciación o reparto con las respectivas fir-
mas–presidente y secretario general–, la Gaceta del Congreso donde 
se publicó el proyecto y el oficio de remisión.
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V. PRINCIPIO DE UNIDAD DE MATERIA
En este capítulo, el artículo 158 constitucional manifiesta: “Todo pro- 
yecto de ley debe referirse a una misma materia y serán inadmisibles 
las disposiciones o modificaciones que no se relacionan con ella…”. 
Con esta norma constitucional se pretende que un proyecto de ley no 
verse sobre diferentes temas debido a que eso induciría a un error 
grave, pues se terminarían discutiendo, en un proyecto de ley, temas 
inherentes a varias comisiones constitucionales. Además, como su-
cede en muchos casos, no habría conexidad entre el título del pro-
yecto y lo que finalmente se termina aprobando al facilitar que se 
introduzcan temas que afecten gravemente la constitucionalidad del 
mismo.

Corresponde al presidente de la Comisión Constitucional donde se 
estudia el proyecto rechazar las iniciativas que contraríen este prin- 
cipio; en ese orden de ideas, es el propio legislador respectivamente, 
en cada caso, el encargado de establecer los criterios con arreglo a 
los cuales se pueda verificar si en efecto hay correspondencia entre 
el título del proyecto de ley y su contenido, y si existe unidad de ma-
teria en el articulado.

Si el Congreso ha previsto por sí mismo unos límites aplicables a 
su actividad legislativa, independientemente de la competencia que 
tenga para legislar sobre ciertos temas, viola la Constitución cuando 
incluye o permite conscientemente que se incluyan cánones especí-
ficos que o bien no encajan dentro del título que delimita la materia 
objeto de legislación, o bien no guardan relación interna con el con-
tenido global del articulado.

Sobre el principio de unidad de materia, la Corte Constitucional ha 
manifestado:

“…para establecer si hay unidad temática en un determinado cuer- 
po legal no es suficiente la identificación meramente formal acer- 
ca de los asuntos tratados en él, sino que es menester verificar si 
entre ellos existe una concatenación sustancial en cuya virtud el 
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legislador los integre sistemáticamente, excluyendo aquellos que 
no guardan relación alguna con la cuestión predominante dentro 
del conjunto normativo”3.

Dicha tesis fue reiterada además en la Sentencia C-568/97, en la 
cual se expresa:

“el artículo 169 de la Constitución Política dispone que ‘el título 
de las leyes deberá corresponder precisamente a su contenido’ y 
el artículo 158 superior preceptúa que ‘Todo proyecto de ley debe 
referirse a una misma materia’ y que ‘serán inadmisibles las dis- 
posiciones o modificaciones que no se relacionen con ella.

…El propósito que subyace a la consagración en el texto de la Carta 
del principio de unidad de materia es el de lograr la racionalización 
y tecnificación del proceso legislativo, en forma tal que la discusión 
y la aprobación del articulado que se somete a la consideración del 
Congreso de la República se ordenen alrededor de un ‘eje central’ 
en relación con el cual todas las partes de un proyecto de ley han 
de guardar necesaria coherencia y armonía”4.

El cabal acatamiento del reseñado principio no solo facilita la tarea 
de producción normativa encomendada al órgano legislativo sino que 
además redunda en beneficio de la seguridad jurídica en la medida 
en que facilita el cumplimiento de las normas por sus destinatarios, 
así como la labor de los operadores jurídicos llamados a aplicarlas 
en los casos concretos sometidos a su consideración.

Pero la Corte también ha sido enfática en señalar que el principio de 
unidad de materia no puede ser entendido de tal manera que prive de 
su contenido al principio democrático, que es de mayor importancia, 
por lo tanto se ha definido con flexibilidad el término de “materia”, 
asumido desde una óptica global que permita comprender diversos 
temas cuyo límite es la coherencia que la lógica y la técnica jurídica 

3 Corte Constitucional, Sentencia C-435/95.
4 Corte Constitucional, Sentencia C-568/97, ver también C-111/98.
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suponen para valorar el proceso de formación de la ley, de modo que 
solamente aquellos apartes, segmentos o proposiciones respecto de 
los cuales, razonable y objetivamente, no sea posible establecer una 
relación de conexidad causal, teleológica, temática o sistemática con 
la materia dominante de la misma, deben rechazarse como inadmi- 
sibles si están incorporados en el proyecto o declararse inexequible 
si integran el cuerpo de la ley.

Con el análisis realizado, se evidencia cómo es necesario y casi obli- 
gatorio que a los anteproyectos de ley se les realice un estudio previo 
por parte de una oficina especializada que pueda identificar y corre-
gir la violación entre otros del principio de unidad de materia.

VI. REPARTO A LAS COMISIONES 
CONSTITUCIONALES DE LOS PROYECTOS 
DE LEY SEGÚN LA ESPECIALIDAD

El presidente de la Cámara donde se presenta el proyecto de ley de 
conformidad con el inciso primero del artículo 144 de la Ley 5ª/92 
es quien tiene la facultad de decidir qué Comisión Constitucional es 
la competente para darle primer debate a los proyectos de ley. Para 
este reparto se debe tener en cuenta lo prescrito en la Ley 3ª/92 “Por 
la cual se expiden normas sobre las comisiones del Congreso y se 
dictan otras disposiciones”. En la mayoría de los casos dicho repar-
to es asesorado por el secretario general, por tener este un conoci-
miento más técnico-jurídico sobre los temas que conciernen a cada 
comisión.

En el reparto de las diferentes iniciativas a una u otra comisión debe 
primar siempre el principio de la especialidad establecido en el pará- 
grafo 1º del artículo 2 de la Ley 3ª/92.
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“Artículo 2.

…

Parágrafo 1. Para resolver conflictos de competencia entre las comi- 
siones primará el principio de la especialidad”.

Así mismo, el parágrafo 2 del artículo 2 dirime el posible conflicto 
que se puede presentar cuando la materia de qué trata el proyecto 
de ley no esté claramente adscrito a una comisión constitucional; por 
ejemplo, la Comisión Primera podrá conocer de “…normas genera- 
les sobre contratación administrativa…”, y la Comisión Cuarta podrá 
conocer de “…control de calidad, precios y contratación administrati-
va”. El parágrafo 2 de la citada ley lo resuelve dándole al presidente 
de la corporación dicha facultad: “…el presidente de la respectiva Cá-
mara lo enviará a aquella que, según su criterio, sea competente para 
conocer de materias afines”5.

La decisión del presidente en cuanto al reparto del proyecto de ley 
puede ser impugnada por el autor, por otros miembros de la cor- 
poración, por el presidente de la comisión que considera vulnerada 
la competencia de la misma al no asignársele a esta el estudio del 
proyecto de ley. Cuando la decisión del presidente de la cámara don-
de inicia el proyecto es impugnada, este deberá tomar la decisión 
que considere más acertada, resolviendo de plano o recurriendo a 
nombrar una “subcomisión accidental” que deberá presentar un in-
forme a la Plenaria de la corporación sugiriendo cuál es la comisión 
competente para estudiar el proyecto. Sin embargo, la decisión to-
mando como base el informe de la subcomisión, lo tiene la Plenaria, 
la cual puede aceptar o no el mismo. Dicha decisión puede también 
ser impugnada por cualquier miembro (senador o representante a la 
Cámara) de la corporación donde se debate el problema, solicitando 
que el conflicto sea resuelto por el Consejo de Estado.

De conformidad con la última decisión tomada, el presidente del Se-
nado (presidente del Congreso) remite la consulta al Ministerio del 

5 Corte Constitucional, Sentencia C-325/2009; ver también C-975/2002, 
C540/2001, C-025/1993. 
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Interior para que este, a su vez, si lo estima pertinente, eleve la con-
sulta al Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. La Sala, 
ha emitido varios conceptos sobre conflicto de competencia de las 
comisiones constitucionales dando prevalencia al principio de la es-
pecialidad. Dichos conceptos no son obligatorios, pero en todos los 
casos han sido aceptados por el Congreso otorgando la competencia 
a la comisión constitucional que manifestó el Consejo de Estado era 
la pertinente6.

No siempre las consultas sobre competencia de las comisiones cons- 
titucionales para estudiar uno u otro tema llegan hasta el Consejo 
de Estado. A criterio del Ministerio del Interior, las consultas sobre 
competencia de una u otra comisión se pueden resolver tomando de 
manera análoga otro concepto con igual significado.

El reparto de los proyectos de ley no debe en ningún momento obe-
decer a criterios personalistas, partidistas o subjetivos de ninguna 
persona que intervenga en este reparto (congresista, autor del pro-
yecto, o personal administrativo), porque de lo contrario se podría vi-

6 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto No.725 del 19 
de septiembre de 1995. “La Sala de Consulta y Servicio Civil radicación No. 
725, consejero ponente Javier Henao Hidrón. Referencia: ‘Consulta sobre 
conflicto de competencia entre comisiones constitucionales permanentes’ 
afirmó: ‘Criterio de interpretación de competencia, la misma Ley 3ª de 1992 
establece que para resolver conflictos de competencia entre las comisiones 
permanentes, primará el principio de la especialidad y, además, que cuan-
do la materia de la cual trate el proyecto de ley no esté claramente adscrita 
a una comisión, el presidente de la respectiva cámara lo enviará a aquella 
que, según su criterio, sea competente para conocer de materias afines. 
Por su parte, el Reglamento del Congreso, contenido en la ley 5ª de 1992, 
considera que sus fuentes de interpretación son las normas que regulan 
casos, materias o procedimientos semejantes y, en su defecto, la jurispru-
dencia y la doctrina constitucional. En cuanto a los conflictos de competen-
cia planteados, atinente a la reglamentación del ejercicio de profesiones 
(químico farmacéutico, enfermería, agronomía, etc.), se hace indispensable 
el análisis de la naturaleza, contenido y alcance de cada uno de los proyec-
tos individualmente considerados”.
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ciar el trámite de la iniciativa, siendo este un posible vicio de trámite 
insubsanable.

Para ilustrar esta situación, citemos el caso particular en el cual, 
ante la Cámara de Representantes, fue presentado el proyecto de 
ley No. 186 de 1996 Cámara - 229 de 1997 Senado “Por medio del 
cual se crea el Estatuto Especial para el desarrollo sostenible del 
departamento del Amazonas y se dictan otras disposiciones”. El au-
tor del proyecto fue el representante a la Cámara, doctor Hernando 
Zambrano Pantoja, que en ese momento era miembro de la Comisión 
Cuarta Constitucional de la Cámara de Representantes. Este solicitó 
que el proyecto fuera remitido a dicha Comisión, accediendo a dicha 
petición el presidente de la Cámara de ese entonces. Oportunamente 
se le hizo saber al presidente que esa comisión no era la competente 
y que el proyecto de ley debería tramitarse en la Comisión Primera 
(Organización Territorial). El proyecto de ley finalmente se repartió a 
la Comisión Cuarta de la Cámara donde fue aprobado, posteriormen-
te en la Plenaria de la misma corporación; así mismo fue aprobado 
en la Comisión Cuarta y Plenaria del Senado. Terminado su trámite 
legal (cuatro debates), finalmente el proyecto se remitió para sanción 
presidencial donde fue objetado por vicios de inconstitucionalidad in-
subsanables, objeción que consistía en la indebida tramitación y la 
aprobación en una comisión no competente, al haber sido aprobado 
en primer debate por las comisiones cuartas de ambas corporacio-
nes, no teniendo ellas competencia para esto puesto que la aproba-
ción debió haber sido por parte de las comisiones primeras, como 
se dijo anteriormente. Además, ya habían transcurrido más de dos 
legislaturas, (artículo 190 de la Ley 5ª de 1992), tiempo máximo para 
la aprobación de un proyecto de ley. Quiere esto decir que el vicio era 
insubsanable, también por vencimiento de términos legislativos. El 
proyecto finalmente se archivó.

Dentro del proceso de reparto de los proyectos de ley suele suceder 
que con la iniciativa se quiera modificar parcialmente una ley, lo que 
lleva a que el título y una parte importante del proyecto sean compe-
tencia, por ejemplo, de la Comisión Tercera Constitucional, pero la 
ley que se pretende modificar sea parcialmente estudiada en primer 
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debate por las comisiones primeras de ambas corporaciones. Aquí 
es importante tener en cuenta la especialidad: la duda se debe resol-
ver a partir de la finalidad de la ley y no con base en un criterio cuantita-
tivo o matemático.

Finalmente, y en resumen, la Corte Constitucional ha establecido 
ciertos parámetros para determinar cuándo una comisión es compe-
tente para conocer sobre un tema y, si su competencia es imprecisa, 
cómo debe el legislado resolver tal situación. Veamos qué dijo la Cor-
te en la Sentencia C-540 de 2001:

“1. No se pone en riesgo ningún precepto constitucional cuando se 
decide que un proyecto de ley que ofrece duda razonable acerca de 
su materia dominante y, por lo tanto, de la comisión competente 
para aprobarlo en primer debate, sea tramitado en una u otra co- 
misión permanente, máxime si se tiene en cuenta que lo relativo 
a la distribución del trabajo legislativo fue deferido por la Consti- 
tución Política a la ley. 2. La manera como el legislador reguló la 
solución de los casos en que exista duda sobre la materia predo- 
minante en un proyecto de ley fue asignándole poder de decisión 
al presidente de la respectiva cámara para que, según su criterio, 
remita el proyecto a la comisión que considere competente. 3. Si 
es procedente la aprobación de proyectos de ley en primer debate 
en una comisión permanente con competencia diferente al tema 
de discusión, será de mayor aceptación el reparto en una u otra 
comisión cuando se trata de proyectos que ofrecen duda razona-
ble acerca de su materia dominante. 4. Todos los miembros del 
Congreso tienen la oportunidad de hacer seguimiento al trámite en 
primer debate de los diferentes proyectos de ley y pueden plantear 
modificaciones, adiciones o supresiones a la comisión respectiva, 
así no hagan parte integrante de ella, lo cual compagina en el gra-
do de flexibilidad relativa que la Constitución asigna al trámite en 
primer debate de los proyectos de ley”7.

7 Corte Constitucional, Sentencia C-540/2001. Ver también Sentencia 
C-011/2013 (Inexequible Ley 1520 de 2012, conocida como “Ley Lleras”).
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VII. ACUMULACIÓN DE PROYECTOS

De conformidad con el artículo 151 de la Ley 5ª/92, cuando a una 
comisión llegare un proyecto de ley que se refiera al mismo tema de 
un proyecto que se encuentre en trámite, el presidente lo remitirá, 
con la debida fundamentación, al ponente inicial para que proceda a 
su acumulación si no ha sido aún presentado el informe respectivo. 
Solo podrán acumularse los proyectos antes de presentar la ponen-
cia para primer debate.

Así mismo, el artículo 152 de la citada ley establece que los proyectos 
de ley presentados en las cámaras sobre la misma materia que cur-
sen simultáneamente podrán acumularse por decisión de sus presi-
dentes y siempre que no haya sido presentada ponencia para primer 
debate.
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El Estado de Derecho se funda en la responsabilidad de los actos 
de sus órganos y autoridades. La interdicción de la arbitrariedad y 
la protección de la libertad no serían posibles si rigiera un princi-
pio contrario. Igualmente, la certeza y la seguridad jurídica reclaman 
que las personas puedan conocer el contenido de las normas. El pue-
blo, como titular originario de la soberanía, debe estar siempre en 
posibilidad de establecer la existencia y vigencia de las leyes, tanto 
para asegurar su cumplimiento, como para controlar que las normas 
sobre su expedición se cumplan cabalmente.

Coincidimos con Biglino en que…

“la decisión parlamentaria debe ser siempre producto de una dis- 
cusión, y deliberación parlamentaria”1.

1 BIGLINO CAMPOS, P. Enciclopedia Jurídica Básica Civitas, Madrid, p. 5394: 
“El principio de publicidad se proyecta sobre el ámbito de actuación de otros 
órganos del Estado, desde su origen se configura como un REQUISITO IN-
DISPENSABLE PARA LA ELABORACIÓN DE LAS NORMAS. Es necesario 
destacar que, cuando la norma es elaborada por un órgano de naturale-
za representativa, el principio de publicidad impone que los electores co-
nozcan no solo el sentido de la decisión tomada por sus representantes, 
sino también el proceso a través del cual se ha llegado a dicho acuerdo. 
La publicación de las normas permite que el contenido de la norma se fije 
de forma auténtica y permanente, lo que constituye la garantía de que los 
ciudadanos puedan conocer el sentido de la norma que regula sus propios 
comportamientos.”

 “En el derecho administrativo y constitucional moderno la tendencia, de 
origen germánico, considera que la publicación es la manifestación de la 
existencia de la norma. Por ello una norma no publicada debe considerar-
se inexistente porque todavía no ha ingresado en el ordenamiento. Dicha si- 
tuación impide radicalmente su aplicación, dado que ningún operador jurí- 
dico puede aplicar algo que todavía no existe. Pero además, la publicación, 
por ser un requisito de procedimiento impuesto en el ordenamiento, debe 
considerarse como un elemento de validez de la norma elaborada. Las in- 
fracciones de lo previsto en el ordenamiento acerca de la forma en que la 
publicación debe realizarse puede constituir vicios capaces de provocar la 
invalidez y, por lo tanto, la nulidad de la norma”. 
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I. DESIGNACIÓN DE PONENTES
De conformidad con lo previsto en el artículo 150 de la Ley 5ª/92 
–LORC–, la designación de los ponentes para primer y segundo de-
bate es facultad de la Mesa Directiva de la respectiva comisión. De-
pendiendo de la importancia y del tamaño del proyecto de ley o de 
acto legislativo, estos pueden tener uno o varios ponentes; si son 
varios los ponentes, habrá un coordinador encargado de organizar 
el trabajo. En la modificación realizada por el artículo 14 de la Ley 
974 de 2005, “Ley de Bancadas”, “cuando la ponencia sea colectiva 
la Mesa Directiva debe garantizar la representación de las diferentes 
bancadas en la designación de los ponentes.” Por lo general, cuando 
hay varios ponentes designados, el partido político o coalición ma-
yoritaria en la comisión tendrá un grupo mayoritario de ponentes. El 
autor de un proyecto de ley podrá ser ponente del mismo cuando se 
debata en la comisión a la cual pertenece, no hay ninguna norma que 
lo prohíba.

Designados los ponentes, estos tienen entre cinco y quince días (ar-
tículo 150, Ley 5ª/92 –LORC–) para estudiar y presentar la ponencia 
en original y dos copias y en CD al presidente de la comisión. Este 
debe remitir la ponencia a la Secretaría General, Oficina de Leyes, de 
la corporación donde inició su trámite para que el secretario gene-
ral envíe la ponencia a la Imprenta Nacional para su publicación en 
la Gaceta del Congreso y poder ser anunciada y debatida en primer 
debate.

El artículo 153 de la Ley 5ª/92 –LORC–, así mismo establece que el 
ponente presentará las ponencias tanto de primero como de segundo 
debate dentro del plazo que le hubieren señalado, teniendo en cuenta 
la urgencia del proyecto y el volumen de trabajo de la comisión; pero 
muchas veces el término para presentar las ponencias se amplía so-
licitando una prórroga por parte de los ponentes para presentar la 
ponencia. Esta prórroga puede obedecer a la necesidad de una mayor 
socialización con la sociedad civil, realización de foros o audiencias 
públicas que alimenten la ponencia, o necesidad de más tiempo para 
analizar diferentes estudios sobre el tema.
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II. PRESENTACIÓN Y CONTENIDO DE LA 
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE

Las ponencias para primer debate deberán presentarse en original, 
dos copias y CD y se radicarán en la Secretaría de la comisión respec-
tiva donde se encuentre en trámite el proyecto de ley.

En la ponencia se debe explicar el contenido del proyecto de ley, su 
importancia y necesidad, o su inconveniencia y posible inconstitu- 
cionalidad (cuando se presenta ponencia negativa o de archivo del 
proyecto de ley). Junto con la ponencia debe incluirse el pliego de 
modificaciones si es que en la ponencia se proponen modificaciones 
al articulado inicial; posteriormente, el texto definitivo que se propo-
ne para primer debate con las modificaciones incluidas.

En la ponencia se pueden introducir todas las modificaciones que los 
ponentes estimen convenientes. Estas modificaciones pueden ser en 
el sentido de adicionar, suprimir, modificar algún o algunos artículos, 
o solicitar el archivo del proyecto.

Se propone el siguiente formato para una presentación correcta y 
coherente de las ponencias, tanto para primero, como para segundo 
debate.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 235 
DE 2022 CÁMARA

“POR MEDIO DE LA CUAL SE PROTEGE A LAS GENERACIONES 
PRESENTES Y FUTURAS CONTRA LAS GRAVES CONSECUENCIAS 
SANITARIAS, SOCIALES, AMBIENTALES Y ECONÓMICAS DEL CON- 
SUMO DE TABACO Y DE LA EXPOSICIÓN AL HUMO DEL MISMO.”

Referencia: Informe de ponencia para primer debate al proyecto 
de ley No. 235 de 2014 Cámara.
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Se debe realizar una exposición que debe contener los siguientes 
puntos:

a. Cuáles son las normas constitucionales o legales que soportan 
el proyecto de ley.

b. Exposición de la conveniencia social, económica, política, jurídica 
del p.l.

c. Derecho comparado (leyes, decretos, jurisprudencia de otros 
países).

d. Estudios o documentos de instituciones nacionales o extranjeras 
sobre el tema.

e. Normas que se modifican, si las hay.

f. Explicar cada una de las modificaciones al articulado si las hubiere…

g. Se termina el informe de la ponencia con una proposición que 
debe decir:

No olvidar el cumplimiento de la Ley 2003 de 2019 y la inclusión en la 
motivación de las ponencias la declaración de impedimento de que 
tratan los artículos 286 y 291 de la Ley 5/92.  

PROPOSICIÓN

Por todas las consideraciones anteriores, solicito(amos) a los miem- 
bros de la Comisión Séptima de la Cámara de Representantes DAR 
(APROBAR) en primer debate la ponencia al proyecto de ley No. 235 
de 2022 Cámara “Por medio de la cual se protege a las generacio-
nes presentes y futuras contra las graves consecuencias sanitarias, 
sociales, ambientales y económicas del consumo de tabaco y de la 
exposición al humo del mismo”, junto con el pliego de modificaciones 
y el texto definitivo que se propone para primer debate adjuntos.

Del (de los) Honorable(s) Representante(s) a la Cámara,  
Nombre(s y firma(s)…
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PLIEGO DE MODIFICACIONES

PLIEGO DE MODIFICACIONES PROYECTO DE LEY NO. 235

DE 2022 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE PROTEGE 
A LAS GENERACIONES PRESENTES Y FUTURAS CONTRA 
LAS GRAVES CONSECUENCIAS SANITARIAS, SOCIALES, 

AMBIENTALES Y ECONÓMICAS DEL CONSUMO DE TABACO Y 
DE LA EXPOSICIÓN AL HUMO DEL MISMO”

Artículo 1. Definiciones
…

En el literal 1) adicionar la palabra de tabaco después de las palabras 
elemento de marca, para así hacer claridad a qué producto se hace 
referencia.

En el mismo literal suprimir la palabra el eslogan; esta palabra 
no hace referencia al producto, ya que este se reconoce por otros 
símbolos.

El literal quedará así:

1. Elemento de la marca de tabaco: incluye la marca de fábrica, la 
marca registrada, el nombre comercial, el aspecto distintivo, el 
logotipo, el arreglo gráfico, el diseño, el eslogan (se suprime), el 
símbolo, el lema, el mensaje de venta, el color reconocible o com- 
binación de colores reconocible, u otros indicios de la identifica- 
ción de productos idénticos o similares a los (o identificables con 
aquellos) utilizados para cualquier marca de producto de tabaco.

2. Los artículos 2, 3 y 4 quedarán iguales al proyecto de ley

3. Artículo 5. Protección contra la exposición al humo de tabaco

 En el primer inciso del artículo suprimir la frase o de ningún lugar 
público, y cambiarla por la siguiente: y lugares públicos cerrados. 
Este cambio ayudará a entender más exactamente cuáles son los 
lugares en los cuales no se puede fumar, el inciso quedará
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 así: Artículo 5. Protección contra el humo de tabaco. Nadie fumará 
tabaco ni sostendrá tabaco encendido en áreas cerradas interiores, 
en ningún lugar de trabajo abierto al público, y lugares públicos 
cerrados.

4. El artículo 6 quedará igual

Del (de los) Honorable(s) Representante(s) a la Cámara, 
Nombre(s) y firma(s)…

TEXTO QUE SE PROPONE PARA PRIMER DEBATE  
EN LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL

PERMANENTE DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES  
AL PROYECTO DE LEY 235 DE 2022 CÁMARA

“POR MEDIO DE LA CUAL SE PROTEGE A LAS 
GENERACIONES PRESENTES Y FUTURAS CONTRA LAS 

GRAVES CONSECUENCIAS SANITARIAS, SOCIALES, 
AMBIENTALES Y ECONÓMICAS DEL CONSUMO DE TABACO  

Y DE LA EXPOSICIÓN AL HUMO DEL MISMO”

“El Congreso de Colombia Decreta”

Artículo 1. Definiciones

Artículo 3.

Artículo 6. Vigencia y derogatoria

NOTA: se transcribe el articulado completo con las modificacio- 
nes, adiciones o supresiones propuestas.

Del (de los) Honorable(s) Representante(s) a la Cámara,  
Nombre(s) y firma(s)…

La Corte Constitucional al respecto ha dicho:
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“En las ponencias debe explicarse todo lo referente al proyecto de 
ley, si tiene un pliego de modificaciones, estas deben explicarse y 
no se debe enviar a publicar la ponencia con un resumen sucinto, 
como muchas veces se acostumbra”2.46

III. PUBLICACIÓN Y PUBLICIDAD DE 
LAS INICIATIVAS LEGISLATIVAS

De conformidad con el artículo 144 de la Ley 5ª/92 –LORC–, podemos 
manifestar que la iniciativa legislativa aflora a la luz pública cuando 
es publicada en la Gaceta del Congreso. A partir de ese momento deja 
de ser un tema cerrado o vedado y puede ser conocido por toda la 
ciudadanía.

Con respecto a la publicación de los proyectos de ley, sus ponencias, 
los textos definitivos, y las actas de las sesiones, su propósito funda- 
mental, es poner en conocimiento de todos los miembros del Con-
greso, y de la población en general, el estudio preliminar realizado 
por los autores de las iniciativas y los ponentes con el fin de que unos 
y otros puedan evaluar y analizar con la debida anticipación las nor-
mas que serán objeto de estudio, tanto en las comisiones como en 
las plenarias de las cámaras. De esta manera, todos los actores que 
intervienen, de una u otra manera en la formación de la futura ley, in-
teresados, miembros del Congreso y no miembros puedan tener una 
mayor y mejor ilustración sobre los asuntos que se sujetan a su apro-
bación y así participar activamente en los debates correspondientes.

Dado que el Reglamento del Congreso Ley 5ª/92 –LORC– no consa- 
gra expresamente una disposición en la que se ordene la publicación 
del informe de la ponencia para segundo debate, en acatamiento a 
lo dispuesto en el artículo 185 del mismo ordenamiento debe apli-
carse por analogía el precepto que regula este mismo asunto para el 
primer debate. Esto es, el artículo 156 ibídem que ordena publicar la 

2 Corte Constitucional, Sentencia C-385-97. 
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ponencia en la Gaceta del Congreso dentro de los tres (3) días siguien-
tes a su presentación.

Debemos tener en cuenta que está permitida la reproducción mecá-
nica (fotocopia) de la ponencia para primer o segundo debate para 
agilizar el trámite del proyecto de ley, la cual deberá ser distribuida 
entre los miembros de las cámaras, “sin perjuicio de su posterior y 
oportuna reproducción en la Gaceta del Congreso”3. Con esta afirma-
ción se establece que así se debata la ponencia con fotocopias, no 
debe omitirse la publicación de la Gaceta del Congreso, pero esta fór-
mula conlleva en muchos casos a que se debata la ponencia sin que 
la conozcan todos los miembros de la comisión o una parte impor-
tante de la plenaria, lo que lleva, indirectamente, a violar el principio 
de publicidad.

Los debates deben tener toda la ritualidad necesaria, para garantizar 
que no se viole ningún principio ni derecho fundamental, no solo de 
los congresistas, sino, y es lo más importante, de la población en ge-
neral, que encuentra en la Gaceta del Congreso un mecanismo para 
enterarse de lo que en el Congreso se debate, se propone y finalmen-
te se aprueba.

Finalmente, digamos que siempre se debe garantizar que antes de 
los debates respectivos, tanto en comisión como en plenarias, las 
ponencias deben estar publicadas en la Gaceta del Congreso o en fo-
tocopias, para evitar posibles vicios de trámite.

IV. ANUNCIO DE LOS PROYECTOS DE LEY Y DE 
ACTO LEGISLATIVO PREVIO AL DEBATE

El Acto Legislativo 01 del 3 de julio de 2003, en su artículo 8º, intro-
dujo un nuevo inciso en el artículo 160 de la C.P., el cual establece 
una nueva regla antes de que se voten los proyectos, tanto en las 
comisiones como en las plenarias, el cual establece:

3 Corte Constitucional, Sentencia C-168-2012. 
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“Ningún proyecto de ley será sometido a votación en sesión dife- 
rente a aquella que previamente se haya anunciado. El aviso de 
que un proyecto será sometido a votación lo dará la presidencia 
de cada cámara o comisión en sesión distinta a aquella en la cual 
se realizará la votación”.

Dicho artículo establece un nuevo comportamiento para poder votar 
un proyecto, impidiendo manipulaciones y que se vote de manera in-
tempestiva un proyecto de ley que no se conoce, como sucedía mu-
chas veces. Es un tipo de alerta de qué se votará y cuándo, así todos 
los interesados estarán atentos al trámite y votación de una iniciativa.

“Cuando el anuncio de que un proyecto de ley se votará en la si- 
guiente sesión se omita en el primer o segundo debate y no se 
subsane, antes de los siguientes debates el vicio sería un vicio in- 
subsanable, y si el anuncio se omite en el tercer o cuarto debate 
el vicio puede ser subsanable”4.

La Corte Constitucional, en el Auto 119 de 2007, ha reiterado el pre- 
cedente fijado en el Auto 053 del 28 de febrero de 2007, acogido a su 
vez en el Auto 078 del mismo año, y ha precisado el alcance y forma 
correcta de aplicar el anuncio previo de los proyectos de ley sin co-
meter errores en el procedimiento que puedan conllevar a un posible 
vicio de trámite, por esto citaremos la parte pertinente del Auto 119 
para una mayor ilustración:

“Siguiendo el tenor literal del inciso 5° del artículo 160 Superior, 
la Corte ha sostenido que la exigencia del anuncio reúne los si- 
guientes presupuestos fácticos, los cuales deben ser observados 
por el Congreso y posteriormente verificados por el órgano de 
control constitucional: (i) que se anuncie la votación del proyecto 
en cada uno de los debates reglamentarios; (ii) que el anuncio lo 
haga la Presidencia de la cámara o de la respectiva comisión en 
una sesión diferente y previa a aquella en la cual debe realizarse 

4 Corte Constitucional, Sentencia C-579/2006. 
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la votación del proyecto; (iii) que la fecha de la votación sea cierta, 
determinada o, en su defecto, determinable; y (iv) que el proyec- 
to no sea votado en sesión distinta a la anunciada previamente.

El anuncio debe permitir determinar la sesión futura en la cual va 
a tener lugar la votación del proyecto de ley en trámite, de mane- 
ra que la imposibilidad para establecer la sesión en que habría de 
tener ocurrencia dicho procedimiento hace de aquél un anuncio 
no determinado ni determinable y, en consecuencia, contrario al 
requisito previsto en el artículo 160 de la Carta.

Para verificar el requisito del anuncio es necesario señalar la fe- 
cha exacta de la sesión en que va a llevarse a cabo la votación; se 
requiere que por lo menos dicha fecha sea determinable. Con el 
fin de establecer lo que debe entenderse por “determinable” en el 
contexto del anuncio. Ha señalado esta Corporación que expre- 
siones como “para la siguiente sesión” o “en la próxima sesión” son 
suficientes para considerar que sí se definió la fecha y sesión en 
la cual el proyecto de ley en trámite debe ser votado y, por tanto, 
para considerar cumplido el requisito de aviso previo.

Cuando la votación de un proyecto se aplaza indefinidamente de 
manera que no se lleva a cabo en la sesión para la cual fue anun- 
ciada, es deber de las mesas directivas continuar con la cadena de 
anuncios; es decir, reiterar el anuncio de votación en cada una de 
las sesiones que antecedan a aquella en que efectivamente se lleve 
a cabo la aprobación del proyecto, si no se cumple con la secuen- 
cia temporal del aviso; cuando por razones de práctica legislativa 
el debate y votación de un proyecto se aplaza indefinidamente, se 
entiende que la votación se realizó en una sesión distinta a la que 
fue anunciada, incumpliéndose el requisito previsto en el artículo 
160 de la Carta Política.

Sobre el particular, ha señalado la Corte que, a pesar de presen- 
tarse el fenómeno de la ruptura de la cadena de anuncios res- 
pecto de un proyecto de ley cuya votación se ha venido aplazando 
indefinidamente, no se incurre en un vicio de inconstitucionalidad 
por desconocimiento del artículo 160 Constitucional, cuando en la 
sesión inmediatamente anterior a aquella en que se surte la apro-
bación del proyecto, ‘el mismo fue específicamente anunciado para 
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ser sometido a votación en dicha sesión’. Si esto último no tiene 
ocurrencia, es decir, si además de romperse la cadena de anuncios 
el proyecto aplazado indefinidamente se vota sin haberse anun-
ciado tal hecho en la sesión inmediatamente anterior, se entiende 
que se ha incumplido el requisito de ‘anuncio’ previo consagrado 
en el artículo 160 Superior”5.

V. DEBATES Y DELIBERACIÓN
Las sesiones ordinarias pueden ser convocadas por los presidentes 
de las comisiones o de las cámaras por derecho propio, es decir, que 
no dependen de la convocatoria o citación por parte del Gobierno o 
de otro órgano, con excepción de las convocatorios para estudiar un 
proyecto de ley con mensaje de urgencia para aprobar un proyecto 
de ley en sesiones conjuntas o citación para sesiones extraordinarias 
(citadas exclusivamente por el Gobierno Nacional).

El debate exige deliberación previa e indispensable a la votación para 
llegar a ella.

Por lo tanto, definamos debate. Según el Diccionario de la Lengua 
Española, se entiende por debate, “La controversia sobre una cosa 
entre dos o más personas”; y deliberación, “Lo que se considera 
atenta y detenidamente, el pro y el contra de los motivos de una de-
cisión antes de adoptarla y la razón o sinrazón de los votos antes de 
emitirlos”.

La definición que nos trae el Reglamento del Congreso –Ley 5ª/92, 
LORC–en su artículo 94 es mucho más precisa para el caso que nos 
ocupa. Define debate como:

“Como el sometimiento a discusión de cualquier proposición o pro- 
yecto sobre cuya adopción deba resolver la respectiva corporación. 
El debate empieza al abrirlo el presidente y termina con la votación”.

5 Corte Constitucional, Auto 119 de 2007.
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De conformidad con los artículos 157 y 158 de la Ley 5ª/92 –LORC–, 
después de realizada la publicación de la ponencia para primer de-
bate, y de realizado el anuncio respectivo, se da inicio a la fase de 
debates y deliberación de las iniciativas legislativas; se procede a so-
meter a consideración de la comisión el informe con que termina la 
ponencia para primer debate. En esa instancia, el ponente toma la 
palabra para explicar la ponencia y las modificaciones que se propo-
nen; puede recibir preguntas de los demás integrantes de la comi-
sión, de personas diferentes a los congresistas que tengan interés en 
el tema que se debate, los cuales participan con voz y que en atención 
con el art. 230 de la Ley 5ª/92 –LORC– se hallan inscrito con anterio-
ridad. También pueden participar con voz los congresistas miembros 
de otras comisiones o el mismo autor de la iniciativa así pertenezca 
a otra comisión; no olvidemos que también puede participar con voz 
el representante del Gobierno (ministro, viceministro, director de de-
partamento administrativo, etc.).

Una vez discutido y aprobado el informe con que termina la ponencia 
para primer debate, se abre la discusión del articulado, que puede 
ser aprobado en bloque con las modificaciones propuestas o puede 
ser aprobado artículo por artículo, si así lo solicitare algún miembro 
de la comisión (art. 158 de la Ley 5ª/92 –LORC–). Después de apro- 
bado el articulado, se somete a consideración el título del proyecto y 
finalmente el presidente de la comisión pregunta si los congresistas 
quieren que el proyecto pase para segundo debate. Al manifestarse 
de manera afirmativa la voluntad de los miembros de que este pro-
yecto de ley tenga segundo debate, se procede a designar los ponen-
tes para segundo debate.

Nombrado el o los ponentes para segundo debate, estos pueden pro- 
poner que en este se apruebe sin modificaciones, tal cual se aprobó 
en la comisión, hacer todas las modificaciones o recomendaciones 
que consideren convenientes en relación con el proyecto que le ha 
sido repartido, e inclusive proponer que este sea archivado o negado.

En cuanto a la exigencia constitucional y legal de un cierto número 
de debates, cuatro para los proyectos de ley (artículo 157 C.P. nume- 
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rales 2 y 3 del artículo 147 de la Ley 5ª/92 –LORC–) y ocho para los 
proyectos de acto legislativo (art. 375 C.P.), es imperativo llevarlos a 
cabo, es decir, de agotarlos en su totalidad para que pueda enten-
derse que lo hecho es válido de modo tal que, si llegare a faltar uno 
de los debates exigidos, o si se surtiere sin los requisitos propios del 
mismo, según la Carta Política o el Reglamento del Congreso, quede 
viciado de inconstitucionalidad todo el trámite.

Los debates, la deliberación de una iniciativa legislativa, la forma en 
que estos se realizan, el rigor que se debe tener para la presentación 
de las ponencias, la exigencia de un número determinado de deba-
tes, no son solamente requisitos formales en la formación de la ley; 
son requisitos esenciales que se deben respetar y propender porque 
se efectúen con toda la rigurosidad que exige la ley, ya que sin ellos 
se violarían varios principios y normas constitucionales y legales, 
como el de la publicidad de los actos públicos, el de la transparencia, 
entre otros.

Los artículos 157, 158, 159, 164 y 185 de la Ley 5ª de 1992, con respec-
to a la forma y ritualidad de los debates consagradas en relación con 
los proyectos de ley son extensivas al trámite de los proyectos de acto 
legislativo por expresa remisión del artículo 227, ibídem; en cuanto 
no solo son compatibles con el trámite de las reformas constitucio-
nales sino adecuadas a él, deben ser atendidas de manera estricta.

VI. PRINCIPIO DEMOCRÁTICO 
DE CONSECUTIVIDAD

La Carta establece que todo proyecto, para ser ley, debe aprobarse en 
primer debate por las comisiones permanentes de cada cámara, y en 
ciertos eventos estas pueden sesionar conjuntamente (CP arts 157-2, 
163). El proyecto debe también ser aprobado por cada cámara en se-
gundo debate (CP art 157-3). Durante el mismo “cada cámara podrá 
introducir al proyecto las modificaciones, adiciones y supresiones 
que juzgue necesarias” (CP art 160). Una lectura integral de estos 
preceptos ha conducido a la jurisprudencia a sostener que en el pro-
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cedimiento legislativo se deben observar los principios de identidad 
flexible y consecutividad. (Corte Constitucional, Sentencia C- 784/14).

El artículo 157 de la C.P. establece que un proyecto de ley puede 
convertirse en ley de la República cuando cumple con los siguientes 
requisitos: “(i) que haya sido publicado oficialmente por el Congre-
so antes de darle curso en la comisión respectiva; (ii) que haya sido 
aprobado en primer debate en la correspondiente comisión perma-
nente de cada cámara, o en su defecto, en sesión conjunta de las co-
misiones permanentes de cada Cámara; (iii) que haya sido aprobado 
en cada cámara; y finalmente (iv) que haya obtenido la sanción del 
Gobierno Nacional”.

En concordancia, los artículos 160 y 161 de la misma C.P. consagran 
la posibilidad de que durante el segundo debate las plenarias intro-
duzcan las modificaciones, adiciones y supresiones que consideran 
necesarias para la aprobación de las leyes, y por la otra, el procedi-
miento para conciliar las discrepancias que pudieren surgir entre los 
textos legales aprobados por las cámaras.

Con respecto a la interpretación del artículo 157 y el principio de con- 
secutividad la Corte Constitucional ha expresado:

“…este impone una condición necesaria para que un proyecto se 
convierta en ley, cuál es la de que el mismo surta un total de cua- 
tro debates, que además deben darse completos e integrales para 
que lo aprobado o improbado tenga plena validez”.

De acuerdo con el principio de consecutividad, el articulado de un 
proyecto de ley tiene que surtir los cuatro debates en forma sucesiva, 
es decir, tanto en comisiones como en plenarias sin excepción. A 
partir de este principio, las comisiones y plenarias de una y otra 
cámara se encuentran obligadas a debatir y votar los distintos temas 
y materias que en un proyecto de ley se someten a su consideración, 
sin que exista la menor posibilidad de omitir el cumplimiento de esa 
función constitucional o de delegar la competencia en otra instancia 
legislativa, para que sea en esta última donde se considere el asunto 
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abandonado por la célula jurídicamente legitimada. Tal como lo ha 
venido expresando la jurisprudencia de esta Corte, en virtud del 
principio de consecutividad, ‘la totalidad del articulado propuesto 
en la ponencia presentada debe ser [entonces] discutido, debatido y 
aprobado o improbado por la comisión constitucional permanente o 
por la plenaria, según sea el caso’”6.

VII. PRINCIPIO DEMOCRÁTICO DE IDENTIDAD
Durante los debates parlamentarios debe haber coherencia en el 
contenido mismo de los proyectos presentados.

Según el principio de identidad, para que un proyecto de ley se con- 
vierta en ley de la República, es necesario que sea aprobado en cada 
uno de los debates (cuatro).

Este principio cobra relevancia como instrumento para evitar que en 
los debates en las comisiones permanentes y en las plenarias se in-
cluyan normas ajenas a la finalidad del proyecto que no tengan el 
análisis suficiente.

La Corte Constitucional en Sentencia C-198/2001 con respecto a este 
principio dijo: “…las modificaciones que se pueden introducir a los 
proyectos de ley por las plenarias y que pueden dar origen a las comi-
siones de conciliación son aquellas que están directamente vincula-
das con la materia que dio origen al proyecto de ley correspondiente. 
De esta manera, en las plenarias se pueden introducir artículos nue-
vos que, posteriormente, serán de conocimiento de las comisiones 
accidentales, siempre y cuando la materia a la que ellos se refieran 
presente un nexo sustancial con lo que se debatió y aprobó en la otra 
cámara”7.

6.  Corte Constitucional, Sentencia C1048/2004: “Demanda de inexequibilidad 
contra el parágrafo del artículo 19 de la Ley 790 de 2002. 

7. Corte Constitucional, Sentencia C-198/2001. (Objeciones presidencia- les al p.l. 
180/99 Senado – 108/99 Cámara Código de Ética Profesional de Optometría).
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Las modificaciones que se incluyen siempre deberán estar sujetas 
a dos requisitos: “que sean aprobadas posteriormente por las ple-
narias de cada una de las cámaras legislativas y que no se altere 
sustancialmente el contenido del proyecto de ley o se cambie su 
finalidad”8.

Para una mayor ilustración y claridad citaremos otro aparte de la 
Sentencia C- 1048/2004, que hace aún más clara la interpretación y 
correcta aplicación del principio democrático de identidad:

“En lo que tiene que ver con el principio de identidad, ha dicho la 
Corte que a partir de la expedición de la Constitución de 1991 el 
mismo ha sido relativizado en el sentido que cambia el criterio del 
control rígido que hasta ese momento operaba sobre la exigencia 
de que un proyecto de ley tenía que ser el mismo durante el cur- 
so de los cuatro debates reglamentarios. Bajo el actual esquema 
constitucional, el objetivo del principio de identidad no es lograr 
‘que un determinado precepto incluido en un proyecto de ley deba 
permanecer idéntico desde que se inicia el trámite legislativo has- 
ta que este termina, sino que entre los distintos contenidos nor- 
mativos que se propongan respecto de un mismo artículo exista la 
de bida unidad de materia’. Lo que persigue el aludido principio es 
que las ‘cámaras debatan y aprueben regulaciones concernientes 
a las materias de que trata la ley, esto es, que exista identidad en 
el contenido material de las disposiciones y no que se atengan al 
contenido de los proyectos y que se abstengan de considerar los 
distintos desarrollos de que tal contenido es susceptible’. En esta 
línea, el artículo 160 Superior autoriza a cada cámara para que 
durante el segundo debate pueda introducir al proyecto las mo- 
dificaciones o adiciones que juzgue necesarias, esto es, la posibi- 
lidad de que bajo una de esas dos formas se adicionen artículos 
nuevos al proyecto que viene siendo considerado.

8. Corte Constitucional, Sentencia C-198/2001 
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5.2.5. No obstante, también la jurisprudencia ha aclarado que la 
relativización del principio de identidad no puede entenderse en 
sentido absoluto o ilimitado hasta el punto que lo haga del todo 
nugatorio ya que la posibilidad de introducir modificaciones a los 
proyectos de ley solo resulta constitucionalmente viable cuando ‘el 
asunto o materia a que se refiere haya sido objeto de aprobación en 
primer debate’. En palabras de la Corte, “no puede la plenaria de una 
de las cámaras incluir un artículo nuevo si el mismo no guarda unidad 
temática con el tema que se ha debatido y aprobado en las comisiones, 
toda vez que en ese caso se desconocería la Constitución”9.
 

VIII. TIPO DE PROPOSICIONES Y SU 
IMPORTANCIA EN LA APROBACIÓN DE 
LAS INICIATIVAS LEGISLATIVAS

A. Definición

Por proposición se entiende toda propuesta mediante la cual se 
pretenda influir en las iniciativas legislativas propias o que provie- 
nen de otros titulares al solicitar su rechazo, modificación parcial 
o total, o la adición de cuestiones no previstas.

Las proposiciones constituyen un instrumento para el ejercicio de 
la función de la oposición, ya que permiten contraponer las propias 
concepciones a las que predominan en las cámaras y en el Gobierno.

Para los miembros de la mayoría, las proposiciones cumplen otro  
papel. Constituyen preferentemente el medio esencial para interve-
nir en el procedimiento legislativo y contraponer de alguna manera 
el protagonismo desempeñado por el Gobierno mediante la presen-
tación de proyectos de ley.

9. Corte Constitucional, Sentencia C-1048/2004. 
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De conformidad con el artículo 114 de la Ley 5ª/92, existe en el pro- 
cedimiento legislativo colombiano un conjunto de proposiciones que 
de una u otra manera influyen en el proceso que se sigue en la apro- 
bación de los proyectos de ley o de acto legislativo. La siguiente es la 
clasificación de las proposiciones.

B. Clase de proposiciones (art.  
 114 Ley 5ª/92 –LORC–)
a. Proposición principal: Es la que se presenta por primera vez a 

consideración de una comisión o de una de las cámaras (la que 
contiene la ponencia).

PROPOSICIÓN

En consideración a los argumentos anteriormente expuestos, pro-
pongo a la Comisión Sexta de la Cámara de Representantes DAR 
(APROBAR) en PRIMER DEBATE el proyecto de ley No. 155 de 2021 
Cámara “por medio de la cual…”

b. Proposición sustituta: Es la que tiende a reemplazar a la principal 
y se discute y decide primero en lugar de la principal. Aprobada 
esta, desaparece la principal.

c. Proposición suspensiva: Es la que tiene por objeto suspender el 
debate mientras se considera otro asunto que deba decidirse con 
prelación.

c. Proposición modificativa: Es la que aclara la principal; varía su 
redacción sin cambiarle el contenido esencial de la misma (aditiva, 
supresiva).
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e. Proposición especial: Es la que no admite discusión, y puede 
presentarse oralmente. Se considera la de suficiente ilustración 
si el tema está claro y es necesario entrar a votar; la de sesión 
permanente que se presenta después de cuatro horas de sesión 
y solicita que se continúe con el debate indefinidamente; y la de 
alteración del orden del día.

Se debe tener en cuenta que no se puede presentar una proposición 
sustitutiva de sustitutiva, ni modificativa de modificativa, ni suspensi-
va de suspensiva, ni más de una proposición de las contempladas en 
este artículo fuera de la principal.

A la luz del artículo 114 de la Ley 5ª/92 –LORC–, existe una variedad 
de proposiciones. Lamentablemente, cuando se presentan a consi-
deración de las comisiones constitucionales o de las plenarias de 
ambas cámaras, no se exige que estas expresen qué tipo de propo-
sición es, creando muchas veces una gran confusión, porque no se 
sabe si se propone la adición, modificación, supresión de un artículo 
o si se suspende el debate, etc. Esto es importante, ya que saber qué 
tipo de proposición se somete a consideración evitaría discusiones 
sin sentido, porque al momento de leerse se enunciaría qué tipo de 
proposición es y sería más claro y transparente el proceso de discu-
sión y aprobación.

C. Requisitos necesarios para que  
 se estudie una proposición
Según el artículo 113 de la Ley 5ª/92 –LORC–, las proposiciones de-
ben presentarse por escrito y firmadas por su autor, sin necesidad 
de estar motivadas. Puesta en discusión, el autor de la proposición 
podrá hacer uso de la palabra para sustentarla.

Al momento de presentar las proposiciones, estas deberían ser cla-
ras, expresar exactamente qué número de artículo se pretende mo-
dificar, suprimir o adicionar (Modifíquese el artículo 5); el número y 
nombre



119

completo del proyecto de ley a que se refiere la proposición; y el nom-
bre legible del autor de la proposición con su firma.

Ejemplo de cómo debe presentarse una proposición:

PROPOSICIÓN SUSTITUTIVA

Modifíquese el artículo 25 del proyecto de ley No. 025 /2022 Cámara - 
87/2023 Senado “Por medio de la cual…”, el cual quedará así:

“Artículo 25 .....................................................................................”

NOMBRE AUTOR(ES) 

FIRMA(S)  

Representante a la Cámara (Senador de la República)

Las proposiciones aprobadas en las comisiones constitucionales y en 
las plenarias se deben anexar a los expedientes de los proyectos de 
ley.

El artículo 115 de la Ley 5ª/92 –LORC–, establece las condiciones 
para que una proposición pueda ser discutida:

• No se admitirá la modificación sustitutiva de todo el proyecto, es 
decir no se admitirá que haya cambio sustancial en el sentido del 
proyecto.

• Propuesta una modificación, no será admitida otra hasta tanto la 
respectiva cámara no resuelva sobre la primera.

• Negada una proposición de modificación, continuará abierta la 
discusión sobre la disposición original; sobre ella podrá plantearse 
una nueva y última modificación.

Cuando se cierra la discusión sobre un artículo y las modificaciones 
propuestas, el presidente de la comisión constitucional o el presiden-
te de la plenaria preguntan:
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“¿adopta la comisión (o plenaria según el caso) el artículo propuesto?”

Si se trata de un artículo original; pero si se aprueba una modificación, 
preguntará:

“¿adopta la comisión (o plenaria según el caso) la modificación 
propuesta?”

Aprobado el articulado de un proyecto, el presidente dispondrá que el 
secretario dé lectura al título del proyecto, y preguntará seguidamente:

“¿aprueban los miembros de la comisión (o corporación, si se trata en 
sesión plenaria) el título leído?”

El título del proyecto de ley puede ser modificado teniendo en cuenta 
que exista concordancia temática entre el título y el cuerpo del proyecto.

A la respuesta afirmativa, el presidente expresará:

“¿Quieren los senadores o representantes presentes Que el proyecto 
de ley (o de reforma constitucional) aprobado sea ley de la república 
(o acto legislativo)?”

Concluida esta fase y de conformidad con el artículo 182 de la Ley 5ª/92 
–LORC–, los ponentes deben proceder a elaborar el texto definitivo con 
la ayuda de los servicios técnicos de las comisiones constitucionales 
o de las oficinas de leyes de cada cámara.

IX. RETIRO DE UN PROYECTO DE LEY
Un proyecto de ley, de conformidad con el artículo 155 de la Ley 5ª 
de 1992, podrá ser retirado por su autor antes de que se le pre-
sente la ponencia respectiva en dicha comisión y sea de iniciativa 
congresional.

En los demás eventos, como por ejemplo cuando el proyecto de ley 
sea de iniciativa gubernamental o de otro de los sujetos que posee 
iniciativa legislativa, se requerirá la aprobación de la comisión o de la 
cámara respectiva.



121

Además, se podrá retirar un proyecto cuando este ya esté aprobado 
en primer o segundo debate, se requerirá la solicitud de su autor y 
qué la misma, sea aprobada por la Comisión o Cámara respectiva. 

X. ARCHIVO DE LOS PROYECTOS DE LEY
De conformidad con el artículo 190 de la Ley 5ª/92 –LORC–, son va-
rias las causas por las cuales se puede archivar un proyecto de ley 
ordinario y orgánico sin que este termine su trámite legislativo.

1. Cuando a un proyecto de ley dentro de una legislatura (20 de julio 
a 20 de junio) no se le presenta y aprueba la ponencia para primer 
debate en la comisión constitucional respectiva (art. 190 Ley 5ª/92 
–LORC–) se archiva; en el caso de que se le presente y apruebe 
ponencia para primer debate antes de terminar la legislatura, este 
continuará su trámite a la espera de que en la siguiente legislatura 
se le den los debates restantes. Pero además, el mismo artículo 
190 establece que si al término de la siguiente legislatura no se 
le presentan y aprueban las restantes ponencias (tres y la conci-
liación, si la hubiere) el proyecto se archivará (así le falte un solo 
debate).

2. De este trámite se deben excluir los proyectos de acto legislativo 
y los proyectos de ley estatutaria, pues sus términos para apro- 
bación son diferentes.

3. Cuando al proyecto de ley en alguna de sus instancias, o mejor en 
alguno de sus cuatro debates, se le presente y apruebe ponencia 
negativa o de archivo.

4. Cuando el proyecto de ley no se concilie después de aprobado por 
ambas cámaras y los textos finales sean diferentes.

5. Consiste en que después de terminar su trámite en el Congreso 
de la República, el proyecto de ley es enviado a sanción presiden-
cial y es objetado por vicios de forma insubsanables; regresa a la 
cámara de origen y allí se procede a su archivo.
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6. Hay una causal de archivo de un proyecto de ley luego de terminar 
su trámite legislativo, esta es cuando un proyecto de ley ha sido 
objetado por el Gobierno Nacional y regresa al Congreso para 
que este se pronuncie sobre dichas objeciones, (si las rechaza 
o las acepta) y si el Congreso, cada Cámara por separado, no se 
pronuncia en un término máximo de dos legislaturas (2 años) el 
proyecto se archivará10.

Los proyectos de ley archivados en ningún momento se inhabilitan 
para poder ser presentados de nuevo en la siguiente legislatura; la-
mentablemente estos son presentados igualitos, sin que se mejo- 
ren o adapten a las nuevas realidades sociales o económicas, etc. 
Es necesario regular de alguna manera este tema y reglamentar la 
forma en que se pueda volver a presentar un p.l. archivado sin que 
sea una simple copia del anterior.

XI. APELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY NEGADOS 
O ARCHIVADOS EN PRIMER DEBATE

Un proyecto de ley puede ser negado o archivado en primer debate; 
cuando esto sucede, la decisión puede ser apelada ante la plenaria 
de la cámara correspondiente, de conformidad con el art. 166 de la 
Ley 5ª/92 –LORC–”11, 155 de la Constitución Política.

Adviértase cómo la Constitución alude única y exclusivamente a los 
proyectos de ley, lo que significa que son solo estos los actos sujetos 
al régimen excepcional contemplado en dicha categoría y no se aplica 
con respecto a los proyectos de acto legislativo.

10.  Corte Constitucional, Sentencia C-173/09. 
11. El artículo 166 de la Ley 5 de 1992 encuentra sustento en el artículo 159 de 

la Carta que prescribe: “El proyecto de ley que hubiere sido negado en pri-
mer debate podrá ser considerado por la respectiva cámara a solicitud de 
su autor, de un miembro de ella, del Gobierno o del vocero de los proponen-
tes en los casos de iniciativa popular”. 
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La Corte Constitucional, en relación con los actos que pueden ser 
considerados por la respectiva Cámara después de haber sido nega-
dos en primer debate, expresó:

“… mal podría aplicarse a los actos legislativos, ya que el Consti- 
tuyente de 1991 los excluyó de este procedimiento y quiso con ello 
manifestar que la decisión de la comisión de rechazar el proyecto 
puede ser objeto de nuevo estudio o examen por parte de las ple- 
narias del Senado y de la Cámara de Representantes”12.

La norma autoriza que las plenarias de una u otra cámara estudien 
la apelación y, si es procedente, el proyecto de ley debe ser remitido 
a otra comisión constitucional para que se surta el primer debate.

Así las cosas, el examen por parte de la Plenaria de la Cámara o 
del Senado de la negativa de la comisión de dar curso a un proyecto 
de ley o de su decisión de archivarlo garantiza al autor de la inicia-
tiva su derecho de participación en el ejercicio del poder político al 
permitirle no solo presentar proyectos de ley sino también acudir a 
otra instancia superior para exponer las razones por las cuales no 
comparte la decisión adoptada en la comisión, y así asegurar que su 
proyecto no sea desestimado o desechado con argumentos que pre-
tendan desconocer su real importancia, necesidad o conveniencia a 
juicio crítico, la reflexión y el estudio del mayor número de miembros 
que conforman las cámaras legislativos con el fin de que se adopte 
en torno al caso concreto la decisión definitiva que mejor correspon-
da a los intereses generales.

Si la elaboración de las leyes es una tarea que compete realizar al 
Congreso como cuerpo colectivo, resulta apenas obvio que los miem- 
bros que no hacen parte de la comisión en la que se negó el proyecto 
de ley tengan la oportunidad de conocer los motivos o razones que 
se adujeron para ello y así contar con bases suficientemente sólidas 
para resolver si confirman o revocan tal decisión. De esta manera 
se enriquece la discusión y se amplían las oportunidades de análisis 

12 Corte Constitucional, Sentencia C-385/97 
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para evitar errores, desaciertos o determinaciones que puedan re-
sultar dañinas.

En ningún momento la figura de la apelación puede ser utiliza-
da cuando se niegan artículos de un proyecto de ley; siempre debe 
ser cuando el proyecto ha sido archivado totalmente. En Sentencia 
C-370/2006 en la cual la Corte Constitucional se pronunció sobre la 
demanda contra los artículos 70 y 71 de la Ley 975 de 2005 (Ley de 
justicia y paz) (artículos 61 y 64 del proyecto de ley 293 de 2005 Cáma-
ra, 211 de 2005 Senado) los cuales fueron debatidos en las sesiones 
conjuntas de las comisiones primeras de Senado y Cámara (6, 11 y 
12 de abril de 2005), dichos artículos fueron negados en las sesiones 
citadas, fueron apelados usando como fundamento los artículos 166 
y 180 de la Ley 5ª de 1992, que no son aplicables al caso pues, cuando 
uno o varios artículos de un proyecto de ley son negados no hay nin-
guna norma que permita su apelación. Sin embargo, el recurso fue 
usado y como resultado de la apelación estas disposiciones fueron 
aprobadas en forma irregular por otras comisiones constitucionales 
(Comisión Segunda y Tercera respectivamente).

Dijo la Corte:

“Los artículos 166 y 188 de la Ley 5ª de 1992 no son aplicables 
pues el 166 no prevé la apelación de uno o varios proyectos de ley, 
sino cuando se hubiere negado el proyecto de ley en su totalidad 
o archivado definitivamente. La utilización de este artículo es irre- 
gular y en tal sentido dejaron constancia varios parlamentarios.

El artículo 180 tampoco era aplicable, pues lo que se buscaba con 
la apelación era que fueran aprobados dos artículos que habían 
sido negados, y no, como lo establece la norma, subsanar errores 
o incorrecciones técnicas, terminológicas o gramaticales.

En efecto, como ya se encuentra demostrado, el proyecto de ley 
del cual formaban parte los artículos 61 y 64 que aparecen bajo los 
números 70 y 71 de la Ley 975 de 2005, nunca fue negado por las 
Comisiones Primeras Constitucionales Permanentes del Senado 
de la República y de la Cámara de Representantes en su totalidad.
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Ello significa entonces de manera palmaria que jamás se configu- 
ró la hipótesis fáctica prevista en el artículo 159 de la Constitución 
para apelarlo, como quiera que esta norma de la Carta autoriza la 
apelación cuando el proyecto hubiere sido negado en primer de- 
bate, lo que no sucedió. Eso se pone de presente, de manera evi- 
dente, si se observa que se rindió ponencia para segundo debate 
a la Plenaria del Senado sin incluir los artículos del proyecto que 
habían sido negados en la Comisión Primera, y se refuerza, aún 
más, con el informe de la Comisión Segunda sobre la aprobación 
por ella de esos dos artículos y la decisión de la Plenaria de incor- 
porarlos al proyecto de ley que entonces se tramitaba.

Como resulta igualmente claro, la equivocación que llevó a infrin- 
gir de manera ostensible y grave el artículo 159 de la Carta, de 
suyo implicó también el quebranto del artículo 166 de la Ley 5 de 
1992, que –para desarrollar aquel– preceptúa que se puede ape- 
lar la decisión de una comisión ante la plenaria de la respectiva 
cámara cuando hubiere sido negado un proyecto en su totalidad 
o archivado indefinidamente. También significa que se violó ade- 
más el artículo 151 de la Carta que ordena al Congreso sujetarse 
en el ejercicio de la actividad legislativa a la ley orgánica mediante 
la cual se expide su reglamento”13.

La Corte Constitucional finalmente declaró inexequible los artículos 
70 y 71 de la Ley 975 de 2005 por el indebido proceso utilizado para 
su aprobación, ya que se sustentó en normas que no eran proceden-
tes para este caso (apelación proyecto negado), como era utilizar el 
artículo 166 de la Ley 5ª de 1992.

13 Corte Constitucional, Sentencia C-385/97  
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XII. PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

 

El inciso segundo del artículo 160 de la C. P. establece: “Durante el se-
gundo debate cada cámara podrá introducir al proyecto las modifica-
ciones, adiciones y supresiones que juzgue necesarias”, pretendiendo 
con estas una mejor redacción o estructuración jurídica del proyecto, 
siempre y cuando la esencia inicial del proyecto de ley no se desvirtúe 
en su mayoría. Lo anterior significa que los proyectos de ley, en segun-
do debate, se pueden modificar, inclusive con respecto a los inicial-
mente presentados, porque lo permite la misma Constitución Política 
así como la Ley 5ª Orgánica del Reglamento del Congreso.

El artículo 175 de la Ley 5ª/92 –LORC– reza:

“Contenido de la ponencia. En el informe a la Cámara Plena para 
segundo debate, el ponente deberá consignar la totalidad de las 
propuestas que fueron consideradas por la Comisión y las razones 
que determinaron su rechazo…”

Segundo Debate
DEBATE

8 días entre
aprobación 
1er y 2do 
Debate

15 días entre
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Este mandato constitucional y el del Reglamento del Congreso, es 
aplicable a los proyectos de acto legislativo. En efecto, la obligación 
que se consagra en el canon constitucional citado emana del prin-
cipio de publicidad y tiene como propósito fundamental permitir a 
todos los miembros del Congreso conocer las distintas propuestas 
o iniciativas y el motivo por el cual algunas de ellas han sido recha-
zadas, permitiendo de esta manera una participación más activa e 
integral en el desarrollo del proceso legislativo.

La ponencia debe incluir una exposición, que deberá contener toda la 
documentación e investigación realizada para primer debate. Segui- 
damente el pliego de modificaciones, si lo hay; luego el texto que se 
propone para segundo debate. La ponencia, con todo lo descrito, se 
remite con el expediente original a la Secretaría General para que allí 
se remita la ponencia para su respectiva publicación en la Gaceta del 
Congreso; una vez publicada la ponencia, se incluye en el orden del 
día para su discusión y aprobación en la Plenaria.

Abierta la discusión de la ponencia para segundo debate en la cámara, 
se procede con la misma mecánica utilizada en la comisión: se somete 
a consideración el informe con que termina la ponencia para segundo 
debate, seguidamente comienza la discusión del articulado y sus res-
pectivas enmiendas, si se presentaron, luego el título y el deseo de la 
Plenaria de que el proyecto de ley se convierta en ley de la República.

Si se observaren ciertas discrepancias entre lo aprobado en segundo 
debate y la iniciativa aprobada en comisión, o se presentaren razo-
nes de conveniencia, podrá determinarse que el proyecto regrese a 
la misma comisión para un nuevo examen definitivo de conformidad 
con el artículo 178 inciso segundo de la Ley 5ª de 1992.

Para la Corte Constitucional el trámite previsto en el artículo 161 de 
la Constitución no subsana vicio alguno de trámite, pues el que se 
presenten discrepancias no implica vicio. Es solamente la conse-
cuencia de la actuación de cada una de las cámaras en ejercicio de su 
autonomía. La posibilidad de las discrepancias en torno a un proyecto 
es propia de la naturaleza de los debates mismos.

Capítulo sexto / Debates y deliberaciones
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XIII. TRÁMITE DEL PROYECTO APROBADO 
EN LA SEGUNDA CÁMARA

Después de aprobado el proyecto de ley en segundo debate, este debe 
ser sustanciado por el secretario general de la cámara de origen; di-
cha sustanciación debe contener: fecha en que se realizó el anuncio 
del proyecto de ley; fecha de aprobación de la ponencia para segundo 
debate; la forma en que fue aprobada la ponencia (por mayoría o por 
unanimidad); el número de votos; el número y título con que fue apro- 
bado el proyecto de ley.

A continuación se elabora un oficio dirigido al presidente de la otra 
cámara que resume las fechas de aprobación en la comisión perma- 
nente y en la plenaria. Con este oficio y sus anexos, el presidente de 
la corporación remite el expediente legislativo del proyecto de ley a la 
otra cámara para su trámite pertinente.

El trámite en la otra cámara es similar al ejecutado anteriormente; 
se continúa realizando el auto de reparto que debe ser firmado por el 
presidente y el secretario general de la cámara; el reparto del pro-
yecto para primer debate debe hacerse a la comisión constitucional 
homóloga a la de la cámara donde inició el trámite el proyecto (Co-
misión V Cámara Comisión V Senado y viceversa). Una vez el proyecto 
esté en la Comisión respectiva, se nombrarán los ponentes para pri-
mer debate y se dará el trámite que cita el reglamento del Congreso, 
de igual manera para segundo debate. Aprobado el proyecto de ley 
en segundo debate, el expediente legislativo debe ser devuelto a la 
cámara de origen para que allí se cotejen los dos textos definitivos 
aprobados en ambas plenarias. Si estos textos coinciden totalmen-
te, se procede a elaborar el texto definitivo de ley, el cual lleva las 
firmas de los presidentes y secretarios generales de ambas cáma-
ras. Al mismo tiempo, se elabora un oficio remisorio suscrito por el 
presidente de la cámara de origen, encargado de remitir a sanción 
presidencial el proyecto de ley. Dicho oficio debe contener las fechas 
en que fue aprobado el proyecto de ley en cada uno de sus debates. 
Así, es remitido a la Oficina Jurídica de la Presidencia de la República 
para su revisión.
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XIV. COMISIONES CONJUNTAS DE LAS 
COMISIONES CONSTITUCIONALES DE 
SENADO Y CÁMARA DE REPRESENTANTES
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De conformidad con lo establecido en el artículo 169 de la Ley 5ª/92 –
LORC–, existe la posibilidad de que el proyecto de ley, después de su pre-
sentación, sea debatido en comisiones conjuntas, veamos cuales son:

A. Reunión de comisiones conjuntas  
 por disposición constitucional
El artículo 346 de la C.P. en concordancia con el art. 169-1 de la Ley 5ª/92 
–LORC– determina que se reunirán en sesiones conjuntas (Comisiones 
Económicas Terceras y Cuartas de ambas Cámaras) para dar primer de-
bate al Presupuesto General de la Nación para cada vigencia fiscal.

En la Sentencia C-353/95 la Corte Constitucional, atendiendo una de-
manda de inconstitucionalidad contra los artículos 26, inciso 3, y 27 
de la Ley 179 de 1994, declaró inexequibles las expresiones “cuar-
tas”, contenidas en los artículos citados, aclarando cuáles comisio-
nes deben entenderse por comisiones económicas. Dijo la Corte:

“En aplicación de lo dispuesto por el artículo 346, inciso 3, de la 
Constitución Política, debe entenderse que cuando las indicadas 
normas se refieren a ‘las comisiones’ aluden a ‘las comisiones de 
asuntos económicos de las dos cámaras’, que son las terceras y 
cuartas, de conformidad con el artículo 4 de la Ley 3ª de 1992”14.

B. Reunión de comisiones conjuntas  
 por expresa solicitud gubernamental
Los artículos 163 de la C.P. y 191 de la Ley 5ª/92 –LORC– estable- 
cen que el Gobierno Nacional, mediante el envió de un mensaje de 
urgencia, puede solicitar deliberación conjunta de las comisiones 
constitucionales permanentes para que aprueben en primer debate 
un proyecto de ley de su interés (Comisión Primera de Cámara con 
Comisión Primera de Senado).

14  Corte Constitucional, Sentencia C-353/95. 
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La primera condición para que se dé el debate conjunto de las comi- 
siones de ambas corporaciones es que ninguna de ellas haya apro-
bado la ponencia para primer debate individualmente; si ya se aprobó 
el proyecto en primer debate, las comisiones no se podrían reunir. 
El mensaje de urgencia en este caso solo serviría como mensaje de 
insistencia para darle prelación al proyecto en el orden del día.

La segunda premisa, consiste en que las mesas directivas de cada 
cámara expidan el respectivo acto administrativo (Resolución de 
Mesa) en el cual se autoriza a la comisión respectiva reunirse con 
la comisión homóloga de la otra cámara para dar primer debate al 
proyecto de ley que solicita el Gobierno Nacional.

Como tercer paso, los presidentes de las comisiones convocadas y 
autorizadas (Comisión Primera de Cámara con Comisión Primera de 
Senado), decidirán cuándo se reunirán dichas comisiones conjuntas.

El mensaje de urgencia por sí solo no obliga a que las comisiones cita-
das se reúnan inmediatamente. La Mesa Directiva donde se encuentre 
el proyecto tiene hasta 30 días calendario para resolver sobre el trámi-
te de urgencia, excepto si el Gobierno Nacional presenta el mensaje de 
urgencia e insistencia, entonces el proyecto de ley tendrá prelación en 
el orden    del día excluyendo la consideración de cualquier otro asunto, 
hasta tanto la respectiva cámara o comisión decida sobre él.

Reunidas las comisiones conjuntas, la presidencia de estas corres-
ponde a la comisión senatorial; pero si el proyecto por norma legal 
debe iniciar su trámite exclusivamente en la Cámara de Represen-
tantes, la presidencia corresponderá a la comisión constitucional de 
la Cámara. El proyecto de ley, a partir de este momento, tendrá los 
mismos pasos en su tramitación que cualquier otro proyecto de ley. 
Debe presentarse ponencia para primer debate suscrita conjunta-
mente por los ponentes de cada comisión respectivamente.

Antes de comenzar el debate respectivo, cada comisión debe contar con 
el quórum decisorio requerido. “El cuórum decisorio está conformado 
por la mayoría de los integrantes de cada una, y se constata por separado” 

Capítulo sexto / Debates y deliberaciones
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(Corte Constitucional, Sentencia C- 784-14). Si una de ellas no lo tiene, 
no podrá    comenzarse la sesión. Al comenzar el debate de la ponen-
cia, hacen uso de la palabra primero los ponentes de la comisión que 
preside la  sesión, posteriormente los ponentes de la otra comisión. Se 
podrán proponer las modificaciones que se estimen pertinentes.

Si se requiere para la aprobación del proyecto una mayoría absoluta, las 
dos comisiones deben registrar dicha mayoría. Si una comisión tiene di-
cha mayoría y la otra no, se entenderá negado lo que se esté votando.

La votación de todo lo que se somete a consideración se realiza comisión 
por comisión, primero la que preside y seguidamente la otra comisión, 
y así sucesivamente. Primero se somete a consideración el informe con 
que termina la ponencia para primer debate, luego el articulado y las 
diferentes modificaciones, si las hay, seguidamente el título del proyecto 
de ley y finalmente se le pregunta a las comisiones, una por una, si quie-
ren que el proyecto de ley se convierta en ley de la República.

Luego de ser aprobado en primer debate el proyecto, el presidente 
de la respectiva comisión nombra los ponentes para que presenten 
la ponencia para segundo debate. Los ponentes pueden ser los mis-
mos; el número de ponentes puede aumentar o disminuir, depen-
diendo de las circunstancias políticas.

Designados los ponentes para segundo debate por cada comisión, 
cada grupo de ponentes presentará la ponencia de forma separada: 
senadores a la plenaria del Senado y los Representantes a la plenaria 
de la Cámara; dicha ponencia debe ser discutida y aprobada en se-
siones separadas; pueden ser sesiones simultáneas (el mismo día), 
lo que no es lo más aconsejable, ya que lo mejor es que una cámara 
debata sobre el texto aprobado por la otra cámara. El debate entre las 
comisiones conjuntas y las plenarias de ambas cámaras solo puede 
darse después de cumplidos mínimo los ocho (8) días reglamentarios.

Cualquier proyecto de ley, ya sea de tipo orgánico, estatutario u ordi- 
nario, puede ser considerado y aprobado en comisiones conjuntas, se 
exceptúan los p.a.l. (reformas constitucionles), los cuales no pueden ser 
aprobados en comisiones conjuntas ni en primera ni en segunda vuelta.
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XV. COMISIÓN DE CONCILIACIÓN

Después de que se aprueben los proyectos de ley en segundo debate y 
los proyectos de acto legislativo en primera y segunda vuelta, se pro-
cede a revisar por parte de los servicios técnicos de una u otra cámara 
–la cámara donde tuvo origen el p.l.– los textos definitivos aprobados 
en cada cámara. Si estos textos están totalmente iguales, se elabora 
el texto de ley, se recogen las firmas de dichos textos de ley de los 
presidentes y secretarios generales y se remite a sanción presidencial.

De conformidad con el artículo 161 C.P. modificado por el artículo 9 
del Acto legislativo 1 de 2003, “Cuando se presentan diferencias en-
tre los textos definitivos aprobados por ambas cámaras, se integran 
comisiones de conciliadores conformadas por un mismo número de 
senadores y representantes quienes, reunidos conjuntamente, pro-
curarán conciliar los textos y, en caso de no ser posible, definirán por 
mayoría. Previa publicación, por lo menos con un día de anticipación, 
el texto escogido se someterá a debate y aprobación de las respecti-
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vas plenarias. Si después de la repetición del segundo debate persis-
te la diferencia, se considera negado el proyecto”.

Vemos cómo la función de la comisión conciliadora a que alude el artículo 
161 C.P., es la de preparar el texto del artículo o articulado que habrá 
de reemplazar a aquel o aquellos que presentaron disparidad o diferen-
cia en las plenarias del Senado y de la Cámara. Estas comisiones no se 
pueden ocupar del estudio de aquellos artículos que no presentaron di-
ferencia o desigualdad en las plenarias de las cámaras, pues de llegar a 
aceptarse lo contrario esto es, que se vuelva sobre disposiciones que no 
fueron objeto de desacuerdo, se estaría desconociendo abiertamente la 
finalidad para la cual se crearon esas comisiones, que no es otra que la 
de zanjar las diferencias que surgieren entre los textos aprobados por las 
plenarias. Las comisiones de conciliación no tienen ni la autorización, ni 
la competencia para integrar o mezclar normas de un texto o de otro y 
sacar un solo texto de estos, solamente reiteramos tienen la función de 
unificar los textos y escoger el mejor artículo primero, de dos diferentes 
por ejemplo (entre texto definitivo de Senado y de Cámara).

Las comisiones de conciliación deben unificar las diferencias entre 
un texto y otro y presentar un acta y el texto final conciliado, el cual 
debe enviarse para su publicación a la Gaceta del Congreso15.

Cuando finalmente es aprobado el informe de la comisión de conci- liación, 
se elabora un solo texto de ley, el cual es enviado a sanción presidencial.

El funcionamiento de las comisiones de conciliación no ha sido regla- 
mentado, estas se reúnen donde los integrantes estimen conveniente; 
se deben levantar actas de cada sesión. Por lo general el estudio que 
las comisiones de conciliación hacen de las diferencias es muy precario.

En múltiples sentencias la Honorable Corte Constitucional ha desa- 
rrollado ampliamente el alcance, funcionamiento y rol que debe te-
ner y debe dársele a las Comisiones de Conciliación16.

15 Corte Constitucional, Sentencia C-577/2000. 
16 Corte Constitucional, Sentencias C-167/93, C-333/93, C-055/95, C-282/95, 

C-285/95, C-376/95, C-003/96, C-56/96, C-167/97, C-702/99, C-371/00, C-557/00.
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I. SANCIÓN PRESIDENCIAL DE 
LOS PROYECTOS DE LEY

De conformidad con los artículos 165 de la C. P. y 196 de la Ley 5ª /92 
–LORC–, el expediente del proyecto de ley con todos sus anexos es 
remitido para su respectiva sanción presidencial a la Oficina Jurídica 
de la Presidencia de la República donde es revisado en dos aspectos: 
1. El trámite formal que tuvo dicho proyecto de ley, y 2. El contenido 
material del proyecto de ley, que no contraríe ninguna norma cons-
titucional. Al mismo tiempo que es revisado en la Oficina Jurídica de 
la Presidencia, una copia es enviada al ministerio competente por la 
especialidad del proyecto para su estudio de conveniencia y consti-
tucionalidad. Luego del estudio jurídico el proyecto puede ser san-
cionado como ley de la República asignándosele un número continuo 
indefinido (artículo 194 Ley 5ª /92 –LORC–) o puede ser objetado.

Después de sancionada la ley, se remite un texto de esta para su pu-
blicación en el Diario Oficial y así quede debidamente promulgada. El 
expediente de la ley sancionada es remitido a la cámara de origen para 
su respectivo archivo (Archivo Legislativo del Congreso donde reposan 
los expedientes de las leyes y los proyectos de ley archivados).

La revisión jurídica de un proyecto en la Oficina Jurídica de la Pre- si-
dencia de la República tiene, según lo establecido en los artículos 166 
Constitucional y 198 de la Ley 5ª de 1992 –LORC–, unos términos legales, 
así: seis (6) días para resolver un proyecto si no consta de más de veinte 
(20) artículos; de diez (10) días si el proyecto contiene de veintiuno (21) a 
cincuenta (50) artículos; y hasta de (20) días cuando los artículos sean 
más de cincuenta (50). Al vencimiento de este término, el proyecto de 
ley debe convertirse en ley u objetarse. Los días a que se hace referencia 
para estudiar un proyecto de ley son hábiles y se contabilizan a partir del 
siguiente a su radicación en la Presidencia de la República.

Existen varios elementos que caracterizan el momento en que el pro-
yecto de ley se convierte en ley:

• presidencial (art. 165 y 200 num. 1 de la C.P.), la cual consiste en el 
acto mediante el cual el Gobierno aprueba y da fe del nacimiento a 
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la vida jurídica de la norma y de su legalidad. Este acto constituye 
un requisito esencial en el proceso formativo de la ley.

• Promulgación o publicación es la publicación oficial de la ley en 
el Diario Oficial (art. 165 y 189 num. 10 de la C.P.), con el fin de 
que se haga cumplir como obligatoria. La publicación de la ley es 
requisito indispensable para su obligatoriedad, pues es principio 
general de derecho que nadie puede ser obligado a cumplir las 
normas que no conoce.

• Vigencia de la ley, que es la potestad con que cuenta el legislador 
para determinar la fecha de entrada en vigencia de la ley.

Finalmente, digamos que no existe un término para remitir el expe- 
diente del proyecto de ley cuando termine su trámite en el Congreso 
a la Oficina Jurídica de la Presidencia de la República para su estudio 
y posterior sanción presidencial.

II. OBJECIONES PRESIDENCIALES 
Y SU TRÁMITE

Cuando el proyecto de ley pasa para su respectiva sanción presiden-
cial, este puede ser objetado parcial o totalmente de conformidad con 
lo reglado en los artículos 167 C.P. y 199 de la Ley 5ª de 1992 –LORC–, 
ya sea por inconveniencia, por inconstitucionalidad o por ambas cau-
sas (vicios de trámite o vicios materiales).

El Gobierno Nacional cuenta con unos términos que se contabilizan 
en días hábiles y comienzan a contarse al día siguiente de recibido 
el expediente del proyecto de ley en la Presidencia de la República, 
Oficina Jurídica para objetar un proyecto de ley; estos términos son:

• De 6 días (hábiles) si el proyecto de ley consta de menos de 20 
artículos.

• De 10 días (hábiles) si el proyecto de ley consta entre 21 a 50 
artículos.

Capítulo séptimo /  Sanción presidencial, promulgación de la ley y objeciones presidenciales



140

Procedimiento Legislativo Colombiano

• De 20 días (hábiles) si el proyecto de ley consta de más de 50 
artículos.

Objetado un proyecto de ley, la objeción debe publicarse en el Diario 
Oficial máximo el día en que se le vencen los términos para la obje-
ción e inmediatamente debe remitirse el expediente legislativo a la 
cámara de origen para su trámite pertinente; de no ser así, se enten-
derá que el proyecto de ley será sancionado como ley.

Mediante las objeciones presidenciales, el Presidente de la Repúbli-
ca puede formular reparos u oponerse al contenido de una determi-
nada disposición de un proyecto de ley o de todo el proyecto de ley, 
exponiendo las razones o argumentos en que se fundamenta para 
solicitar la modificación o exclusión de las disposiciones que objeta, 
ya sea por inconveniencia o por inconstitucionalidad.

Si el p.l. es objetado, se remite dicha objeción con el texto revisado 
para la publicación en el Diario Oficial, luego se envía el expediente 
con el texto y las respectivas objeciones a la cámara de origen, allí 
se nombra una comisión accidental para que presente informe so-
bre dichas objeciones, comisión que por lo general la conforman los 
congresistas que fueron ponentes en su trámite, por el autor, o por el 
cualquier otro miembro de la cámara respectiva.

La comisión accidental debe preparar un informe, como dijimos an-
teriormente, y presentarlo para su publicación y anuncio en la res-
pectiva plenaria; posteriormente se somete a consideración por par-
te de la plenaria (primero en la cámara de origen, luego en la otra 
donde tendrá el mismo trámite)1.

El informe sobre las objeciones presidenciales debe ser votado pú-
blica y nominalmente; además, estas requieren, para su aprobación, 
mayoría absoluta.

El contenido de los informes, puede ser en tres (3) sentidos:

1   Corte Constitucional, Sentencia C-328/2013. 
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• Acogiendo las objeciones y declarándolas fundadas.

• Negándolas y declarándolas infundadas.

• Acogiendo unas objeciones y rechazando otras.

Si la objeción es parcial y la cámara de origen declara las objeciones 
fundadas y la otra cámara se pronuncia en el mismo sentido (funda- 
das las objeciones), entonces se procede a retirar del texto de ley los 
artículos objetados, se rehace el texto remitiéndolo posteriormente 
para su sanción presidencial, sanción obligatoria por parte del Presi- 
dente de la República.

En cambio, si la cámara de origen declara infundadas parciales las 
objeciones por vicios de constitucionalidad y la otra cámara acoge el 
mismo pronunciamiento, el presidente del Senado de la República 
remitirá el expediente del p.l. con todos sus anexos, y los dos infor- 
mes de las comisiones accidentales sobre las objeciones a la Corte 
Constitucional para que esta, de conformidad con los artículos 167 
de la C.P. y 199 de la ley 5ª de 1992 –LORC–, decida sobre la cons-
titucionalidad o no de las objeciones. La Corte Constitucional sola-
mente se pronunciará respecto de las objeciones, sobre las cuales 
el Congreso –ambas cámaras– se hayan expresado idénticamente, si 
el Congreso no se manifiesta sobre ellas, no se pronunciará la Corte 
Constitucional.

Cuando la Corte Constitucional declare la constitucionalidad –fun- 
dadas– de las objeciones presidenciales, remitirá el expediente del 
p.l. a la cámara de origen con la sentencia producida por la Corte 
para que esta retire del texto de la ley los artículos objetados si la 
objeción es parcial; entonces la cámara de origen procederá a excluir 
estos artículos y reordenará (renumerará) los restantes artículos del 
texto; o archivará el proyecto de ley definitivamente si la objeción es 
total. Después de recoger las firmas de los presidentes y secretarios 
generales de ambas cámaras, se remitirá el expediente con todos 
sus anexos (dos textos de ley y sentencia de la Corte Constitucional) 
para su respectiva sanción presidencial.
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Por otro lado, si la Corte Constitucional en la sentencia declara in-
constitucionales –infundadas– las objeciones presidenciales, remite 
el expediente respectivo a la cámara de origen acompañado de la 
sentencia para que esta, elabore nuevamente el texto igual al que 
aprobó inicialmente el Congreso y se remite a sanción presidencial.

La Constitución Política y el Reglamento del Congreso establecen 
una tercera posibilidad, atendiendo lo reglado en los artículos 167 de 
la C.P. y 199 de ley 5ª de 1992 –LORC–, y después de estudiadas las 
objeciones presidenciales y el informe sobre las mismas. La Corte 
Constitucional puede declarar parcialmente inexequible el p.l., en-
tonces regresa el expediente al Congreso para que una comisión ac-
cidental se reúna con el ministro del ramo al cual compete el proyec-
to de ley en discusión para que conjuntamente presenten un informe 
sobre dicho artículo, mejorándolo en su redacción y verificando que 
no viole normas constitucionales. Este informe se somete a la apro-
bación de ambas plenarias; luego de ser aprobado el informe, se re-
mite nuevamente el expediente con el informe a la Corte Constitucio-
nal para que esta finalmente se pronuncie sobre la exequibilidad o no 
del citado proyecto; después de que la Corte ha estudiado el último 
informe produce una última sentencia, la cual regresa a la cámara 
de origen para que se le dé cabal cumplimiento a dicha sentencia 
y se excluya el artículo o se integre este al articulado y se convierta 
finalmente el proyecto en Ley de la República.

Queda claro entonces, que el Presidente de la República puede for- 
mular objeciones a los proyectos de ley aprobados por el Congreso, 
pero a quien compete decidir si acoge o no tales propuestas es a las 
cámaras legislativas y, únicamente, cuando estas se basen en razo-
nes de inconstitucionalidad y el Congreso insista en mantener las 
normas respectivas, corresponde a la Corte Constitucional resolver 
sobre su constitucionalidad. En consecuencia, no le corresponde al 
Presidente de la República, cuando ejerce la facultad de objetar, de-
terminar el contenido definitivo de las normas de un proyecto de ley 
aprobado por el Congreso ni mucho menos incluir en el mismo dis-
posiciones que considere más convenientes que las aprobadas por el 
legislador.
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Por último, también existen las objeciones presidenciales por incon- 
veniencia, que más que unas objeciones jurídicas son objeciones de 
tipo político, y la forma de subsanar dichas objeciones consiste en 
que a ambas cámaras se presentarán sendos informes rechazando 
o aceptando dichas objeciones; dichos informes deberán ser apro-
bados nominalmente y por mayoría absoluta de los votos de los inte-
grantes de cada cámara, así se supera dicha objeción, posteriormen-
te deberá ser sancionada por el Presidente de la República.

Es evidente la finalidad de las objeciones por inconveniencia no es la 
de permitir al Presidente de la República tomar decisiones respecto 
del contenido del proyecto de ley, sino sólo plantear los argumentos 
que lo llevan a disentir del contenido normativo aprobado2.

2  Corte Constitucional, Sentencias C-241/94, C-510/96 C-708/1996. 
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Los proyectos de acto legislativo pueden ser presentados en cual-
quiera de las cámaras legislativas a consideración del Congreso de 
conformidad con los artículos 375 de la Constitución Política y 223 de 
la Ley 5ª de 1992 (LORC).

Los siguientes son los sujetos que pueden presentar p.a.l.:

1. El Gobierno Nacional a través de los ministros del despacho en 
cada ramo respectivamente o los viceministros encargados.

2. Diez miembros (10) del Congreso (senadores o representantes o 
conjuntamente).

3. Un número de ciudadanos igual o superior al cinco (5 %) por ciento 
del censo electoral vigente en la fecha respectiva.

4. Un veinte (20 %) por ciento de los concejales del país.

5. Un veinte (20 %) de los diputados del país.

6. De conformidad con el artículo 237-4 de la Constitución, el Con- 
sejo de Estado.

7. El Consejo Nacional Electoral.

En el citado artículo 375 de la Constitución, concordante con el artícu-
lo 224 de la Ley 5ª/92 (LORC), los proyectos de acto legislativo deben 
ser discutidos y aprobados por las Comisiones Primeras Constitucio-
nales –Ley 3ª/9–2; tendrán su trámite en dos periodos ordinarios su-
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cesivos y consecutivos, los cuales pueden ser de legislaturas diferen-
tes, pero que deben coincidir así: segundo periodo ordinario de una 
legislatura (16 de marzo a 20 de junio de 2016) y primer periodo de la 
legislatura siguiente (20 de julio a 16 de diciembre de 2016), no puede 
tramitarse en comisiones conjuntas ni en sesiones extraordinarias.

Cada periodo de los dos debe tener cuatro (4) debates: aprobado en 
Comisión Primera de la Cámara, luego plenaria de la misma corpo- 
ración, seguidamente continuará su trámite en la Comisión Primera 
de Senado y para concluir en la Plenaria del Senado. Así mismo debe 
incluir la comisión de conciliación, si es necesaria, todo dentro de un 
mismo periodo ordinario, del 20 de julio al 16 de diciembre del mismo 
año. No debemos olvidar que en el trámite de los proyectos de acto 
legislativo los términos legislativos –ocho (8) días sin contar los días 
de aprobación entre el primer y segundo debate y quince (15) días 
entre las cámaras– deben conservarse y respetarse exactamente, y 
no podrá hacerse en comisiones conjuntas.

Debe aprobarse en primera vuelta por la mayoría simple de cada una 
de las cámaras. Finalizado este trámite, deberá enviarse el texto de-
finitivo aprobado en primera vuelta junto con el respectivo expediente 
a revisión del trámite (formal) de la Oficina Jurídica de la Presidencia 
de la República. Dicha revisión consiste en verificar que no se hayan 
violado normas de procedimiento. Si se encuentra todo ajustado al 
trámite, se ordenará mediante decreto la publicación del texto defini-
tivo aprobado en primera vuelta en el Diario Oficial. En esta instancia 
no sufre ninguna numeración.

Después de surtido dicho procedimiento, el expediente del proyecto 
de acto legislativo regresa a la Cámara de origen para que continúe 
su trámite en segunda vuelta que siguiendo, el ejemplo inicial, inicia-
ría su trámite el 16 de marzo del año siguiente. En la segunda vuelta, 
repito, debe tener los mismos debates que en la primera vuelta (cua-
tro debates), pero solo pueden ser consideradas las iniciativas apro-
badas en primera vuelta. No podrán ser considerados nuevamente ni 
los Capítulo octavo / Trámite de los proyectos de Acto Legislativo o de 
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Reforma Constitucional artículos negados, ni las constancias dejadas 
en la primera vuelta. Así lo ha dicho la Corte Constitucional:

“…en la segunda vuelta podrán ser consideras solo las iniciativas 
aprobadas y no las que se dejan como constancia. La votación en 
la segunda vuelta debe ser por mayoría absoluta”1.

Terminada la discusión y aprobación en segunda vuelta incluyendo el 
informe de la comisión conciliadora, si lo hay, antes del 20 de junio, 
se elabora un texto definitivo del proyecto de acto legislativo, luego 
se envía con el expediente respectivo y todos sus anexos a la Oficina 
Jurídica de la Presidencia para la revisión formal del trámite, y si 
todo se ajusta al procedimiento, será numerado el acto legislativo 
y enviado para su publicación en el Diario Oficial para que entre en 
vigencia la Reforma Constitucional.

Además, debe agregarse que los actos legislativos mediante los cua-
les el Congreso reforma la Constitución no requieren de sanción pre-
sidencial porque las decisiones de la voluntad constituyente no pue-
den, por su misma naturaleza, estar subordinadas a la aquiescencia 
de ningún poder constituido, salvo la competencia estricta y precisa 
atribuida a la Corte Constitucional por acción de una demanda ciu-
dadana por vicios en su trámite. Finalmente, digamos que los actos 
legislativos, después de cumplir todo su trámite son numerados de 
manera ascendente año por año, contrario a la numeración de las 
leyes.

Con respecto a la acumulación de los proyectos de acto legislativo es 
aplicable antes del primer debate en la primera vuelta, es decir, sin 
que ninguno de los proyectos acumulados haya sido todavía discutido 
ni aprobado en ninguna instancia. De lo contrario, se añadiría a un 
proyecto aprobado lo dispuesto en otro que no ha sufrido debate, lo 
cual sería inconstitucional por violación del artículo 375 de la C.P.

1   Corte Constitucional, Sentencia C-222/97.

Capítulo octavo /  Trámite de los proyectos de Acto Legislativo o de Reforma Constitucional



150

Procedimiento Legislativo Colombiano

Es de resaltar, que las disposiciones contenidas en los capítulos an-
teriores referidas al proceso legislativo ordinario que no sean incom- 
patibles con las regulaciones constitucionales, tendrán en el trámite 
legislativo constituyente plena aplicación y vigencia (artículo 227 de 
la Ley 5ª de 1992).






